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Resumen 

El entramado de corrupción entre el Parlamento Europeo y Catar, descubierto en diciembre de 

2022, puso de relieve el peligro potencial que el lobbying puede llegar a representar para un 

sistema político democrático. Esta investigación analiza en qué medida las características del 

modelo regulatorio de los grupos de presión en el sistema institucional de la Unión Europea 

garantizan unos parámetros mínimos de control y transparencia para la correcta intermediación 

de intereses. A través del análisis en profundidad de la normativa oportuna se busca comprender 

los límites y contradicciones impuestos sobre la actividad de estos grupos, mientras que el análisis 

del Registro de transparencia y la difusión de la huella legislativa persigue delimitar la efectividad 

de los mecanismos de transparencia que emanan de dichas normas. 

 

Palabras clave: Unión Europea, grupo de presión, lobbying, pluralismo, sistema, regulación, 

control, transparencia, registro y huella legislativa. 

 

Abstract 

The corruption scandal between the European Parliament and Qatar, revealed in December 

2022, highlighted the potential danger that lobbying can pose to a democratic political system. 

This investigation examines to what extent the regulatory model of lobbying groups in the 

institutional system of the European Union ensures minimum parameters of control and 

transparency for the proper intermediation of interests. Through an in-depth analysis of the 

relevant regulations, the aim is to understand the limits and contradictions imposed on the activity 

of these groups, while the analysis of the Transparency Register and the dissemination of 

legislative footprint seeks to delineate the effectiveness of the transparency mechanisms that arise 

from these rules. 

 

Keywords: European Union, lobby, lobbying, pluralism, system, regulation, control, 

transparency, register, and legislative footprint.  
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1. INTRODUCCIÓN 

El 9 de diciembre de 2022 la exvicepresidenta del Parlamento Europeo, Eva Kaili, fue arrestada 

y puesta a disposición judicial tras haber sido imputada por encontrarse vinculada a un entramado 

de corrupción y blanqueo de capitales, que posteriormente estaría relacionado con pagos 

indebidos procedentes de Catar en concepto de influencia política. Esta actuación acabaría siendo 

complementada con la detención de otras personas ubicadas en la órbita de la Unión Europea 

como; Francesco Giorgi -asistente del Parlamento Europeo especializado en Relaciones 

Internacionales y Derechos Humanos-, Pier Antonio Panzeri -eurodiputado italiano entre 2004 y 

2019- y Niccolò Figà -Secretario General de la ONG No Peace Without Justice, de la cual también 

formaba parte Panzeri-. 

Anteriormente, el 15 de marzo de 1999, se produjo una situación inédita en la historia de la Unión 

Europea. La Comisión liderada por el político luxemburgués, Jaques Santer, decidió presentar en 

bloque y de forma unánime su dimisión tras haber sido acusada formalmente de corrupción, 

nepotismo y fraude por un comité de expertos independientes, el cual se encargó de investigar 

una serie de irregularidades que se manifestaron en la Comisión Santer desde el año 1995. Más 

recientemente en el año 2018, fuera del sistema institucional de la UE- pero dentro del entorno 

europeo-, cuatro integrantes de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa fueron 

sancionados bajo una sospecha de corrupción en la que, habrían recibido sobornos de Azerbaiyán, 

a cambio de no denunciar la violación de libertades civiles y políticas en dicho territorio.  

Si algo tuvieron y mantienen en común algunos de estos sucesos -más allá de la vinculación con 

regímenes políticos no democráticos o poco consolidados- es el ejercicio de influencia por parte 

de grupos externos sobre activos políticos europeos, reproduciéndose el uso de prácticas 

éticamente cuestionables y, sobre todo, ante un marco de falta de transparencia. Por ello, el 

denominado Qatargate habría puesto de relieve una vez más la necesidad latente de profundizar 

en el desarrollo de mecanismos de control que regulen las relaciones de los grupos, colectivos y 

actores con intereses particulares y las instituciones europeas. Algunas organizaciones como 

Corporate Europe Observatory o ALTER-EU (2018) ya han denunciado en diversas ocasiones la 

captura del proceso de toma de decisiones en la Unión Europea, destacando el desarrollo de un 

fenómeno con un posible carácter estructural. 

Por otro lado, como señalan Villoria et al. (2015) a pesar de que la actividad del lobby y los 

servicios de consultoría se encuentran asentados en Bruselas desde hace varias décadas, en la 

mayoría de los Estados miembros de la Unión Europea prima un modelo de interlocución 

focalizado en el papel predominante que el sistema político dota a los sindicatos y organizaciones 

empresariales. Por lo tanto, se trata de un sector que en líneas generales continúa en vías de 

profesionalización. Asimismo, este factor derivaría en una ausencia normativa a nivel nacional, 
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generando un marco de incertidumbre e inseguridad sobre el propio entorno. En el caso de España, 

antes de producirse la convocatoria anticipada de elecciones generales, el Gobierno de coalición 

se encontraba desarrollando normativas como el Proyecto de Ley de Transparencia e Integridad 

en las actividades de los Grupos de Interés, dirigido a regular por primera vez y de forma 

específica, las relaciones de los lobbies con la Administración General del Estado y los 

organismos que integran el sector público. 

Este conjunto de sucesos constataría la vigencia de una problemática que se ha instaurado en la 

agenda y el debate público. Asimismo, lejos de estar vinculada a un contexto específico como 

podría ser el europeo, se erige como un elemento común en un mundo globalizado. Por ejemplo, 

en el año 2022 el periódico británico The Guardian expuso el caso del Ubergate, una filtración 

de archivos en los que se demostraba como esta compañía de transporte privado emprendió 

acciones de lobby, éticamente cuestionables, para cubrir investigaciones policiales y conseguir un 

trato de favor por parte de altos cargos institucionales como Joe Biden, Olaf Scholz o Emmanuel 

Macron. (Davies et al., 2022). 

En este punto, es necesario advertir al lector que esta investigación no perseguirá la construcción 

de marcos cognitivos o la expresión de juicios de valor acerca de la legitimidad de los grupos de 

presión. Por el contrario, se tratará de ampliar el conocimiento acerca de las reglas que regulan a 

las organizaciones que interactúan con nuestros representantes e influyen en el desarrollo de las 

políticas públicas de la Unión Europea. El 8 de junio de 2023, la Vicepresidenta de la Comisión 

Europea para Valores y Transparencia, Věra Jourová, trató de abordar algunos de estos problemas 

a través de la presentación del EU Ethics body, un nuevo órgano de control que congregará a 

todas las instituciones comunitarias para acordar los estándares de comportamiento ético que 

deberán seguir todos los cargos europeos. 

Durante la enunciación de su discurso, Jourová destacó la necesidad de profundizar en los 

mecanismos de transparencia y el reporte de malas conductas de forma transversal, mencionando 

de forma explícita el incidente relacionado con Catar:  

In recent months, we have seen some scandals, such as Qatar gate that reminded everyone 

that there are gaps in our systems…. If a scandal happens, people around the EU will not 

differentiate between European institutions. So, if the Brussels' politicians want to remain 

credible and accountable, they need to be subject to the same high ethical standards [En 

los últimos meses, hemos visto algunos escándalos, como el Qatargate, que recordó a 

todos que existen lagunas en nuestros sistemas... Si ocurre un escándalo, la gente en toda 

la UE no diferenciará entre las instituciones europeas. Por lo tanto, si los políticos de 

Bruselas quieren seguir siendo creíbles y responsables, deben estar sujetos a los mismos 

estándares éticos] (2023) 
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Como señalaba el político y pensador británico James Bryce (1889), para tener una idea global 

acerca de un sistema político, no solo debemos conocer las normas legales que lo entrañan, sino 

también a los hombres que se encargan de administrarlas. En esencia, para comprender el 

funcionamiento de la Unión Europea no es suficiente conocer su estructura legal-normativa, sino 

también entender como este sistema es moldeado por los sujetos y grupos que influyen sobre los 

cargos de poder e influencia. 

1.2 Objetivo general 

El objetivo general de esta investigación residirá en identificar y describir los parámetros de 

intermediación a los que los grupos de presión se adhieren en el ejercicio de su actividad, es decir, 

definir la respuesta del sistema regulatorio de las instituciones europeas ante la actividad de 

lobbying. En otras palabras, se analizará cómo la evolución de las policies y las polities 

consolidadas en el seno de la Unión Europea constituyen un marco regulatorio óptimo para la 

correcta actuación de todos los grupos de presión. 

1.3 Objetivos específicos 

En consonancia con el objetivo general de la investigación, durante el desarrollo de esta surgirán 

los siguientes objetivos específicos, que estarán alineados con la naturaleza descriptiva del estudio 

y las necesidades que el examen de la problemática representa: 

a) Delimitar el modelo de intermediación de intereses consolidado en el sistema político de 

la Unión Europea. 

b) Definir la morfología y actividad constituyente de los grupos de presión desde el punto 

de vista de las instituciones europeas. 

c) Identificar la posible existencia de carencias y lagunas en el control institucional sobre 

los grupos de presión. 

1.4 Hipótesis  

H – Las instituciones de la Unión Europea no desarrollan un sistema de control y transparencia 

exhaustivo sobre los grupos de presión. 

El planteamiento de la anterior hipótesis no solo busca sintetizar los objetivos del estudio, sino 

que también tratará de dar respuesta a la siguiente pregunta de investigación ¿puede existir una 

relación de corrupción sistémica entre los grupos de presión y la Unión Europea o, por el 

contrario, estos casos deben interpretarse como un fenómeno de carácter coyuntural? 
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2. MARCO TEÓRICO 

Un diagnóstico superficial acerca de las relaciones de poder e influencia que se reproducen en los 

sistemas políticos democráticos podría inducir a considerar que, a diferencia de lo que sucede en 

modelos de gobierno autoritarios o propios del iliberalismo, aquellos Estados con una democracia 

asentada no deberían sufrir inconvenientes a la hora de integrar los intereses de todas las fuerzas 

sociales -convirtiendo la acción de los grupos de presión en un fenómeno residual-. No obstante, 

la realidad política y socioeconómica actual parece describir una tendencia en aumento sobre la 

actividad de este tipo de organizaciones. En este sentido, como señalan Hanegraaff y Poletti 

(2021), una evaluación empírica acerca del posible aumento del lobbying empresarial ha supuesto 

un verdadero reto durante los últimos años. Un escenario que respondería al desafío metodológico 

más profundo de acceder a datos longitudinales comparables sobre el lobbying en la UE, por ende, 

esta tendencia debe ser interpretada con cautela.  

Si bien la teoría propuesta por Zakaria (1997) no plantea un estudio directo sobre el papel de los 

grupos de presión en la disociación que tiene lugar entre la democracia y el constitucionalismo 

liberal, la continua regresión en la rendición de cuentas o fiscalización del Estado es una práctica 

comúnmente identificada en los sistemas iliberales. Asimismo, el estudio de caso emprendido por 

Olejnik (2019) expone como el desarrollo de una democracia iliberal en Hungría supuso una clara 

influencia en el aumento de la corrupción -asociada tanto al proceso legislativo como a la 

licitación de contratos públicos-, sumado a la falta de transparencia entre la acción de los grupos 

de presión y el Gobierno húngaro entre los años 2010 y 2014. 

En cualquier caso, la cuestión es que la naturaleza de los grupos de presión podría responder a un 

conjunto de necesidades latentes en la definición del propio sistema político, entre las que se 

encontraría la voluntad de ejercer colectivamente la defensa de unos intereses comunes. Esta 

dinámica vendría a implicar que, si bien estas organizaciones no representan necesariamente el 

único cauce de participación ciudadana dentro de un Estado democrático, su disposición como 

agente intermediario en el proceso de toma de decisiones se habría convertido en un factor 

esencial para la canalización de la opinión pública hacia las instituciones (Badía, 1966). 

En esta línea, Molins (1996) sostiene que en los sistemas políticos democráticos los intereses 

privados de carácter colectivo parten de una competencia por plasmar sus necesidades en el 

proceso decisional emprendido por las Administraciones Públicas. La cuestión primordial es que, 

bajo la aplicación de un enfoque pluralista, el Estado no puede abstraerse de estas demandas, sino 

que debería ser permeable a las aspiraciones que se manifiestan entre el conjunto de grupos 

presentes en la sociedad. En esencia, una de las consideraciones fundamentales a la hora de 

abordar la participación de los grupos privados en el proceso de decisión pública será el estudio 
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de las relaciones entre los actores privados y las Administraciones, así como, sus canales de 

influencia mutua. 

2.1 La relación entre los grupos de presión y el sistema democrático 

Tradicionalmente, las disciplinas de la Ciencia Política y la Sociología han acudido a las teorías 

de autores pluralistas como Robert Dahl y, complementariamente, autores de la corriente elitista 

para explicar el proceso de influencia sobre el sistema político que pueden ejercer ciertos grupos 

o élites en las democracias modernas bajo un contexto de competencia entre las mismas. Sea 

como fuere, este tipo de enfoques permite profundizar en la comprensión de los grupos de presión 

o grupos de interés como sujetos transmisores de demandas políticas. Además, partiendo de un 

enfoque teórico, podrían dar respuesta a la cuestión acerca de cuál es el papel que los grupos de 

presión pueden representar en el proceso democrático. 

Antes de proceder con una revisión de la literatura sería conveniente resaltar que, a pesar de que 

puedan trazarse ciertas diferencias entre los grupos de presión y los grupos de interés, un aspecto 

común entre este conjunto de trabajos será el uso de este último término para definir un 

instrumento potencialmente capaz de materializar la opinión ciudadana en influencia política. En 

cierto grado, este tipo de contratiempos en la delimitación del objeto de estudio pueden 

considerarse como parte de su propia naturaleza y es que, al fin y al cabo, los grupos de presión 

o lobbies pueden variar en términos de sus objetivos, intereses, tamaños, recursos o estrategias. 

Por todo ello, a lo largo del presente marco teórico se tratará de poner límites a estas 

contradicciones y presentar una análisis sólido y coherente acerca de la cuestión. 

En primer lugar, como plantea Sartori (1995), es necesario establecer una diferenciación entre el 

concepto de pluralismo en sentido amplio y la teoría pluralista. Mientras que el primer término 

hace referencia a la coexistencia de múltiples valores y creencias en una sociedad democrática, 

las teorías pluralistas se focalizan en estudiar el proceso de competencia entre los grupos de interés 

y su influencia sobre la distribución del poder político. Asimismo, no todas las sociedades de gran 

escala con un alto número de agrupaciones son sistemáticamente pluralistas, sino que debe 

desarrollarse un cierto grado de articulación y afiliación voluntaria, nunca consuetudinaria. 

Además, el pluralismo deberá manifestarse sobre tres dimensiones rectoras; cultural, social y 

política. 

A este respecto, Dahl (1971) introduce el concepto de poliarquía para definir un sistema político 

en el que se produce un alto grado de desarrollo sobre dos dimensiones fundamentales: el debate 

público -comprendido como la oposición y lucha política- y el derecho a participar en las 

elecciones y el gobierno. En contraposición a la poliarquía se situarían las hegemonías cerradas, 

es decir, modelos de organización política en los que la liberalización del debate público y la 
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representatividad no se encuentran profundamente desarrolladas. Asimismo, se establecerá la 

asociación de que cuantas mayores vías de expresión, organización y representación de las 

preferencias políticas se den en un determinado país, mayor será la probabilidad de encontrase 

una variedad de intereses sociopolíticos presentes en su vida pública. 

En consecuencia, podría deducirse que en los regímenes no poliárquicos y comprendidos dentro 

de las categorías de hegemonía cerrada -baja liberalización y representación-, oligarquía 

competitiva -alta liberalización y baja representación- o hegemonía representativa -baja 

liberalización y alta representación- se observará una tendencia superior a restringir la 

canalización de determinados intereses y, por lo tanto, concentrar el poder sobre ciertas élites. Por 

ende, este autor defenderá la noción de que dentro del marco de una poliarquía, la competencia 

entre los grupos de interés debe interpretarse como algo necesario, ya que favorecerá el 

establecimiento de contrapesos y mecanismos de control a la constitución de un poder 

hegemónico, contribuyendo así a la participación ciudadana en el desarrollo de las políticas 

públicas. 

Esta concepción de los grupos de interés como sujetos esenciales en el campo político puede ser 

comparada con el análisis que previamente abordó James Madison respecto a la labor de las 

facciones en el sistema republicano de Estados Unidos. Para Madison (1787), las facciones son 

entendidas como grupos de ciudadanos que deciden unirse en torno a la defensa de intereses o 

pasiones comunes, los cuales pueden estar en contra de los derechos de otros ciudadanos o del 

interés general de la comunidad. Si bien es cierto que en este caso se adopta una perspectiva 

menos optimista, este pensador también concluirá que la acción de las facciones es un elemento 

inevitable dentro de cualquier sociedad libre y diversa. Por lo tanto, es labor de las instituciones 

garantizar un modelo de representación y competencia justo, capaz de integrar los intereses 

contrapuestos de las facciones de forma equilibrada y evitar la imposición de una coalición 

dominante. 

A pesar de ello, la realidad es que detrás de esta obligación identificada por Madison podría 

extrapolarse un profundo dilema para el devenir de la propia sociedad. Por un lado, permitir que 

los grupos de interés defiendan libremente sus objetivos conlleva ciertos riesgos, ya que podrían 

ejercer su influencia sobre el gobierno para obtener políticas que beneficien -exclusivamente- a 

pequeñas facciones, en detrimento del interés general de la comunidad. Por otro lado, si el Estado 

no otorga a todos los ciudadanos la capacidad de perseguir la materialización de sus propios 

intereses se encontraría restringiendo la libertad política. En esencia, los grupos de interés deben 

actuar como un nexo primario entre las instituciones y la ciudadanía, al tiempo que se reconozca 

la necesidad de salvaguardar la integridad del proceso político y proteger el interés general (Berry 

y Wilcox, 2015). 
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En contraposición a esta línea de pensamiento, Schattschneider (1960) considerará que un sistema 

de partidos altamente competitivo, en lugar de un modelo de disputa entre grupos de interés, se 

postularía como una estructura más favorable para consumar la opinión de los ciudadanos en el 

proceso de toma de decisiones. En este sentido, la crítica de este autor a la teoría pluralista 

sostendrá que el balance de poder entre grupos no es suficiente para consolidar un vínculo con las 

instituciones, pues no estaría teniendo en cuenta lo que puede denominarse como sesgo de clase 

alta. Fundamentalmente, si se considera que los grupos empresariales dominan el sistema de 

competencia y, por otra parte, que históricamente la afiliación voluntaria a organizaciones ha 

estado vinculada a individuos con un alto estatus socioeconómico, el sistema de representación 

estaría dejando al margen a los grupos sociales de bajos ingresos. 

El planteamiento que surge de esta asociación entre el sesgo de clase alta y la competición de los 

grupos de interés es que el resultado de la acción política estará en gran medida determinado por 

la relación entre dos factores: el conflicto y el alcance -scope en su idioma original-. Por un lado, 

se parte de que todo conflicto se encuentra definido por la línea de fractura o división en torno a 

la cual se establece este mismo, ya sea económica, cultural, ideológica o de otro tipo. Por otro 

lado, el alcance de un conflicto se entiende como la medida en la que este adquiere relevancia y 

se adhiere a distintos grupos o actores en la sociedad. Así, la capacidad y recursos de los grupos 

para aumentar o disminuir el alcance de un conflicto y desplazar la línea de división tendría un 

impacto significativo en la distribución del poder y los resultados de las luchas políticas. 

Para Bentley (1967), sin embargo, el reconocimiento pluralista a la diversidad de grupos no es 

más que una forma de crítica a la teoría de clases, cuyo materialismo histórico estaría reduciendo 

el campo político a una lucha dicotómica entre clases sociales dominantes y oprimidas, mostrando 

una visión incompleta de todo el proceso. Por lo tanto, si las decisiones políticas son el complejo 

resultado de la interacción entre múltiples actores e intereses, el pluralismo denotaría el fracaso 

del proletariado para lograr articular un interés común de forma colectiva y alcanzar el poder. En 

un principio, este modo de interpretación adversa del marxismo guardaría cierto sentido en tanto 

que, sin encontrase necesariamente enfrentadas, la teoría de clases difiere de la pluralista en 

aspectos básicos como en el papel interventor del Estado o la fuerza motriz de cambio social. 

Ahora bien, desde una posición quizás más cercana a los elitistas, la crítica de Schattschneider al 

modelo pluralista representaría, en cierta medida, una forma de yuxtaposición entre el 

reconocimiento a la existencia de desigualdades en la distribución de los recursos y el potencial 

valor democrático de la libre competencia entre grupos. En sus propias palabras, la clave o 

principal obstáculo reside en que “the flaw in the pluralist heaven is that the heavenly chorus sings 

with an upper-class accent” [el defecto en el cielo pluralista es que el coro celestial canta con un 

acento de clase alta] (1960, p. 35). Así, lo que este autor podría estar planteado es la necesidad de 
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incorporar ciertos parámetros no renunciables de la teoría de clases a una interpretación pluralista 

de la realidad política. 

Bajo esta premisa, uno de los principales puntos de conexión entre los planteamientos de este 

autor y el enfoque pluralista de Robert Dahl puede encontrarse en las reflexiones de Charles 

Lindblom, con quien ya ahondó acerca del concepto de poliarquía en Dahl y Lindblom (1971). 

No obstante, será en Lindblom (1977) donde se encuentre la mayor aportación de este autor en 

relación con el propósito de esta investigación, complementando el esquema de la competencia 

entre grupos de interés con un estudio acerca de la influencia del mercado en las decisiones 

políticas. Asimismo, definirá un modelo sistémico de persuasión recíproca en el que cualquier 

proceso de influencia entre la ciudadanía y los gobernantes, sin ser sistemáticamente jerárquico, 

seguirá un patrón de escalera en el que la información podrá moverse de una posición a otra 

indistintamente. 

En primera instancia, este proceso de doble influencia constituiría un pilar esencial en los sistemas 

poliárquicos, sin embargo, no será considerado lo suficientemente fuerte como para evitar que los 

actores busquen maximizar su poder a través de la formación de alianzas. Por ello, el escrutinio 

de Lindblom al modelo pluralista terminará concluyendo que la distribución de poder efectiva 

nunca se acaba correspondiendo a la visión igualitaria que se plantea en el diseño de este sistema, 

pues la capacidad de acumulación de recursos tendrá un papel decisivo en el proceso final. 

Precisamente, será a partir de este punto cuando muestre una mayor afinidad con las ideas de 

Schattschneider, sosteniendo que los sujetos participantes de un sistema poliárquico seguirán 

estando expuestos a una desigualdad de riqueza y, por lo tanto, de acceso real al poder. 

A pesar de que una amplia afluencia de grupos -ya sean de carácter público o privado- pueda ser 

positiva para ampliar el rango de intereses contrapuestos en la elaboración de las políticas 

públicas, este proceso acabaría beneficiando a los grupos organizados a expensas de los grupos 

informales. Por ende, se deduce que el mercado desempeñará, inevitablemente, una posición 

crucial en el resultado de estas políticas, ya que será a través de este dónde tenga lugar la 

asignación de recursos. Así, la posición hegemónica de las grandes empresas dentro del mercado 

les otorgará un alto grado de movilización de recursos materiales y cercanía al poder político, lo 

cual, a su vez, se traducirá en una sobredimensionada capacidad de influencia y dominio sobre el 

sistema de competencia entre los grupos de interés. 

La cuestión es que en un sistema rigurosamente pluralista, bajo los planteamientos de estos 

autores, deben ser los propios grupos presentes en la sociedad quienes se controlen mutuamente, 

es decir, no es labor directa del Estado determinar qué grupos deben tener influencia, sino que 

será la propia sociedad quien decida. No obstante, este modelo ideal solo funcionaría en contextos 

específicos donde el Estado, sin intervenir sobre la libre competencia, sea capaz de generar un 
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escenario válido para la convivencia de todos los actores. Al fin y al cabo, como relata Manley 

(1983) la teoría pluralista puede ser parcial en su visión sobre el sistema político, pero los 

pluralistas no son necesariamente ciegos, es decir, desde una perspectiva crítica muchos de los 

enfoques alrededor de esta teoría acaban siendo autoconscientes de las deficiencias y 

contradicciones del propio sistema que plantean. 

Prosiguiendo con la teoría de Dahl, Iván Medina (2009) identifica que la noción de poder en este 

autor no puede entenderse como la propiedad de un grupo bien definido sino es bajo un contexto 

en el que se desarrolle un proceso de lucha continua entre diversos intereses. Asimismo, en otra 

interpretación de su trabajo, Máiz expondrá que, para Dahl, “el poder es disposicional, y el hecho 

de que sea o no ejercido, depende de determinadas circunstancias, entre ellas, por ejemplo, los 

recursos que proveen de mayor o menor capacidad de acción a los individuos” (2009, p. 6). 

Consecuentemente, se estaría sugiriendo que en realidades donde el acceso al poder se encuentra 

limitado, la colectivización de intereses -en efecto- constituiría un factor indispensable para el 

correcto funcionamiento del sistema político o, como mínimo, sería necesario para lograr una 

representación equitativa de todos los grupos sociales. 

En cierto punto, muchas de estas suposiciones inherentes a los modelos pluralistas pueden ser 

identificadas en el estudio sobre la distribución del poder político y la representación en la ciudad 

de New Heaven, Connecticut. En este caso, Dahl (1961) no solo establece la conclusión de que 

el ejercicio real del poder depende de cómo su poseedor haga uso de los recursos que disponga, 

sino que también rechaza la suposición de que las diferencias de poder sean acumulativas. A 

través de este planteamiento va a sostener que, si bien puede existir una distribución desigual, 

puesto que no es posible constatar la existencia de un recurso que sea determinante por encima 

del resto en la toma de decisiones, el acceso a una gran variedad de recursos no se traduciría 

necesariamente en un aumento de la influencia política. Asimismo, si tenemos en cuenta que en 

la mayoría de las circunstancias ningún sujeto tendrá poder suficiente como para iniciar o vetar 

políticas por sí mismo, será necesario que estos sujetos logren movilizar a varios ciudadanos para 

que hagan uso de su poder potencial. 

Así las cosas, Morris (1972) deducirá que otra de las principales conclusiones que nacen de 

estudios como el de New Heaven es que si bien los ciudadanos acaban teniendo poca influencia 

directa en la mayoría de las decisiones, sí que pueden tener una influencia notable de manera 

indirecta a través de las elecciones. En un sistema pluralista, donde se presupone que el balance 

de poder permite la entrada de cualquier grupo al campo político, los líderes deberán tener siempre 

presente la posibilidad de que, si ofenden a ciertos grupos, podrían no renovar sus cargos en las 

próximas elecciones. No obstante, Dahl no será capaz de demostrar empíricamente que esta 

deducción sea cierta, pues dentro de su esquema político no es posible concebir un ejercicio del 

poder a través de una reacción anticipada.  
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En resumen, podemos advertir la idea de que a través de las distintas interpretaciones del enfoque 

pluralista se sintetiza, repetidamente, la correlación entre colectividad e interés, así como, el 

predominio de un equilibrio de poder en el proceso de toma de decisión. Al mismo tiempo, la 

comprensión de estos dos últimos factores resultará indispensable para enarbolar una correcta 

articulación del sistema político, al menos desde el punto de vista de la diversidad y la 

competencia. Básicamente, un campo político donde tenga lugar la coexistencia de numerosos 

grupos de interés no podrá ser considerado pluralista si los actores no compiten entre sí o, de igual 

forma, si dicha competencia esta íntegramente vinculada a la acumulación de recursos, 

reduciendo la diversidad de intereses a la proliferación de pequeños grupos hegemónicos en sus 

campos particulares1.  

Ante un contexto como el anterior, autores como Schattschneider (1960) plantearían que el 

pueblo, en realidad, no sería más que un sujeto semisoberano bajo el control de un número 

reducido de grupos organizados. En otras palabras, la creencia en la soberanía popular podría 

conducir al engaño de pensar que es el pueblo quien toma las decisiones, pero en la práctica 

simplemente estaría seleccionando quién lo hace. Aún con todo, las siguientes palabras del 

notable pensador Alexis de Tocqueville (2007) resumirían a la perfección la importancia de la 

colectivización para la representación de intereses en la política: 

En la vida civil cada hombre puede, en rigor, suponer que se halla en estado de bastarse 

a sí mismo; pero en política, no puede jamás imaginárselo. Cuando un pueblo tiene una 

vía pública, la idea de la asociación y el deseo de asociarse se presentan cada día al espíritu 

de todos los ciudadanos y, por más repugnancia natural que los hombres tengan a obrar 

en común, estarán siempre prontos a hacerla en interés de un partido. Así, la política 

generaliza el gusto y el hábito de la asociación, forma el deseo de unirse y enseña el arte 

de verificarlo a una gran cantidad de hombres que de otra suerte habrían vivido solos (p. 

567). 

2.2 Modelo de representación de intereses en el sistema político europeo 

Como se ha planteado al inicio del presente trabajo, durante las últimas décadas, los Estados 

europeos han desarrollado un modelo de ordenación sobre la interacción social basado en la 

 

 

1 A propósito del concepto de campo, Bourdieu (2016) entenderá este término como un espacio autónomo 

dentro del cual los actores compiten por un tipo de capital específico que lo define y por el que buscan su 

dominio. Por lo tanto, los límites de un campo siempre serán dinámicos y nunca estáticos, encontrándose 

allá donde la sus lógicas o relaciones internas dejen de ejercer influencia sobre los sujeto. 
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primacía o el papel predominante otorgado a las organizaciones sindicales y a los grupos de 

empresarios en la toma de decisiones. En primera instancia, este sistema -como consecuencia de 

la restricción a la competencia- sería frontalmente opuesto al modelo pluralista, que pasaría a ser 

observado como un régimen donde se manifiestan una gran variedad de asociaciones y grupos de 

interés incapaces de alcanzar un consenso y, por lo tanto, terminan actuando al margen de las 

instituciones como grupos de presión.  

El modelo neocorporatista parte de una concepción intelectual europea en la década de los 70, 

enmarcado en un contexto de divergencia entre el crecimiento económico y la dimensión 

redistributiva y, en contraposición al enfoque pluralista como prisma dominante en la 

interpretación de las relaciones sociales con el Estado. Un factor determinante para poder 

comprender las características de este sistema reside en su diferenciación del concepto de 

corporatismo predominante en el mundo anglosajón, que en este caso es vinculado al corporate 

capitalism, es decir, un sistema económico capitalista dominado por las grandes corporaciones 

del mercado. Por el contrario, el concepto de neocorporatismo aquí planteado hará referencia a 

un sistema de representación e intermediación de intereses, en el cual ciertos grupos y 

organizaciones específicas participarán en la aplicación de las políticas públicas (Aguilar, 1989). 

Asimismo, el neocorporatismo tampoco debe ser confundido con el sistema corporativista que, 

en términos mayoritarios, fue puesto en práctica en la Europa del siglo XX por varios regímenes 

fascistas. Ahora bien, como expone Solé (1985), la raíz etimológica de la teoría neocorporatista 

es heredera del pensamiento corporativo, el cual defiende un rechazo a las premisas 

individualistas del liberalismo, pero también a el conflicto de clases marxista. Así, el 

corporativismo esboza un orden socioeconómico basado en los estamentos medievales, donde 

una serie de organizaciones -corporaciones- funcionales para la sociedad civil operan con 

autonomía sectorial, pero se encuentran interconectadas a través de espacios de toma de decisión 

con la participación del Estado. 

A partir de esta premisa, el planteamiento de una reflexión acerca de la progresiva 

institucionalización que han sufrido los sindicatos y asociaciones de empresarios podría conducir 

a la identificación de elementos corporativistas en las democracias liberales, sin embargo, se 

estaría cayendo en un error de interpretación. El corporativismo -fuera del mundo anglosajón-

podría ser descrito, en todo caso, como una concepción específica del corporatismo estatal, que 

se caracteriza por un profundo control burocrático y autoritario del Estado con el objetivo de que 

las corporaciones permanezcan bajo su dominio (Ignacio Medina, 1995). Por lo tanto, este factor 

no solo implicaría la ausencia de libre competencia entre los grupos de interés, sino también que 

la razón de ser de las corporaciones estaría exclusivamente determinada por la acción arbitraria 

del propio Estado. 
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Como breve inciso, para López (2016) conviene destacar la existencia de dos vertientes en el 

estudio del neocorporatismo. Por un lado, una vertiente de tipo cultural vinculada a la perspectiva 

de los estudios coloniales en Latinoamérica y, por otro lado, otra de carácter estructural que se 

encarga de analizar las relaciones entre los grupos de interés. Al mismo tiempo, la falta de 

consenso entre los estudiosos de esta teoría tendrá una clara influencia en el uso indistinto de los 

términos neocorporatismo y neocorporativismo.  

En suma, el neocorporatismo social identificable en la Europa actual es aquel que es concebido y 

descrito por Philippe Schmitter. Así, este enfoque puede ser definido como un sistema de 

representación de intereses en el cual las unidades constitutivas se organizan en un número 

limitado de categorías singulares, obligatorias, no competitivas, jerárquicamente ordenadas y 

diferenciadas funcionalmente, reconocidas y autorizadas -si no es que creadas- por el Estado, y a 

las que se les concede un explícito monopolio de la representación dentro de sus respectivas 

categorías a cambio de observar ciertos controles en la selección de sus líderes y en la articulación 

de sus demandas y apoyos (1974). 

Esta teoría encontraría su fundamento en la relación que se produce entre el pluralismo, el 

corporatismo y el sindicalismo, aceptando la renuncia a una competencia directa y desorganizada, 

en favor de una mayor eficacia a través de acuerdos institucionalizados. Como también explica 

López (2016), el capitalismo sectorial sería el punto de partida para la teoría neocorporatista, 

explorando las políticas concertadas y la intermediación como herramientas para comprender las 

relaciones de producción y el funcionamiento de la sociedad en una economía capitalista. El 

objetivo principal es que, en la práctica, el Estado logre alcanzar sus metas a través de la 

colaboración y mediación de diversas políticas tanto en el ámbito público como privado, 

habilitando un consenso entre los múltiples representantes del capital y las organizaciones 

sindicales como portavoces de la clase trabajadora. 

2.2.1 El sistema pluralista en un modelo de gobernanza multinivel 

Si el neocorporatismo es un sistema predominante entre los Estados miembros, conviene 

plantearse la cuestión de si es posible identificar la concepción neocorporatista como sistema 

hegemónico en el marco de la Unión Europea. En un principio la respuesta a esta pregunta debe 

ser negativa; el sistema político de la Unión Europea presenta una serie de características que lo 

hacen circunscribirse a otro tipo de enfoques teóricos. En primer lugar, como resalta Aguilar 

(1989), en la práctica este modelo de interlocución acaba estando limitado a las políticas 

económicas de rentas y precios. Por lo tanto, independientemente de su posible tendencia 

expansiva, la naturaleza estructural del neocorporatismo restringe la extensión de este sistema a 
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los límites del diálogo social y las relaciones laborales que atañen a la negociación colectiva 

dentro de los Estados-nación. 

En segundo lugar, se trata de un sistema complejo en el que la acción del Estado debe ser 

considerada como una variable necesaria, pero no dependiente por sí misma. Por ejemplo, la falta 

de un acuerdo de colaboración entre los grupos involucrados, especialmente cuando los costes de 

cooperación sean significativamente altos o en un contexto de desigualdad de poder, actuaría 

como un desincentivo para implementar este modelo de intermediación. Para que el 

neocorporatismo sea funcional y el Estado pueda actuar como instrumento catalizador entre los 

grupos de interés es necesario que exista un equilibrio de poder previo entre los mismos, es decir, 

que todos los actores implicados ostenten potencialmente de la misma capacidad de influencia 

(Schmitter, 1985). Por ende, si tenemos en cuenta que la Unión Europea es un actor con influencia 

global y que está formada por veintisiete Estados, resultaría problemática la concepción de un 

entorno donde sea viable construir espacios que incentiven a la cooperación entre tal magnitud de 

intereses.  

Esto no quiere decir que las instituciones europeas no doten de un carácter especial a esta materia, 

pues el diálogo social quedó recogido en los Artículos 152, 154 y 155 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea. Así, el Art. 152 TFUE establece como la Unión 

“reconocerá y promoverá el papel de los interlocutores sociales en su ámbito, teniendo en cuenta 

la diversidad de los sistemas nacionales. Facilitará el diálogo entre ellos, dentro del respeto de su 

autonomía”. Como resultado, la Comisión Europea terminó desarrollando una cumbre social 

tripartita entre representantes sindicales, representantes del mundo empresarial y representantes 

de las instituciones europeas, que se reúne dos veces al año con el objetivo de definir un consenso 

sobre la dirección y necesidades de la política laboral. 

De igual forma, la visión tradicional de la teoría de las élites (Michels, 1979; Mosca, 1984: Pareto, 

1980) sería difícilmente extrapolable a un modelo como el de la Unión Europea. En todo caso, 

podría argumentarse la concepción de una élite burocrática en el seno de su estructura 

institucional, representada por la Comisión Europea o, por otro lado, lo que Sánchez-Cuenca 

(2017) define como un dominio tecnocrático. Cabe destacar que esta tecnocracia no describiría 

un proceso político capturado por los expertos, sino más bien un proceso donde las decisiones 

sean predefinidas por organismos especializados e independientes de las instituciones soberanas. 

Por ello, se entiende que la tecnocracia estaría describiendo a grandes organismos o instituciones 

que no están obligados a rendir cuentas de forma directa -véanse, por ejemplo, el Banco Central 

Europeo, el Fondo Monetario Internacional o la Agencia Europea de Medicamentos- más que a 

grupos de presión capaces de capturar el proceso legislativo y actuar como una élite gobernante. 
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Desde el punto de vista de la teoría política, el modelo de intermediación de intereses que mejor 

se adapta al sistema político de la Unión Europea puede identificarse en los principios de la teoría 

pluralista, pero al mismo tiempo incorpora el marco de una gobernanza multinivel. Uno de los 

autores más representativos en el estudio de este tipo de gobernanza es Robert Putnam (1988), 

quién introduce el concepto de two-level game. Las bases de este enfoque sostienen que, a nivel 

nacional, los grupos de interés internos perseguirán sus objetivos presionando al gobierno para 

que adopte políticas favorables, mientras que este buscará el poder construyendo coaliciones entre 

esos grupos. A nivel internacional, los gobiernos nacionales buscarán maximizar su capacidad 

para satisfacer las presiones internas, al mismo tiempo que traten de minimizar las consecuencias 

adversas de los acontecimientos extranjeros.  

En consecuencia, siempre que los Estados-nación continúen siendo interdependientes, pero a la 

vez soberanos, ninguno de los dos juegos podrá ser ignorado por los sujetos que se encargan de 

aprobar y diseñar las políticas públicas. En resumidas cuentas, la gobernanza multinivel dibuja 

un escenario en el que los gobiernos acaban sufriendo una doble influencia por parte de intereses 

endógenos y exógenos, que a la vez se encuentran conectados los unos de los otros por las 

necesidades del propio gobierno. Así, en una estructura de carácter supranacional como la Unión 

Europea, los Estados miembros se enfrentarían a la coexistencia de múltiples intereses, culturas, 

tradiciones e ideologías provenientes del resto de Estados, sin olvidar la lógica interna e intereses 

particulares de las siete instituciones europeas, especialmente el de la Comisión como organismo 

encargado de iniciar el proceso legislativo. 

Precisamente, en la otra cara de la moneda, se encontraría el sistema institucional de la Unión 

Europea recibiendo inputs e influencia por una diversidad de intereses procedentes de los Estados 

miembros como actores políticos, pero también de los grupos de presión, asociaciones 

comerciales, empresas, sindicatos, think tanks o todo tipo de organizaciones civiles que los 

integran2. De igual forma, se encontraría la potencial influencia que actores procedentes de 

terceros países o Estados no europeos podrían ejercer. Por lo tanto, si el concepto de gobernanza 

multinivel es aplicado en clave institucional europea, es decir, la compresión de la Unión Europea 

como un actor en sí mismo, este diseño debe ser entendido como parte de su naturaleza.  

Ahora bien, como se ampliará posteriormente, esta relación de ideas debe ser tratada con cautela 

puesto que en la UE no puede identificarse un ente receptor de influencia central y en sentido 

tradicional -como sí lo sería el gobierno dentro de un Estado-nación-. Por el contrario, como 

 

 

2 Más allá de la corriente pluralista y los grupos de interés, Arend Lijphart (2012) presenta un estudio 

comparado de los sistemas democráticos donde el modelo consociativo o consensual, en oposición a el 

modelo de Westminster, logra integrar la diversidad social a través de la inclusión, cooperación y 

gobernabilidad. 
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señala Morata (2002), la Unión Europea se constituye como un entramado de redes de gobernanza 

donde la coordinación interinstitucional, intergubernamental y multinivel se desarrolla en medio 

de una compleja interdependencia horizontal y vertical. Por ende, aunque en la práctica los grupos 

de presión concentran la mayoría de sus recursos sobre la Comisión Europea, la dispersión de 

poder y las características propias del proceso legislativo hacen que el ejercicio de influencia en 

el entorno europeo demande un enfoque estratégico y dinámico. 

Por todo ello, la verdadera pregunta que debe plantearse en clave democrática no es tanto acerca 

de cuál es el papel que los grupos de presión o interés pueden representar, sino más bien si existe 

un marco regulatorio que permita a todos los actores competir en igualdad de condiciones dentro 

de un sistema tan complejo. Además, será en dicho momento cuando empiecen a cobrar mayor 

valor las interpretaciones de ese pluralismo más crítico o restringido, pues tendrán la capacidad 

de exponer las dificultades de la acción colectiva abordando las desigualdades de acceso a la 

influencia. Respecto a la cuestión específica del pluralismo, la Unión Europea en sí misma 

representaría la materialización de un reconocimiento mutuo entre las entidades que la componen 

y, al mismo tiempo, el compromiso que estas adquieren por la protección del bien común que las 

une (Avbelj, 2015).  

El conflicto surgiría cuando, ante una ausencia de un sistema de control y transparencia que 

permitan una competencia equilibrada, la democracia de los individuos es sustituida por una 

democracia de los grupos y, en mayor detrimento, cuando exista una relación de supremacía entre 

algunos de esos grupos. En el caso particular de la UE esta dinámica suele ser asociada a la 

imposición del lobbying empresarial o corporate lobbying -entendido como la acción de lobby 

por parte de grandes grupos empresariales o corporaciones- sobre el resto de los actores. Así, el 

pluralismo europeo podría integrarse dentro de la concepción neopluralista desarrollada en Smith 

(1994), dónde se acepta el potencial riesgo democrático que derivaría de una relación dependiente 

entre el Estado y los grupos de presión, pero se reconoce la capacidad autónoma de los gobiernos 

para desarrollar su propia agenda y objetivos. 

En consecuencia, el diseño de las políticas públicas y las polities3 tendrá una implicación 

fundamental de cara a una correcta integración de los grupos de presión en cualquier sistema 

político y, especialmente, en un contexto como el de la Unión Europea. Para Morata (1995) no 

solo existen innumerables motivos para ejercer la acción del lobbying sobre la Unión Europea, 

sino que la complejidad y jerarquización del sistema decisorio habilitaría una mayor accesibilidad 

 

 

3 En el mundo anglosajón, a diferencia del hispanohablante, el concepto de política está comúnmente 

asociado a tres acepciones: policy -la acción de gestión del gobierno o las políticas públicas-, politics -el 

debate político y la lucha entre actores- y polity-las normas que marcan la distribución y alteración del 

poder-. El diseño institucional o la forma de gobierno constituyen dos claros ejemplos de polity. 
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a los grupos organizados. Por lo tanto, se acaba desarrollando orgánicamente un alto grado de 

participación y cooperación entre las administraciones públicas y los grupos organizados de 

carácter político, económico y social como aspecto esencial del engranaje institucional.  

El alto grado de permeabilidad en las instituciones europeas es el factor que en última instancia 

terminaría posibilitando la aplicación del pluralismo fuera de su dimensión teórica. Un 

procedimiento que para algunos autores constituye una forma de justificación a la acusada falta 

de accountability en instituciones como la Comisión. Como resultado, la Unión Europea acabaría 

siendo juzgada por su rendimiento y no por su legitimidad democrática, un enfoque que para 

Moravcsik (2004) es válido mientras la legitimidad de la UE se fundamente en la producción de 

políticas públicas efectivas para las necesidades latentes en la ciudadanía.  

En conclusión, el éxito en el desarrollo de un proceso de influencia equitativo y pluralista en la 

Unión dependerá de diversas variables, entre ellas el diseño de un sistema lo suficientemente 

abierto para integrar todos los intereses, pero también extensamente regulado para establecer 

contrapesos a las desigualdades de acceso al poder. Además, será necesario promover una cultura 

de transparencia, responsabilidad y rendición de cuentas en todas las etapas del proceso de toma 

de decisiones. Esto implicará establecer mecanismos efectivos de divulgación de la información, 

garantizar una representación equitativa de los diferentes intereses y fomentar la participación 

ciudadana en la formulación de las políticas públicas. 

2.3 Aproximación conceptual a los grupos de presión 

Hasta este punto de la investigación se ha expuesto la naturaleza de los grupos de interés y su 

papel en el proceso de toma de decisiones según la teoría política, no obstante, se podría preguntar 

por qué no se ha abordado una definición conceptual del grupo de presión. Según indica Oliver 

(2018), el grupo de presión o lobby “carece de una conceptualización semántica pura” (p. 67), 

estando vinculado a la interacción de actores con múltiples dimensiones de poder y a la influencia 

de factores externos en el proceso de desarrollo de políticas públicas específicas. A pesar de que, 

una gran variedad de autores ha logrado establecer una aproximación conceptual al fenómeno de 

los grupos de presión, la anterior reflexión podría fundamentarse en base a dos factores 

principales.  

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que el concepto de grupo de presión suele estar 

polarizado, es decir, parte de una visión conflictiva. A este respecto, Vázquez-Portomeñe (2022) 

considera que algunos aspectos de la actividad del lobbying pueden incluso llegar a analizarse 

bajo el mismo prisma que las formas tradicionales de corrupción pública, partiendo de aquellos 

casos en los que se produce una actividad opaca y dañina para la democracia. En esta línea, según 

un estudio anexo al Índice de Percepción de la Corrupción realizado por Transparencia 
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Internacional, en el año 2015, seis de cada diez ciudadanos consideraban que su gobierno estaba 

“gravemente influenciado por ciertos intereses particulares, o que éstos se han apropiado 

completamente del gobierno” (2015, p. 6). 

De igual forma, la última ronda de la Encuesta Social Europea (2020) reveló que un 66,4% de los 

encuestados consideraba que el nivel de influencia sobre la política que su sistema político 

nacional habilitaba a los ciudadanos comunes era muy poco o prácticamente nulo. Asimismo, 

sobre una escala de 0 a 10, siendo 0 poco importante y 10 extremadamente importante, el 60,2% 

de la muestra se ubicó entre las posiciones 7 y 10 ante la pregunta ¿qué tan importante crees que 

es para la democracia en general que las opiniones de la gente común prevalezcan sobre las 

opiniones de la élite política? Por último, el Eurobarómetro especial de primavera (2023) mostró 

que el 60% de los encuestados se encontraban muy poco o nada satisfechos ante la lucha contra 

la corrupción en el marco de la democracia de la Unión Europea. 

Esta serie de tendencias sociodemográficas denotarían una falta de confianza por parte de la 

ciudadanía hacia el sistema político, así como, ante la capacidad de las instituciones para 

materializar sus demandas frente a los intereses de grupos más reducidos e influyentes como los 

grupos de presión. Este factor no solo se manifiesta dentro de la sociedad, sino que también es 

una realidad dentro del propio sector de la consultoría. Sobre esta cuestión, el artículo publicado 

por Montero (2021) en el portal Top Comunicación, expone elocuentemente la visión de ocho 

profesionales del sector dedicados al lobbying acerca del uso y sustitución del término lobby, 

llegando a la conclusión de que -motivados por la condición peyorativa del concepto- dicha 

actividad acaba siendo descrita mediante el uso de otros términos como el de Asuntos Públicos o 

Relaciones Institucionales. 

En términos históricos, Caldevilla y Xifra (2013) describen la aparición del término lobby como 

un fenómeno difícil de concretar alrededor de los siglos XVIII y XIX, pero claramente vinculado 

a la descripción de los espacios físicos de las Cámaras de Reino Unido o Estados Unidos donde 

los parlamentarios llegaban a acuerdos con representantes e intermediarios de diversos intereses 

comerciales. Así, la primera iniciativa con afán regulatorio de este tipo de actividades se 

materializó en 1876 a través de una Resolución de la Cámara de Representantes de Estados 

Unidos, donde se establecería como exigencia el registro de los lobistas en el secretariado de la 

Cámara. En el año 1946, el Congreso de los Estados Unidos aprobaría la primera legislación 

relacionada con el lobbying a través de la Federal Regulation of Lobbying Act, normativa que 

sería reformada integralmente en 1995 por la Lobbying Disclosure Act y en 2007 por la Honest 

Leadership and Open Government Act con el objetivo de delimitar de forma más específica las 

actividades que constituyen el ejercicio del lobbying.  
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Como resultado de este origen etimológico, según la Real Academia Española, el término lobby 

puede entenderse como grupo de presión o vestíbulo, definiendo la primera de estas acepciones 

como un “conjunto de personas que, en beneficio de sus propios intereses, influye en una 

organización, esfera o actividad social”. Asimismo, la acción de lobbying podría ser traducida y 

circunscrita dentro de la lógica del cabildeo, puesto que la acepción de grupo de cabildeo es 

incluida dentro de grupo de presión.  

Por otra parte, el diccionario panhispánico de dudas, también elaborado por la Real Academia 

Española, utiliza el termino lobi como adaptación gráfica para la voz inglesa lobby y, en este caso, 

es definido como un “grupo u organización dedicados a influir en los políticos o los poderes 

públicos en favor de determinados intereses”. Si bien esta última definición no determina la 

búsqueda de intereses colectivos o particulares, el uso de un lenguaje impreciso respecto a las 

estrategias de influencia en las descripciones oficiales del término lobby podría tener cierta 

influencia en su construcción de una identidad peyorativa.  

En esencia, la ambigüedad en la descripción del concepto por parte de los organismos de 

referencia, así como, la indeterminación acerca de las estrategias del lobbying podrían señalarse 

como el segundo conjunto de factores asociados con el establecimiento de una connotación 

negativa del lobby. Una dinámica que, además, tendría un impacto considerable en la falta de 

legitimación democrática que los grupos de presión reciben por parte de la propia ciudadanía. 

Precisamente, la ambigüedad -comprendida como la falta de exposición unívoca entre palabra y 

significado-, junto con la excesiva politización en la definición de un concepto son identificadas 

por Sartori (1970) como dos de los principales elementos que pueden llevar a la malinterpretación 

o comprensión errónea de un fenómeno político.  

En la misma línea, Rafael Rubio (2002) delimitará a los grupos de presión como “toda unión de 

individuos u organizaciones autónoma y organizada que lleva a cabo acciones para influir en los 

poderes públicos en defensa de los intereses comunes a sus miembros” (p.166) y describirá el 

problema en el uso del lenguaje a través de las siguientes palabras: 

El uso de la terminología en referencia a los grupos de presión no es inocente, y, aunque 

la doctrina suele distinguir matices en el uso de uno u otro término, a la hora de la verdad, 

los distintos conceptos suelen acabar confundidos, afectando al debate. Así, de manera 

general, el lobby es aquel enemigo del interés general que busca imponer sus pretensiones 

económicas o sociales… (2017, p. 400) 

2.3.1 Definición del concepto de lobby según la literatura académica 

Desde un plano teórico, la descripción de este término también genera un escenario de discusión 

entre los autores. En primera instancia, sería necesario delimitar el fenómeno a una terminología 
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concreta y comprender si existe alguna distinción entre los conceptos de grupo de interés, grupo 

de presión y stakeholder. Por ejemplo, en Berry y Wilcox (2015) se comienza por establecer una 

distinción entre los intereses colectivos -que pueden hacer referencia, por ejemplo, a un sector 

profesional- y los grupos de interés, señalando como factor decisivo la constitución de los 

individuos bajo una organización concreta y que busca influir en las políticas públicas de forma 

activa. Por lo tanto, podría señalarse que en términos generales para estos autores los conceptos 

de grupo de interés y grupo de presión son válidos para explicar un mismo fenómeno. 

En su obra, David B. Truman (1951) define un grupo como una colección de individuos que, 

basados en una o varias actitudes compartidas, hacen ciertas demandas a otros grupos dentro de 

la sociedad con el propósito de establecer, mantener o mejorar formas de comportamiento que se 

derivan de las actitudes compartidas, las cuales constituyen los intereses del grupo. Así, introduce 

una distinción entre los grupos de presión y los grupos potenciales. Los grupos de presión se 

caracterizan por estar formalmente organizados y mantener una interacción activa en el proceso 

político, influyendo en las decisiones gubernamentales en función de sus intereses específicos. 

Por otro lado, los grupos potenciales se refieren a aquellos intereses ampliamente difundidos en 

la sociedad, basados en actitudes compartidas, que también generan una influencia en el proceso 

político, pero que aún no se han constituido de manera formal como grupos de presión.  

A pesar de no contar con una estructura organizativa establecida, estos intereses compartidos 

podrían tener un impacto en el debate político y en la formulación de políticas públicas al 

representar una perspectiva alternativa dentro del proceso. En primera instancia, la visión de los 

grupos potenciales de Truman podría asimilarse con el concepto de stakeholder, que comúnmente 

es utilizado para describir a las partes interesadas en el diseño e implementación de una política 

o proyecto. No obstante, se entiende que la concepción de grupo potencial estaría vinculada a un 

grado de intereses más específicos, mientras que el concepto de stakeholder normalmente guarda 

un sentido más amplio y se vincula, por ejemplo, a cualquier parte afectada en el ciclo heurístico 

de una política pública. 

Para Badía (1977) los grupos de interés son definidos como un tipo de asociaciones racionales, 

pertenecientes a una dimensión social y determinadas por la protección de fines materiales o 

profesionales -sindicatos o asociaciones empresariales como grupos más importantes-, mientras 

que los partidos se encontrarían instaurados dentro del plano político y son utilizados por estos 

grupos para emprender acciones políticas de forma indirecta. La clave se encontraría en que los 

grupos de presión, capaces de comulgar con ambas dimensiones, surgen cuando un grupo de 

interés ve restringidos los cauces de participación social y política para plasmar sus demandas, 

sintiéndose obligado a influir directamente sobre las instituciones o, de forma indirecta, sobre la 

opinión pública. En cualquier caso, tanto los grupos de interés como los grupos de presión tendrán 



 

 

23 
Máster en Comunicación Política y Empresarial 

una visión particular y específica, pero no buscarán conquistar el poder, sino influirlo para 

conquistar sus intereses. 

En consecuencia, para este autor los lobbies o grupos de presión volverían a representar un paso 

ulterior sobre los grupos de interés, reflejo de una insuficiencia de cauces de participación política 

o, expresado de otra forma, el resultado de una sociedad no adecuadamente pluralista. Además, 

esta interpretación ejercería dos implicaciones de carácter fundamental. Por un lado, los grupos 

de interés ejercerían un papel de vertebración social necesaria para reducir las condiciones 

individualistas de la democracia liberal. Por el contrario, dentro de un sistema libre y equilibrado, 

la afluencia de los grupos de presión debería ser restringida en tanto que estos actores generan 

una distorsión para el interés general y pueden corromper a los partidos. 

Las anteriores descripciones podrían sintetizarse en la interpretación que hace Meynaud (1972) 

sobre el punto de inflexión entre un tipo de grupo y otro, describiendo la forma en la que “los 

grupos de interés así caracterizados se transforman en grupos de presión solo a partir del momento 

en el que los responsables actúan sobre el mecanismo gubernamental para imponer sus 

aspiraciones o reivindicaciones” (p. 11). Por otra parte, aplicando el punto de vista de Olson 

(1992) y su lógica de la acción colectiva, podría criticarse que estas teorías dan por sentado la 

existencia arbitraria y generalizada de incentivos selectivos. En suma, no estarían considerando 

la posibilidad de que los individuos pueden tener distintos niveles de motivación para participar 

en grupos de interés o de presión -renunciando a la acción individual en favor de la 

colectivización- en función de su tamaño y los beneficios que estos les ofrezcan.  

Una vez expuestas las distintas visiones que aportan estos autores, parece esclarecerse que los 

grupos de presión están determinados por una serie de condiciones comunes entre todos ellos. En 

esencia, el elemento diferencial entre los grupos de interés y los grupos de presión residiría en 

que, aun siendo ambos un ejemplo de asociación racional en defensa de unos intereses 

particulares, los grupos de presión ejercen un uso de la vía gubernamental de forma activa, directa 

y asidua para materializar objetivos específicos. Por otra parte, la principal diferencia entre los 

grupos de interés y los stakeholders es que este último concepto no requeriría obligatoriamente 

de una asociación racional o forma de colectividad, es decir, un stakeholder puede ser cualquier 

parte afectada o interesada en el resultado de una acción determinada, independientemente de que 

esté formalmente organizada en un grupo de interés. 

A estos efectos, podría definirse a los lobbies o grupos de presión como grupos de intereses 

asociados o colectivizados de forma consciente, en representación, defensa o persecución de una 

amplia diversidad de objetivos comunes y específicos, que buscan influir en alguna etapa concreta 

del proceso de elaboración de políticas a través del contacto directo con los poderes públicos, 

tanto en el plano legislativo como ejecutivo, pero que no buscan el control del poder político. 
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Además, los grupos de presión podrán hacer uso de otro tipo de estrategias secundarias para influir 

en la política mediante una vía indirecta y complementar su actividad primaria. Aquí se plantean 

acciones como las campañas de información, el control de los medios de comunicación o la 

financiación de grupos de expertos entre otras y que serían más cercanas a el concepto de 

advocacy o asuntos públicos. 

En esencia, la acción del lobbying o lobismo podría sintetizarse como la confección de diferentes 

estrategias por parte de los agentes lobistas con el objetivo de ejercer su influencia sobre el 

proceso de elaboración y aprobación de las políticas públicas, haciendo uso del contacto con los 

poderes públicos como principal instrumento. Por otro lado, aunque la actividad de lobbying 

pueda ser emprendida por actores o individuos fuera de una colectividad, esta requerirá de un 

grado mínimo de profesionalización y recursos para ser verdaderamente efectiva. 

2.4 Factores que determinan el ejercicio del lobbying en la Unión Europea 

Durante las últimas décadas, la Unión Europea ha experimentado un proceso de expansión en el 

ámbito político y económico que, bajo la visión de algunos expertos, podría llevarla a configurarse 

como una potencia normativa a nivel mundial. Independientemente de los posibles debates que 

puedan abordarse alrededor de esta cuestión, lo que sí parece menos discutible es que las 

instituciones europeas y los Estados miembros hayan emprendido el desarrollo de un proceso de 

integración, aumentando así el poder normativo de la Unión Europea. Al mismo tiempo, este 

proceso de integración se habría manifestado a golpe de crisis, pues como señala Mestres (2019), 

ha sido en los momentos de mayor parálisis cuando el proyecto europeo ha logrado constituir una 

mayor integración competencial. 

La crisis de la zona euro, el Brexit, el conflicto migratorio y la creciente ola de euroescepticismo 

habrían moldeado de forma simultánea el esquema regulatorio desde la década de 2010 en 

adelante. En cualquier caso, para Xifra (2016) lo más relevante es que este aumento de los poderes 

reglamentarios de la Unión Europea se habría producido en sintonía con un proceso paralelo de 

estructuración para la intermediación de intereses. Esta política sería capital en un entorno como 

el europeo, pues como se ha expuesto anteriormente, según Morata (1995) “los motivos para 

ejercer una acción de lobbying en Bruselas son innumerables” (p. 130), de tal manera que la 

ausencia de un conjunto normativo afianzado alrededor de los grupos de presión podría derivar 

en una captura del proceso decisorio.  

En términos generales, el carácter híbrido del sistema institucional europeo, combinando 

elementos propios de los sistemas nacionales con procesos asociados a organismos de carácter 

supranacional, ha sido identificado como uno de los principales factores explicativos sobre el 

asentamiento del lobbying en el entorno de la Unión Europea. Si a esta suerte de indeterminación 
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institucional se le agrega la gestión de un presupuesto cuantitativamente apreciable4, estarían 

confluyendo dos grandes incentivos para emprender el ejercicio de influencia sobre el proceso de 

toma de decisiones. Asimismo, este escenario solo se habría visto intensificado debido al aumento 

de la integración y la cesión de competencias, especialmente en un sistema donde la ausencia de 

partidos políticos con estructura transnacional genera un vacío en la transmisión de intereses. 

2.4.1 La evolución de la representación de intereses a nivel europeo 

Históricamente, el sistema político de los Estados Unidos ha representado el principal foco de 

actuación del lobbying a nivel mundial, sin embargo, el intenso crecimiento que ha sufrido el 

proyecto comunitario durante las últimas décadas habría provocado un desarrollo y 

profesionalización del lobbying europeo similar al del sistema estadounidense. La realidad es que, 

hoy en día, la Unión Europea comienza a posicionarse como uno de los principales, sino el mayor 

polo de referencia a nivel de producción legislativa -ya sea directa o indirectamente-.Si tomamos 

como ejemplo el caso de España, según la directora de la Oficina del Parlamento Europeo en este 

país, María Andrés Martín, el 57% de las leyes aprobadas por el Congreso y el Senado durante el 

año 2022 -lo que suponen 43 leyes sobre un total de 73- provenían de Directivas o normativas 

negociadas en el seno de la Unión Europea (Arias, 2023). 

Aún más allá, el trabajo realizado por Hayes-Renshaw y Van Aken (2005) acerca del proceso de 

votación adoptado en el Consejo de la Unión Europea expuso que, si bien los patrones de 

comportamiento en las negociaciones varían según la norma, las votaciones debatidas y 

confrontadas explícitamente son excepcionales y solo se registran en temas donde se ha 

establecido de antemano que una propuesta será aprobada. Esto se debe a que una gran proporción 

de las decisiones acordadas fueron adoptadas en fases previas a las sesiones ministeriales del 

Consejo. Posteriormente, se mostraría que entre los meses de octubre y diciembre de 2004 

alrededor del 65% de los acuerdos habían sido cerrados de forma previa. Del mismo modo, el 

estudio emprendido por Arregui y Thomson (2014) acerca del comportamiento de voto dentro de 

dicha institución señaló que tan solo el 3,6% de los acuerdos debatidos en el Consejo de la Unión 

Europea mostraron algún tipo de disidencia entre sus Estados miembros. 

El anterior escenario vendría a implicar que la legislación nacional proviene, en gran medida, del 

ámbito europeo y, al mismo tiempo, que una alta parte de las decisiones adoptadas por las 

instituciones que participan en el proceso legislativo proceden del trabajo elaborado previamente 

 

 

4 El último Marco Financiero Plurianual, establecido para el periodo 2021-2027, fijó el presupuesto de la 

UE en 1.074.000 millones de euros, a los que se sumarían otros 750.000 millones de euros asignables a 

través de los fondos NextGeneration EU (Consejo de la Unión Europea, 21 de abril de 2021). 
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por grupos de expertos y comités de representantes. Por lo tanto, sería a través de estos organismos 

donde mayor incidencia pueda acabar teniendo la actividad de los grupos de interés y grupos de 

presión. En consecuencia, sería razonable pensar en que la Unión Europea se haya convertido o 

vaya a convertirse en el principal ente receptor de lobbying, en detrimento del papel de los 

Estados-nación.  

Ahora bien, este contexto ni mucho menos implicaría la desaparición de esta actividad a nivel 

nacional. El estudio de campo elaborado por Arceo (2022) relata un entorno en el que las grandes 

consultoras y grupos de presión de España siguen manteniendo una fuerte conexión con los 

poderes públicos a través de comisiones institucionales y el lobby indirecto. No obstante, este 

autor es capaz de identificar con precisión una de las razones por las que el contingente principal 

de la actividad de los grupos de presión se ha transferido al plano supranacional: 

Las instituciones de la UE emplean sus relaciones con los grupos de interés para avanzar 

en su integración y en su legitimación democrática. Esto ha llevado a que en la Unión 

haya una fuerte institucionalización de los actores, y una importante tendencia a la 

formalización de los intercambios entre grupos de interés y cargos públicos (p.23). 

Una vez más, este planteamiento volvería a coincidir con el factor de la permeabilidad 

institucional europea o la legitimidad por rendimiento citada en Moravcsik (2004) como factores 

determinantes para la consolidación de un sistema de intermediación de intereses justo y efectivo. 

Por lo tanto, para Oliver (2019a) la regulación del lobbying se encuentra directamente relacionada 

con la calidad y profundidad del sistema democrático y afirma que “la regulación del lobby ha 

sido más una respuesta política a la desafección ciudadana que una medida de coerción 

institucional” (p. 104). Así, las instituciones comunitarias deberán adoptar sus decisiones velando 

por el interés general, al tiempo que son asistidas por una pluralidad de intereses, requiriendo de 

asistencia técnica de especialistas y agentes extrainstitucionales.  

En esencia, aunque el aspecto regulatorio del lobby se haya manifestado de forma más reciente, 

la literatura parece coincidir en que la actividad de los grupos de presión siempre ha estado 

fuertemente ligada a la construcción europea, aportando una visión más amplia y diversa al debate 

sobre las políticas públicas. En esta materia o cuestión más específica cobran un alto grado de 

relevancia obras como las de Balosin (2012) o Coen y Richardson (2009), logrando delimitar 

desde una doble perspectiva empírica y descriptiva las razones por las que la Unión Europea 

constituye un importante foco de atracción para los grupos de presión. 

Más allá de cuestiones relacionadas con la legitimidad democrática, la literatura parece constatar 

un paralelismo entre el desarrollo institucional de la Unión Europea y la actividad de los grupos 

de presión en el entorno comunitario. En este marco se situaron las primeras actuaciones de los 

líderes fundadores del proyecto europeo y los teóricos neofuncionalistas, que consideraban de 
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vital importancia el establecimiento de relaciones sólidas entre las élites económicas y sociales 

de los Estados miembros y la alta autoridad de la CECA -antecesora de la Comisión Europea-. En 

esencia, el objetivo principal pasaba por ejercer presión sobre los gobiernos y generar las lealtades 

necesarias para avanzar en el proceso de integración hasta alcanzar un punto de no retorno 

(Morata, 1995). 

En oposición a la estrategia de integración europea neofuncionalista se encontraban los defensores 

del intergubernamentalismo, quienes consideraban que, ante todo, la soberanía y los intereses 

particulares de los Estados-nación debían mantenerse como pilares fundamentales en la toma de 

decisiones. Desde esta perspectiva más estatocéntrica, la cooperación europea debería surgir 

como resultado de acuerdos soberanos y decisiones consensuadas entre los gobiernos nacionales 

y no por la influencia de élites económicas o de entidad supranacional. A pesar de ello, autores 

como Pieter Bouwen (2011) concluyen que, la clave para comprender las actividades de lobbying 

empresarial en las instituciones europeas reside en concebir la relación entre estos actores 

públicos y privados como una relación de intercambio entre dos grupos de organizaciones 

interdependientes. 

En esta línea, Bouwen va a identificar la presencia de tres bienes de intercambio esenciales por 

los que las instituciones europeas van a regular su grado de permeabilidad, interfiriendo en la 

agenda y en la formulación de las políticas públicas. El primero de estos bienes es el conocimiento 

procedente de los expertos, es decir, el conocimiento técnico que los actores dedicados a un sector 

determinado puedan ofrecer para el desarrollo efectivo de la legislación. En segundo lugar se 

encontraría la información sobre el interés europeo global, que se refiere a la capacidad de tener 

una visión conjunta sobre los intereses de un sector en el ámbito europeo. Por último, se 

encontraría la información sobre el interés doméstico global, que se refiere al conocimiento acerca 

de las necesidades e intereses de un sector dentro de su propio mercado nacional. 

En consecuencia, el asentamiento de los grupos de presión en el sistema político europeo no 

vendría exclusivamente condicionado por el grado de apertura de las instituciones europeas, sino 

también por la capacidad de los actores privados para producir bienes de intercambio, que estarían 

principalmente asociados a el expertise y el conocimiento técnico. Así, los bienes de intercambio 

pueden definirse como los recursos proporcionados por actores privados a las instituciones de la 

UE con el objetivo de obtener acceso. Cada uno de estos mecanismos de acceso estará relacionado 

con un tipo particular de información relevante en el proceso de toma de decisiones de la UE. Por 

ende, la importancia crítica de un bien de intercambio para el funcionamiento de una institución 

de la UE determinará el nivel de acceso que esta misma otorgará a los representantes de intereses 

privados. 
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2.4.2 El diseño del proceso de toma de decisiones en la Unión Europea 

Uno de los factores fundamentales que podría determinar el diseño del modelo regulatorio sobre 

el ejercicio del lobbying en el sistema institucional europeo reside en el funcionamiento de su 

proceso de toma de decisiones. Como se ha expuesto anteriormente, el desarrollo legislativo en 

la Unión Europea se enmarca en un sistema complejo y de carácter multinivel, donde la división 

de poderes debe interpretarse como una amplia red de gobernanza. Por ello, el establecimiento de 

un modelo de gobierno híbrido no solo implica la identificación de elementos nacionales y 

supranacionales, sino que algunas de las estructuras configuradas dentro de este arquetipo 

institucional no pueden ser representadas en el esquema tradicional de gobierno. 

La toma de decisiones en la Unión Europea se produce mediante la colaboración y coordinación 

entre las tres instituciones clave. Así, el proceso decisorio implicaría como norma principal a la 

Comisión Europea, el Parlamento Europeo y el Consejo de la UE, que configuran el triángulo 

institucional. Además, se sumarían a este proceso otros organismos como el Comité Económico 

y Social, el Comité de las Regiones o el Tribunal de Cuentas. Como bien resume Xifra (2016), el 

procedimiento legislativo dependerá de la materia que se esté tratando, que si bien fue 

simplificado a raíz del Tratado de Lisboa, actualmente se distingue entre las siguientes 

modalidades generales: codecisión, dictamen conforme, consulta y cooperación. 

En consecuencia, la delimitación de estos procesos resulta esencial para identificar la posible 

ventana o múltiples ventanas de oportunidad a las que los grupos de presión puedan acceder para 

alcanzar sus objetivos. Además, la literatura coincide en que la evolución y las modificaciones en 

el diseño de las polities habría determinado el nivel de intensidad en la relación entre estos grupos 

y el sistema político, es decir, el debate entre la agencia y la estructura residiría mayoritariamente 

en el control de las reglas del juego (Morata, 1995; Fligstein y Stone, 2002; Geiger, 2006; 

Chabanet, 2011; Balosin, 2012; Álvarez y de Montalvo, 2014). Por otro lado, aunque la Unión 

Europea carezca de una constitución en el sentido estricto de la palabra, sobre la práctica estas 

funciones son asociadas a tres textos fundamentales: el Tratado de la Unión Europea (TUE), el 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) y la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE). 

El Catedrático de Derecho Constitucional, Antonio Bar Cendón (2020), divide el proceso 

decisorio a través de dos vías principales; el proceso formal y el proceso informal, que a pesar de 

ser un procedimiento no previsto formalmente en los Tratados, también se rige por algún tipo de 

regulación. Uno de los ejemplos más claros de proceso decisorio informal son los acuerdos 

interinstitucionales que, como se analizará en el apartado 4, guardan especial relevancia en las 

iniciativas regulatorias de los grupos de presión. Por su parte, el proceso formal es aquel que 

describe el procedimiento legislativo ordinario -previsto sustancialmente en los Arts. 289 y 294 
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del TFUE-, pero también los procedimientos legislativos especiales y otros procedimientos no 

normativos. 

Además del proceso legislativo ordinario, en el marco del proceso decisorio formal se adoptan 

procedimientos no legislativos, procedimientos de coordinación y el procedimiento 

presupuestario. Los trílogos, que son diálogos tripartitos entre representantes del Consejo, el 

Parlamento Europeo y la Comisión, constituyen un sistema alternativo de negociación en el 

proceso legislativo ordinario y son establecidos en el marco del procedimiento decisorio informal. 

Cabe mencionar que esta división no incluye los procedimientos de negociación política 

informales previos a las reuniones del Consejo Europeo y del Consejo de la Unión Europea. 

A continuación se presenta un breve resumen de la división de poderes y el reparto competencial 

entre las principales instituciones y órganos consultivos de la Unión Europea, objetivo central de 

los grupos de presión: 

a) La Comisión Europea es el órgano encargado de desempeñar una función ejecutiva dentro 

de la Unión y, al mismo tiempo, es la única institución que ostenta la capacidad de iniciar 

el proceso legislativo de forma exclusiva. Los miembros de la Comisión Europea están 

formados por un equipo o colegio de 27 comisarios, uno por cada Estado miembro, junto 

con el Presidente de la Comisión, que es elegido entre el Parlamento y el Consejo 

Europeo. 

b) El Parlamento Europeo es la institución que representa a los ciudadanos de la Unión en 

el ecosistema político. Su función principal reside en reorientar y aprobar las propuestas 

legislativas de la Comisión a través del proceso de codecisión. Además de intervenir en 

el nombramiento del Presidente de la Comisión, ejerce una actividad de control sobre 

dicha institución y participa en la elaboración y aprobación de los presupuestos. 

c) El Consejo de la Unión Europea -comúnmente mencionado como Consejo- ejerce como 

institución representativa de los Estados miembros y participa en el proceso de codecisión 

legislativa y aprobación presupuestaria junto al Parlamento Europeo. Además, tiene un 

papel jerárquicamente superior a este en la adopción de algunos acuerdos. El Consejo se 

compone por los ministros de los Estados miembros y tendrá diferentes configuraciones 

en función de la materia que se esté tratando. 

d) El Consejo Europeo congrega un mínimo de dos veces por semestre a los jefes de Estado 

o de Gobierno de los veintisiete Estados miembros, encargándose de establecer la 

dirección política general de la Unión Europea, especialmente en los temas relacionados 

con la Política Exterior y de Seguridad Común. Esta institución sigue una lógica de 
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carácter intergubernamental, es decir, se basa en la adopción de acuerdos a través de la 

negociación entre los Estados miembros, respetando sus intereses particulares. 

e) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) desempeña un papel fundamental 

como órgano judicial y su función principal radica en proporcionar interpretaciones del 

derecho europeo, garantizando la adecuada aplicación de las normativas establecidas por 

las demás instituciones europeas. 

f) El Comité Económico y Social Europeo (CESE) es uno de los principales órganos 

consultivos de la Unión y se encarga de congregar a los agentes socioeconómicos para 

facilitar el diálogo y emitir dictámenes no vinculantes. Más allá de reunir a los sindicatos 

y los representantes del sector empresarial en el marco del diálogo social, está compuesto 

por organizaciones de consumidores y demás grupos de interés, asegurando que el punto 

de vista de la sociedad civil quede representado en el proceso decisorio. 

g) El Comité Europeo de las Regiones (CDR) ejerce como órgano consultivo para la 

representación de intereses de las entidades regionales, locales y autoridades territoriales 

de los Estados miembros.  

Por otro lado, es relevante subrayar que además de las funciones específicas descritas 

anteriormente, el Consejo de la Unión Europea se encargará de orientar la dirección de las 

políticas públicas de la Unión, es decir, ejercerá de guía para la Comisión Europea. Básicamente, 

el Consejo marcará las prioridades regulatorias de la Unión Europea cada seis meses, en 

concordancia con la presidencia rotatoria de cada Estado miembro, asegurando una coordinación 

continua en la ejecución de políticas y objetivos comunes.  

Respecto a la participación de la sociedad civil, se trata de una política recogida por primera vez 

en 1992 a través del Tratado de la Unión Europea. Precisamente, fue a través de esta norma que 

tuvo lugar la creación del Comité Económico y Social Europeo junto con el Comité de las 

Regiones como espacios de consulta para el diálogo y la participación de los grupos presentes en 

la sociedad. Según establece el apartado primero del Artículo 8, apartado B del Tratado de Lisboa 

-en refrendo del Art. 11 del TUE-, “las instituciones darán a los ciudadanos y a las asociaciones 

representativas, por los cauces apropiados, la posibilidad de expresar e intercambiar públicamente 

sus opiniones en todos los ámbitos de actuación de la Unión”.  

En términos generales, la mayoría de los estudios acerca del lobbying en el marco de la Unión 

Europea coinciden en que, si bien todas las instituciones interactúan y reciben algún tipo de 

influencia por parte de grupos de presión, es sobre la Comisión Europea donde se observa una 

mayor intensidad. Este escenario responde a la capacidad de la Comisión Europea para marcar la 

agenda e iniciar la redacción de una propuesta normativa, pero sobre todo, se debe a que se trata 
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de un organismo que por su naturaleza y objetivos requiere de un amplio grado de información 

técnica y política. Por lo tanto, la Comisión acude a la intermediación sistemática de los grupos 

de presión e interés como una forma de complementar su acción competencial (Coen y 

Richardson, 2009). 

En cualquier caso, el Parlamento y el Consejo de la Unión Europea, como sujetos activos en el 

proceso legislativo a través del sistema de codecisión, también son objeto de las estrategias de 

influencia de los grupos de presión. Por ello, una vez ha sido expuesta la división competencial 

entre las instituciones y organismos de la Unión Europea, es necesario observar brevemente la 

adopción del procedimiento legislativo ordinario como principal foco de la actividad en el 

lobbying.  

 

Figura 1. Esquema exhaustivo del procedimiento legislativo ordinario según el Artículo 294 TFUE. 

Fuente: Extraído de Parlamento Europeo. (2020). Guía práctica del procedimiento legislativo ordinario. 

PE 640.179. 
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Asimismo, si bien esta actividad podría extenderse a otro tipo de actos jurídicos no legislativos 

como los actos delegados o los actos de ejecución, se entiende que el lobbying guarda sentido allá 

donde verdaderamente pueda ejercerse un impacto sustancial, tal y como se indica en Villoria et 

al. (2015): 

La actividad de lobby es la de influir efectivamente en la formulación de políticas públicas y 

en procesos de toma de decisiones importantes relacionadas con la implementación de 

políticas, reflejadas esencialmente en la labor reguladora, normativa y sancionadora, espacios 

donde existe discrecionalidad suficiente como para que la influencia tenga sentido; y, además, 

hacerlo de forma profesional o, al menos, dedicando a tal actividad una parte importante de la 

jornada laboral (p.5). 

Independientemente de la complejidad mostrada en la Figura 1, la noción clave que desprende 

este esquema del procedimiento legislativo ordinario es que el proceso de toma de decisiones en 

la Unión Europea engloba, como norma general, la acción del triángulo institucional. La 

Comisión Europea, a tenor de su iniciativa legislativa, comenzará este proceso mediante la 

elaboración de una propuesta de reglamento, directiva o decisión sobre una materia determinada. 

Durante la confección de la propuesta de acto legislativo, la Comisión podrá tener en cuenta la 

opinión de grupos de expertos, cuyo control puede constituir uno de los ejemplos de captura 

regulatoria y técnica para Villoria et al. (2015). 

Posteriormente, el texto redactado por la Comisión será presentado al Parlamento y el Consejo, 

que deberán aprobarlo o rechazarlo en la primera lectura. En el caso de que la propuesta no resulte 

del agrado de ambas instituciones, estas podrán introducir sus modificaciones al texto para que 

sean aprobadas en una lectura posterior. Este factor implica una extensión del abanico de 

posibilidades para ejercer el lobbying, pues a pesar de que la Comisión se encargue de presentar 

el texto inicial, tanto el Parlamento como el Consejo podrán intervenir en el proceso de forma 

sustancial. Como consecuencia de las altas dificultades que este proceso de codecisión implicaba, 

en el año 2007 se llegó a un acuerdo para introducir la figura de los trílogos con el objetivo de 

que el procedimiento legislativo fuera más ágil y rápido. 

Así las cosas, la potencial negociación entre la Comisión, el Parlamento y el Consejo antes del 

inicio de cada una de las fases del procedimiento legislativo acabaría teniendo un papel 

trascendental en el correcto funcionamiento del sistema político europeo. En este sentido, 

mientras que en la legislatura correspondiente al periodo de 1999 a 2004 tan solo se aprobó un 

28% de las propuestas legislativas en primera lectura, esta cifra ascendió hasta el 89% durante la 

legislatura comprendida entre 2014 y 2019 (Bar, 2020). La implicación que esta modificación 

sobre el procedimiento legislativo pudo haber desprendido sobre la actividad de los grupos de 

presión es difícil de valorar. 
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Por un lado, la reducción del proceso legislativo en términos de extensión temporal podría haber 

implicado la necesidad de que los grupos de presión intensificaran su actividad, pero al mismo 

tiempo, la cooperación interinstitucional hubiera dado lugar a un incremento indirecto del 

contacto entre estos grupos con los poderes públicos. Por otro lado, la falta de transparencia 

adherida a este proceso ha sido denunciada en varias ocasiones, por ejemplo, la Defensora del 

Pueblo Europeo, Emily O'Reilly, señaló a través de un comunicado de prensa la necesidad de 

mejorar la publicación de información alrededor de los trílogos. Si bien trílogos son observados 

como una útil herramienta para llegar a un acuerdo entre los legisladores elegidos 

democráticamente del Parlamento y el Consejo junto con la Comisión, es difícil saber cuándo se 

llevan a cabo los trílogos, qué se está discutiendo y quién está involucrado sin invertir mucho 

tiempo y esfuerzo. (Defensor del Pueblo Europeo, 2016). 

En suma, el procedimiento legislativo ordinario puede observarse visualmente simplificado a 

través de la siguiente figura: 

La complejidad del procedimiento legislativo ordinario no solo se extiende a la relación entre el 

Parlamento, el Consejo y la Comisión, sino que dentro de las propias instituciones existen 

procedimientos particulares para la toma de decisiones. Este factor no puede dejar de ser abordado 

pues, según los cauces oficiales, es a través de estos procesos internos donde debería tener lugar 

Figura 2. Esquema simplificado del procedimiento legislativo ordinario. Fuente: elaboración propia 
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la intermediación de intereses entre los grupos de presión y el sistema institucional. Así, al igual 

que la Comisión Europea someterá a consulta de grupos de expertos la redacción de una propuesta 

legislativa, el Consejo y el Parlamento abordarán sus propias consultas en el ejercicio de su 

soberanía. 

El Consejo de la Unión Europea abordará las propuestas de la Comisión a partir de tres niveles. 

En primer lugar, actuarán los denominados grupos de trabajo, que están compuestos por 

representantes de la administración de cada Estado miembro y un representante de la Comisión 

Europea encargado de presentar la propuesta. Posteriormente, actuará en el segundo nivel el 

Comité de Representantes Permanentes o COREPER5, donde los representantes permanentes de 

los Estados miembros en Bruselas se encargarán de debatir la propuesta a fondo para agilizar el 

proceso posterior en las reuniones del Consejo. 

 

 

5 En realidad, el COREPER se encuentra estructurado en dos configuraciones. El COREPER I se encarga 

de gestionar los asuntos vinculados a la política económica y financiera o a los asuntos exteriores, mientras 

que el COREPER II se encarga del resto de las materias relacionadas con la política interna y social. Por 

otro lado,  

Figura 3. Esquema simplificado del proceso de toma de decisiones en el Consejo de la UE. Fuente: 

elaboración propia a partir de Bar (2020) 

 

 

 

Fuente: elaboración propia 
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De la misma forma que sucedía en instancias inferiores, el Comité de Representantes Permanentes 

también es asistido por grupos de trabajo constituidos por diplomáticos, que dividirán las 

conclusiones del debate en puntos acordados y puntos a debatir en las reuniones posteriores del 

propio COREPER. En la última instancia se encuentran las reuniones ministeriales del Consejo 

de la UE, donde se adoptarán decisiones a partir del trabajo previo procedente de las fases 

anteriores. Para ello, el Consejo puede adoptar una decisión por unanimidad o por mayoría 

cualificada; el 55% de los Estados miembros debe votar a favor y, al mismo tiempo, deben 

representar al menos el 65% de la población total de la UE. 

Según se estima en la página web del propio Consejo de la Unión Europea (28 de octubre de 

2022), aproximadamente el 80% de la legislación aprobada en la actualidad dentro de esta 

institución se adopta mediante el sistema de mayoría cualificada, en detrimento de la unanimidad 

que queda reservada a una lista reducida de materias.  

Sobre la práctica, el papel de los grupos de trabajo y, especialmente, del COREPER resulta de 

una magnitud esencial para la adopción de los acuerdos finales dentro del Consejo, hasta tal punto 

que según un estudio realizado por Frank Häge (2008), tan solo un 35% de las decisiones 

legislativas eran adoptadas a nivel ministerial, un 22% en el COREPER y un 43% en los grupos 

de trabajo. Por su parte, Bar (2020) eleva estas cifras y señala que en la actualidad solo un 15% 

de la normativa europea adoptada en el Consejo se decide a nivel ministerial, al igual que en el 

COREPER, mientras los grupos de trabajo con un 70% agrupan la mayor parte de las decisiones. 

Por último, el Parlamento Europeo trabajará de una forma similar ante la recepción de una 

propuesta legislativa por parte de la Comisión. Así, la comisión parlamentaria competente en 

función de la materia propuesta examinará el texto con el objetivo de emitir un informe y 

propuesta de resolución, en el que los eurodiputados y los grupos políticos podrán introducir 

enmiendas al proyecto. Finalmente, el proyecto final será adoptado o rechazado en una sesión 

plenaria tras haber sido sometido a debate parlamentario. En realidad, aunque ambas instituciones 

empiezan a trabajar de forma simultánea ante la llegada de una propuesta legislativa por parte de 

la Comisión Europea, el Consejo suele manifestar su posición ante el proyecto una vez el 

Parlamento haya adoptado o rechazado el texto en primera lectura. 

Más allá de las características que las definen o los recursos que estas organizaciones destinan 

para generar impacto en el proceso legislativo, el foco del ejercicio del lobbying en la Unión 

Europea reside en las vías o cauces de influencia a los que estas pueden acceder. Por ende, la 

morfología propia de cada institución y las fases del procedimiento legislativo ordinario generarán 

un sistema de acceso y un patrón de comportamiento específico para intermediar con los grupos 

de interés. 



 

 

36 
Máster en Comunicación Política y Empresarial 

De igual modo que la comprensión del procedimiento de toma de decisiones en las instituciones 

europeas era necesaria para identificar las siguientes vías de influencia, la delimitación de este 

proceso en su conjunto permitirá continuar aproximándose a la posterior identificación de 

posibles debilidades sistémicas como objetivo secundario de este trabajo. En otras palabras, tanto 

la comprensión del diseño institucional, como la de los mecanismos de control dentro del modelo 

pluralista de intermediación de intereses europeo resulta imperativa para identificar, en este caso, 

los parámetros que pueden determinar las lagunas del sistema de control y transparencia. 

2.4.3 Lógica de acceso del lobbying sobre la Comisión Europea 

Una de las características que definía la acción de gobierno de la Comisión Europea era su alta 

predisposición por mantenerse en contacto con agentes externos, es decir, el desarrollo de un alto 

grado de permeabilidad institucional. A su vez, este comportamiento surge de la necesidad de 

complementar su naturaleza tecnocrática con el conocimiento y las necesidades particulares de 

los stakeholders, por lo tanto, sería un error delimitar el lobbying en la Comisión Europea como 

un fenómeno de carácter unidireccional por parte de intereses privados. Por lo tanto, la relación 

entre actores interdependientes de la que hablaba anteriormente Bouwen (2011) esboza una lógica 

de fácil acceso a la Comisión Europea, donde el éxito de influencia dependerá de la capacidad 

para generar los bienes de intercambio. 

Por otra parte, la Comisión Europea no se organiza como una entidad única, sino que dentro de 

la misma se produce una fragmentación en términos funcionales y jerárquicos que también 

condicionará la definición de estrategias para los grupos de presión. Asimismo, el uso de Comités 

en el proceso de elaboración de las políticas públicas adquiere un papel crucial dentro de esta 

institución. El crecimiento de la Comisión Europea desde su fundación hasta ahora ha sido 

considerable, en la actualidad unas 32.262 personas trabajan dentro de sus distintos órganos6. 

Además, las más de cincuenta Direcciones Generales que conforman la estructura interna de la 

Comisión se encuentran en contacto con el correspondiente grupo de trabajo dentro del Consejo 

o el comité homólogo del Parlamento Europeo (Comisión Europea, s.f.). 

En el nivel competencial más bajo y dentro de las Direcciones Generales se encuentran los 

departamentos administrativos o policy units, responsables de redactar la propuesta de legislación 

que, posteriormente, avanzará por la cadena de mando hasta alcanzar el debate entre los 

comisarios. Por norma general, cada una de estas Direcciones se encargará de gestionar las 

demandas de los grupos de interés asociados a su área particular, sin embargo, durante la 

elaboración de una propuesta podrán confluir varias unidades administrativas, de tal forma que 

 

 

6 Para más información acerca de la distribución del personal de la Comisión Europea, consultar Anexo I. 
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los grupos de presión terminan adquiriendo un rango de influencia más amplio. Por todo ello, 

como señala Bouwen (2009), la mayor parte del lobbying que tenga lugar dentro de la Comisión 

Europea se producirá en los niveles inferiores, que además conforman el cuerpo funcionarial más 

extenso. 

Este proceso implica que a medida que una propuesta legislativa vaya avanzando dentro de la 

Comisión, se verá politizada en mayor medida y, por lo tanto, reducida la capacidad de las 

organizaciones para impregnar su influencia en el texto legislativo (Balosin, 2012). Así, el 

lobbying dentro de esta institución puede sintetizarse en base a dos estrategias, que varían según 

las necesidades u objetivos de los grupos de presión. Por un lado, los niveles inferiores 

proporcionarán a los grupos la capacidad de influir en el diseño de las políticas públicas a través 

del intercambio de conocimiento experto. Por otro lado, se encontraría el alto nivel o colegiado, 

donde se incluiría a los altos cargos funcionariales, los gabinetes y a los propios comisarios, que 

ofrecerían una vía de influencia mucho más efectiva, pero al mismo tiempo más restringida. 

En consecuencia, mientras que el lobbying temprano en los niveles inferiores puede conformarse 

como una estrategia conveniente para alterar la redacción de una propuesta legislativa, la 

estructura jerárquica de la Comisión hace que el lobbying en el nivel superior sea mucho más 

eficiente para buscar su rechazo o aprobación. En otras palabras, los bienes de intercambio que 

los grupos de presión pueden ofrecer no solo cobran mayor valor entre el cuerpo de funcionarios 

encargados de diseñar y redactar las policies, sino que en los niveles superiores la lógica de acceso 

se interpreta a través de una mayor politización e intereses nacionales. Por ende, la estrategia 

óptima para ejercer influencia en la Comisión Europea debe combinar el contacto con individuos 

de alto nivel mientras el foco se mantiene en los estratos inferiores. 

Otras formas de acceso quizás menos efectivas, pero directas a el proceso legislativo a través de 

la Comisión se producen mediante los comités de expertos y los consejos consultivos, a los que 

la Comisión acude para que proporcionen su punto de vista en temas específicos. Los criterios 

para la selección de los miembros que conforman estos grupos no siempre son fijos y en algunos 

casos dependen de los Estados miembros, pero en términos generales también se buscará integrar 

a los stakeholders y representantes de intereses que puedan proporcionar conocimiento en 

profundidad sobre una materia particular. Por último, tampoco deben olvidarse los procesos de 

consulta pública que la Comisión lleva a cabo antes de la puesta en marcha de una iniciativa 

legislativa -como el Libro Blanco o el Libro Verde- o durante el diseño de esta como sucede con 

los estudios de impacto. 
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2.4.4 Lógica de acceso del lobbying sobre el Parlamento Europeo 

A diferencia de la Comisión, el Parlamento Europeo adquiere una naturaleza menos tecnocrática, 

si bien es cierto que adopta determinados comportamientos similares en términos de distribución 

funcional. Como se ha expuesto a lo largo de este cuarto apartado, las sucesivas reformas 

institucionales que han tenido lugar durante las últimas décadas han ejercido un papel crucial en 

la configuración final del sistema de intermediación de intereses europeo. Previamente, el 

Consejo y la Comisión habían sido los principales receptores de interés como consecuencia de 

los desequilibrios de poder en dicho sistema, de tal manera que los grupos de presión ejercían el 

lobbying indirecto sobre estas instituciones a través del Parlamento Europeo, conformando 

coaliciones de influencia o advocacy coalitions (Lehmann, 2009).  

En la actualidad, el Parlamento Europeo se posiciona como el segundo organismo receptor de 

lobbying dentro de la Unión Europea, como consecuencia del Acta Única Europea y el sistema 

de codecisión. Según los datos del Registro de transparencia, la cifra de personas acreditadas 

específicamente para acceder a los edificios del Parlamento Europeo en nombre de organizaciones 

que representan intereses asciende a 7.519 individuos. Al igual que la Comisión Europea, el 

Parlamento se divide en más de veinte comités o comisiones parlamentarias, al frente de las cuales 

se designa a un presidente y a un rapporteur o ponente que se encargará de elaborar un informe 

ante la llegada de una propuesta legislativa de la Comisión Europea. Tras haberse reunido en 

varias ocasiones y estudiar el informe elaborado por el ponente, el comité votará el rechazo o 

aprobación de la propuesta, pudiendo también introducir enmiendas. 

Como resulta evidente, el papel de los comités es fundamental para el correcto funcionamiento 

del Parlamento Europeo. Hasta que estos organismos internos no emiten su postura ante una 

propuesta legislativa está no podrá ser votada en una sesión plenaria y, por lo tanto, tampoco se 

emitirá la postura del Parlamento en primera o segunda lectura. Por ello, en primera instancia, la 

figura del rapporteur constituye el principal objetivo de los lobistas dentro del Parlamento 

Europeo, ya que será el sujeto que influya en la opinión del resto de parlamentarios a través del 

informe legislativo. Además, la composición y diversidad interna de los grupos parlamentarios -

que abarcan partidos políticos de todos los países de la UE- implicará que una vez la propuesta 

haya sido deliberada dentro de la comisión competente sea muy difícil introducir enmiendas sobre 

la misma. 

Esta dinámica no siempre es inmutable y puede variar a lo largo del proceso, por ejemplo, es muy 

común que los europarlamentarios reciban documentos de posicionamiento por parte de 

representantes de intereses previo a la votación en el pleno. En realidad, los sujetos receptores de 

lobbying en muchas ocasiones acaban siendo los asistentes parlamentarios, que actúan como filtro 

de información mediante la gestión de su agenda y correo electrónico (Balosin, 2012). Por otro 
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lado, puesto que el Parlamento es la institución que representa a los ciudadanos europeos, 

adquiere un mayor valor para la defensa de causas sociales relacionados con el medioambiente o 

la justicia social, frente a las demandas de grandes empresas. En cualquier caso, para Morata 

(1995) durante la búsqueda de influencia en esta institución “las afinidades nacionales pesan más 

que las adscripciones ideológicas” (p.136). 

2.4.5 Lógica de acceso del lobbying sobre el Consejo de la UE 

La lógica de acceso al Consejo de la UE es aquella que probablemente presente mayores 

dificultades de cara a el ejercicio del lobbying en clave europea -una dinámica que será todavía 

más pronunciada en el Consejo Europeo-. Desde un punto de vista teórico, esta institución se 

encargará de representar las demandas e intereses de los Estados miembros en el proceso 

legislativo, por lo tanto, la protección de la dimensión nacional compondrá la base de la toma de 

decisiones. Por otro lado, teniendo en cuenta que en términos generales el procedimiento 

legislativo ordinario dota de un poder equitativo al Consejo y al Parlamento, existirían mayores 

incentivos para ejercer la búsqueda de influencia sobre los activos políticos de este último 

organismo. 

Un elemento clave en esta comparativa es que, aunque los miembros del Parlamento Europeo se 

encuentren adscritos a un grupo parlamentario, cuentan con una mayor autonomía en relación con 

los Parlamentos nacionales, donde la disciplina de voto se encuentra mucho más extendida7. La 

respuesta que surge a este dilema es que el lobbying en el Consejo de la UE se ejerce en menor 

medida y de una forma distinta a las demás instituciones. No obstante, también existe la 

posibilidad de que este escenario sea una cuestión de percepción, ya que el Consejo es la 

institución más opaca en términos de transparencia con el lobbying. Mientras que la Comisión y 

el Parlamento han mostrado abiertamente la colaboración con grupos de interés, esta institución 

ha sido más reticente a mostrar sus procesos deliberativos (Hayes-Renshaw, 2009). 

Mientras que en los inicios de las Comunidades Europeas el factor diferencial para la toma de 

decisiones en el Consejo se encontraba en el sistema de unanimidad, a día de hoy reside en la 

labor del Comité de Representantes Permanentes (COREPER) y en los grupos de trabajo. Al igual 

que sucedía en el sistema organizativo de la Comisión Europea, los niveles inferiores del Consejo 

son los que realizan la mayor parte del trabajo, hasta tal punto que adoptan el 80% de las 

 

 

7 Por ejemplo, en el año 2014 los eurodiputados del PSOE fueron los únicos miembros del Grupo de la 

Alianza Progresista de Socialistas y Demócratas (S&D) que votó en contra de la elección de Jean-Claude 

Juncker como nuevo Presidente de la Comisión Europea, que había sido propuesto como candidato por el 

Partido Popular Europeo (PPE) (La Vanguardia, 2024). La lectura que se hizo a posteriori de esta acción 

parte de la preocupación de la dirección socialista por la irrupción de Podemos en las elecciones europeas 

de mayo de 2014. 
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decisiones. En consecuencia, desde un enfoque formal y pragmático, las estrategias de lobbying 

dentro de esta institución deben focalizarse en el personal funcionarial que participa en los grupos 

de trabajo. Esto se debe a que las Representaciones Permanentes que los Estados miembros 

designan ante la Unión Europea están compuestas mayoritariamente por diplomáticos, cuya 

autonomía se encuentra considerablemente restringida (Balosin, 2012). 

Desde un punto de vista informal, el Consejo de la Unión Europea se limitaría a actuar como una 

plataforma que solo habilita el acceso a grupos de interés específicos. La naturaleza de esta 

institución conlleva que, aunque persiga el intercambio de bienes similares a los de la Comisión 

Europea, como la representatividad y el conocimiento especializado, lo haga a través de actores 

distintos respecto a esta última. En esencia, la perspectiva de interés nacional que adopta el 

Consejo hace que los ministros y los representantes permanentes busquen apoyar a las empresas 

o asociaciones más importantes de sus respectivos países, los denominados national champions. 

 

Por otra parte, tampoco debe olvidarse que la rotación de la Presidencia del Consejo de la UE 

cada semestre otorga a los Estados miembros la oportunidad de fijar las prioridades regulatorias 

de esta institución en base a sus intereses nacionales. Así, se habilita un periodo temporal donde 

los grupos de presión pueden ejercer un impacto en la regulación europea a través de la búsqueda 

de influencia sobre organismos nacionales. En cualquier caso, el problema del lobbying en el 

Consejo reside en que algunas de sus reuniones se ejecutan a puerta cerrada y el sentido de las 

votaciones es secreto, de tal manera que no existe un método para comprobar que la influencia 

sobre un Estado miembro haya sido efectiva8.  

 

 

8 La decisión de hacer públicos los resultados de las votaciones y de las declaraciones que consten en el 

acta del Consejo se establecen según los casos previstos en el artículo 9, apartado 2 de su Reglamento 

iinterno. 

 

Comisión Europea Parlamento Europeo Consejo de la UE 

Grandes empresas Alto Bajo Bajo 

Asociaciones 

europeas 
Medio Alto Medio 

Asociaciones y 

entidades nacionales 
Bajo Medio Alto 

Tabla 1. Nivel de acceso a las instituciones europeas según el tipo de organización. Fuente: adaptado de 

Bouwen (2011, p. 383) 
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En suma, se esboza un escenario donde parece complicado que, más allá de los actores con 

amplios recursos y una extensa base de apoyo doméstico, los grupos de presión puedan influenciar 

a los gobiernos nacionales para que estos defiendan una posición concreta dentro de las reuniones 

ministeriales del Consejo.  

3. METODOLOGÍA 

La metodología del presente estudio se ha planteado a partir de los principios del método de 

investigación descriptivo, entendido como la delimitación y comprensión de un fenómeno 

concreto. Para ello, se ha llevado a cabo una recopilación, observación y análisis exhaustivo 

acerca de las políticas de regulación en la actividad de los grupos de presión, así como, los 

mecanismos de control y transparencia que las instituciones de la Unión Europea han 

implementado como materialización de dicha normativa. A partir de esta estructura de análisis 

regulatorio, la investigación ha adquirido un carácter eminentemente cualitativo. No obstante, con 

el objetivo de complementar la investigación con una dimensión cuantitativa, se ha emprendido 

un análisis paralelo acerca de los datos de transparencia publicados a través de dichos 

mecanismos. Así, la combinación de ambas técnicas permitirá enriquecer la descripción de la 

respuesta institucional ante este fenómeno desde múltiples perspectivas. 

3.1 Diseño de la técnica cualitativa 

El estudio de la información referente a la técnica cualitativa ha sido ejercido sobre el periodo 

temporal comprendido desde 1996 hasta el presente año, concretamente, hasta el 15 de agosto de 

2023. La selección de este periodo de tiempo específico responde a el establecimiento de un 

registro de grupos de interés en el Parlamento Europeo a fecha de 23 de junio de 1996, momento 

en el que da comienzo a un proceso ulterior de apertura institucional. Además, este factor ha 

permitido plantear una exposición evolutiva acerca de las normativas que han regulado la 

actividad de los grupos de presión en la Unión Europea durante las dos últimas décadas.  

Previamente, la recopilación de la información oportuna se ha planteado mediante la búsqueda de 

documentación normativa y jurídica, partiendo de lo general a lo particular. Asimismo, cabe 

mencionar que el acceso a gran parte de esta documentación ha sido posible a través del Diario 

Oficial de la Unión Europea, sin embargo, en algunos casos ha sido necesario acceder a los sitios 

web del Parlamento Europeo, el Consejo de la UE y la Comisión Europea. El listado completo de 

los documentos oficiales consultados podrá encontrarse tanto en el texto principal como en la 

sección correspondiente de bibliografía recopilada para este trabajo con su respectivo código de 

referencia siempre que se encuentre disponible. En suma, la dimensión cualitativa de esta 

investigación ha consistido en la búsqueda de aquellos parámetros y disposiciones que limitan y 
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circunscriben la actividad de los grupos de presión dentro del sistema regulatorio europeo y, 

específicamente, sobre sus tres principales instituciones. 

En una primera fase del análisis, se ha comenzado por examinar los acuerdos que establecen los 

objetivos fundamentales de la Unión Europea, las normativas que rigen a sus instituciones y la 

estructura que la sustenta, es decir, los Tratados constitutivos de la Unión actualmente vigentes. 

En este contexto, adquieren un papel destacado el Tratado de la Unión Europea (TUE) y el 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). Además, ejerce un papel predominante 

sobre este trabajo el Tratado de Lisboa, el cual se erige como una pieza fundamental al modificar 

y expandir diversas disposiciones planteadas por la legislación previa, representando un hito 

significativo en la evolución normativa de la Unión Europea y, por ende, de la representación de 

intereses. 

En una segunda instancia, se ha emprendido un análisis sobre las normativas que delinean los 

derechos y responsabilidades vinculantes tanto para las instituciones de la Unión Europea como 

para los ciudadanos europeos, aunque estas normas se ubiquen en un nivel inferior a los Tratados 

Comunitarios. En este contexto, se han abordado diversos tipos de normativas, incluyendo 

Reglamentos, Comunicados o Resoluciones institucionales. No obstante, se ha focalizado 

especialmente en el examen detallado de los Acuerdos Interinstitucionales. Esta particular 

atención sobre los Acuerdos Interinstitucionales se justifica por el hecho de que las principales 

disposiciones regulatorias en torno al lobbying en la Unión Europea emanan del Acuerdo 

Interinstitucional, de 20 de mayo de 2021, entre el Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión 

Europea y la Comisión Europea sobre un Registro de transparencia obligatorio. 

Asimismo, es crucial destacar la consulta de otros dos acuerdos de notable relevancia para la 

investigación: el Acuerdo entre el Parlamento Europeo y la Comisión Europea sobre el 

establecimiento de un Registro de Transparencia para organizaciones y profesionales 

independientes que participan en la formulación y ejecución de políticas de la Unión Europea; y 

el Acuerdo entre el Parlamento Europeo y la Comisión Europea relacionado con el Registro de 

Transparencia sobre organizaciones y profesionales independientes que participan en la 

elaboración y aplicación de políticas de la Unión Europea.  

El análisis minucioso de este tipo de actos ha sido fundamental para proseguir con la recopilación 

y comprensión integral del conjunto normativo que abarca la tercera fase de esta técnica 

cualitativa. Para esta última etapa, se ha abordado el estudio de las normativas y decisiones que 

solo afectan a algunas de las instituciones o, por otra parte, que están enmarcadas dentro de 

procesos de consulta pública, pero que ejercen un carácter primordial en la definición de normas, 

estándares y prácticas que orientan el comportamiento y la conducta en un ámbito específico 

como es la actividad de los grupos de presión.  
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En referencia a el primer conjunto de normas, debe destacarse el diagnóstico ejercido sobre 

documentos como: el Reglamento Interno del Parlamento Europeo, el Código de Conducta de los 

Miembros de la Comisión Europea o el Código de Buena Conducta que rige las obligaciones de 

los funcionarios y agentes del Parlamento Europeo. Respecto a la segunda dimensión, se ha 

prestado especial atención a tres documentos a resaltar: el Libro Blanco de la Gobernanza 

Europea, el Libro Verde sobre acceso del público a los documentos de las Instituciones de la 

Comunidad Europea y, mayoritariamente, el Libro Verde sobre una iniciativa europea en favor 

de la transparencia. 

En el apartado de la literatura se ha detectado una cierta complejidad a la hora de hallar obras que 

aportaran una visión práctica acerca de los grupos de presión y, específicamente, aquellas que 

estuvieran relacionadas con su regulación y transparencia dentro de la Unión Europea. Si bien 

puede accederse a un extenso conjunto de obras acerca del lobbying, la mayor parte de la literatura 

alrededor de este fenómeno se centra específicamente en su dimensión teórica. Así, se denota una 

posible tendencia a buscar la justificación del valor democrático que estas organizaciones pueden 

aportar a la sociedad, al tiempo que se deja la cuestión de su regulación en un segundo plano. 

Además, muchas de estas obras son previas a la entrada en vigor de los mecanismos de control y 

transparencia que actualmente regulan el lobbying. En cualquier caso, han servido de guía y 

referencia obras como: Morata (1995); Coen y Richardson (2009); Bouwen (2011); Balosin 

(2012); y Oliver (2019a). 

3.2 Diseño de la técnica cuantitativa 

De manera simultánea a la descripción de las normativas mencionadas anteriormente, se ha 

llevado a cabo una recopilación y análisis de los datos proporcionados por los mecanismos de 

transparencia derivados de estas mismas normativas. A partir de esta premisa, se ha optado por 

mantener la naturaleza de la investigación a través del uso de una técnica cuantitativa descriptiva, 

entendida como el proceso de síntesis y presentación concisa acerca de las características 

fundamentales de un conjunto de datos numéricos. El periodo temporal sobre el que se ha 

delimitado el análisis de esta información comprende desde el inicio de la actual legislatura 

europea, el 2 de julio de 2019, hasta el 15 de agosto de 2023, momento en cual se concluyó la 

recopilación de los datos para la investigación. 

A modo de inciso, debe señalarse que la exposición de los resultados hallados durante el proceso 

empírico ha tratado de seguir un orden lógico mediante su clasificación en dos grupos de 

iniciativas regulatorias, si bien esta distinción no es realizada por las instituciones europeas. En 

una primera aproximación, se definen los pilares del sistema normativo del lobbying exponiendo 

la evolución de las medidas transparencia o aquellas normas que deben ser comprendidas dentro 

del Grupo I. Posteriormente, dentro del Grupo II, se describirán las medidas que constituyen una 
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iniciativa dual de control y transparencia, configurando así las bases de sus respectivos 

mecanismos. Por esta razón, se ha considerado oportuno acompañar los hallazgos del segundo 

grupo de medidas de control y transparencia con los resultados referentes a el estudio cuantitativo. 

Por otro lado, el apartado de la investigación cuantitativa ha demandado el acceso a diversas bases 

de datos, dependiendo del mecanismo analizado. En una primera fase, se ha llevado a cabo un 

análisis sobre la extensión y las tipologías de los grupos de interés que interactúan entre las 

instituciones europeas. Para ello, se utilizó la información proporcionada por el Registro como 

principal fuente de transparencia a nivel oficial, sin embargo, esta fuente de datos necesitó ser 

complementada con el portal independiente LobbyFacts. Este último mecanismo -que recopila 

sus datos partiendo del Registro- demostró ser mucho más accesible en términos de operatividad, 

especialmente para la comparación de ciertos datos a gran escala, como la información financiera 

declarada por los representantes de intereses.  

Posteriormente, se ha emprendido un análisis de datos sobre el nivel de cumplimiento por el 

Parlamento y la Comisión Europea con la normativa obligatoria o voluntaria de difusión de la 

huella legislativa de los representantes políticos. En relación con la primera institución, el análisis 

ha sido planteado a partir de la delimitación de una muestra; sobre un grupo de 703 eurodiputados 

se ha fijado un nivel de confianza del 95% y un margen de error del 5%, lo que supone un tamaño 

de la muestra de 267 individuos. Esta tarea ha sido realizada a través del acceso manual a la página 

de perfil de cada uno de los eurodiputados, donde se reserva un apartado específico en el caso de 

que deseen publicar información acerca de sus reuniones.  

Ante la imposibilidad de obtener un listado completo de los eurodiputados en un formato 

accesible, que permitiera asegurar la aleatorización en la selección de la muestra, se optó por 

emprender el análisis de acuerdo con el orden alfabético de sus apellidos, tal y como se presentan 

en la página web del Parlamento Europeo. A pesar de que esta elección se hizo de manera rigurosa 

y considerando las limitaciones en el acceso a los datos, podría haber afectado a la 

representatividad de la muestra introduciendo un posible sesgo, por ello, es importante tener en 

cuenta este factor a la hora de valorar los hallazgos. En cualquier caso, la selección de esta muestra 

ha logrado proporcionar de forma eficaz información acerca de todos los grupos políticos que 

operan actualmente en el Parlamento Europeo. 

En referencia a los datos analizados sobre la Comisión Europea, puesto que la normativa se 

encuentra más desarrollada en cuanto a la obligación generalizada de difundir información acerca 

de las reuniones con mantenidas con grupos de interés, se ha decidido ejercer un análisis sobre el 

número de encuentros anuales que los comisarios europeos y sus respectivos gabinetes aceptaron 

con este tipo de representantes. El acceso a estos datos ha sido posible a través del sitio web de la 

Comisión Europea, donde cada uno de los comisarios tiene un perfil propio y en el que se adjuntan 
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varios listados acerca de estas reuniones, además de otro tipo de documentos relacionados con la 

transparencia como una declaración de intereses. 

Como puede observarse, el planteamiento del estudio cuantitativo ha perseguido distintos 

propósitos en función de la naturaleza específica de cada uno de los mecanismos con los que se 

ha tratado. En este sentido, mientras que el Registro de transparencia representa una fuente de 

información dirigida a la identificación y caracterización de las organizaciones que influyen sobre 

las instituciones europeas, los datos aportados por la huella legislativa estarían más focalizados 

desde la posición de los representantes institucionales. Por ende, se ha considerado oportuno la 

medición de distintos parámetros siguiendo la lógica que las propias instituciones han otorgado 

sobre el desarrollo de los anteriores mecanismos. No obstante, podría argumentarse que un 

mecanismo de huella legislativa profundamente desarrollado también debería ser oportuno para 

identificar las organizaciones que ejercen mayor dominio sobre un sistema. 

3.3 Listado de indicadores de medición  

La interpretación de los resultados obtenidos de cara a la valoración de la hipótesis de este trabajo 

será realizada tomando como referencia los principios establecidos por el Informe del Consejo de 

Europa denominado Report on the legal framework for the regulation of lobbying in the Council 

of Europe member states. Este informe guarda un profundo valor dentro de esta temática, ya que 

se constituyó como un amplio y exhaustivo análisis comparado acerca del lobbying en varios 

Estados miembros del Consejo de Europa. Además, el documento examina la legislación nacional 

existente dirigida regular a los actores extrainstitucionales y clasifica la robustez de las leyes de 

lobbying a partir de tres categorías analíticas. Para el propósito de esta investigación se ha 

decidido diseñar un sistema de medición que adapta algunos de dichos principios, que pueden 

encontrarse de forma íntegra en el Anexo II de este trabajo, a la par que se introducen indicadores 

propios. 

En este sentido, la interpretación de los hallazgos obtenidos en el estudio también se fundamentará 

a partir de los estándares que establecen las propias instituciones europeas. Según establece el 

Parlamento Europeo (22 de mayo de 2023) en su página web, las instituciones europeas se 

comprometen a promover la transparencia y la ética en las actividades de los grupos de presión, 

interpretadas como el derecho de los ciudadanos europeos a mantener un seguimiento de la 

actividad legislativa, verificando el equilibrio y la justicia en la actividad de estos grupos. Así, se 

ha elaborado un listado de siete indicadores, enfocados a establecer unos parámetros de valoración 

desde una perspectiva dual. Por un lado, los indicadores I, II, III y IV estarán destinados a la 

medición de los resultados cualitativos, poniendo especial énfasis en el grado de profundidad y 

estandarización sobre las normas de control y transparencia, mientras que los indicadores V, VI 
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y VI estarán más enfocados a medir el valor material de los sucesivos mecanismos de 

transparencia. 

 

Indicadores Sistema de baja 

regulación 

Sistema de regulación media Sistema de alta regulación 

I. Establecimiento de un 

principio de obligatoriedad 

sobre el registro de los 

grupos de interés 

No se establecen normas 

que obliguen a los 

representantes de intereses a 

estar registrados en un 

listado oficial 

El registro es obligatorio, pero 

no se establecen medidas que 

limiten la actividad de 

influencia a esta condición o el 

registro no cuenta con 

capacidad de coerción 

El registro es obligatorio, 

legalmente vinculante y cuenta 

con amplias capacidades 

coercitivas para asegurar su 

cumplimiento 

II. Delimitación de los 

criterios que definen la 

actividad vinculante a la 

normativas y mecanismos 

de control 

No se establecen criterios 

exhaustivos que definan la 

actividad de lobbying y no 

se contemplan todos los 

escenarios posibles 

Los criterios establecidos son 

claros y no dan lugar a 

confusión, pero se encuentran 

incompletos y no prevén todos 

los escenarios posibles 

Los criterios son claros, 

concisos y contemplan todas la 

posibilidades de lobbying 

directo o indirecto 

III. Estandarización de las 

normas de conducta 

aplicables a cada una de las 

partes implicadas en el 

proceso del lobbying 

Escasa o nula 

estandarización en las 

medidas aplicables a las 

partes involucradas sobre el 

proceso de regulación de 

grupos de presión 

Algunas normas o directrices 

son vinculantes para todas las 

partes involucradas, pero la 

mayoría se basan en protocolos 

específicos para cada 

institución. 

Existen protocolos y criterios 

uniformes ampliamente 

aceptados por todas las partes o 

estos se desarrollan en normas 

homólogas 

IV. Establecimiento de 

normas dirigidas a 

controlar el conflicto de 

intereses a través de 

puertas giratorias  

No existen normas que 

eviten que un representante 

político acceda a la empresa 

privada sin un periodo 

intermedio de inactividad 

Existen normas para el control 

de puertas giratorias, pero solo 

son aplicables en algunas de las 

instituciones o no son lo 

suficientemente óptimas 

Existen normas que logran un 

control efectivo del fenómeno 

de puertas giratorias y son 

aplicables entre todas las 

instituciones 

V. Nivel de cumplimiento 

de la normativa de 

transparencia por 

representantes 

institucionales 

Escaso o nulo 

cumplimiento de las 

medidas obligatorias de 

transparencia 

Extenso cumplimiento de las 

medidas obligatorias de 

transparencia, pero no se 

adoptan conductas voluntarias 

Un amplio número de 

representantes institucionales 

cumple con las normas 

obligatorias o voluntarias de 

transparencia 

VI. Profundidad de la 

información publicada con 

el objetivo de cumplir los 

estándares de 

transparencia 

Los datos publicados se 

limitan a ofrecer 

información básica acerca 

de las grupos de interés y las 

reuniones de los 

representantes 

Los datos publicados solo 

ofrecen información en 

profundidad sobre los grupos 

de interés, pero no acerca de 

sus actividades concretas en la 

Unión 

Los datos publicados ofrecen 

información exhaustiva y 

detallada acerca de las 

reuniones de los representantes 

y las características de los 

grupos de interés 

VII Facilidad de acceso o 

tratamiento de la 

información relacionada 

con los estándares de 

transparencia 

La información disponible 

es escasa, poco accesible o 

está sujeta a restricciones, lo 

que impide su investigación 

Los datos son razonablemente 

accesibles, pero están sujetos a 

una presentación poco efectiva 

que dificulta su estudio y no 

pueden ser descargados a gran 

escala 

Los datos son actualizados 

regularmente, permiten una 

navegación intuitiva y pueden 

ser descargados en archivos 

compatibles que facilitan su 

estudio y difusión a gran escala 

Tabla 2. Listado de indicadores de medición. Fuente: elaboración propia 
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4. DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN 

En primer lugar, se ha detectado que la regulación europea alrededor del fenómeno de los grupos 

de presión surge de un proceso gradual y en consonancia con los valores europeos de igualdad, 

transparencia y participación ciudadana. Un factor que al mismo tiempo resulta esencial para 

entender que la delimitación efectiva de la actividad constituyente de lobbying no se produzca 

hasta el año 2006, comprendida como parte de un proceso ulterior de apertura institucional. Esta 

tendencia habría tenido una influencia considerable en la adopción de comportamientos éticos por 

parte de los representantes de intereses y los grupos de presión; la ausencia de una descripción 

clara acerca de la actividad constituyente de lobbying desincentivaría el cumplimiento de medidas 

voluntarias de transparencia. 

A partir de esta base, se han podido identificar dos grupos de medidas dirigidas a configurar una 

respuesta para la actividad en el lobbying en la Unión Europea: 

I. El primer grupo de medidas está constituido por aquellas normas cuyo objetivo formal o 

explícito reside en el establecimiento de un sistema de intermediación de intereses basado 

en la transparencia, pero que, implícitamente, imponen estructuras de control sobre los 

grupos de presión. En este grupo pertenecen los Tratados comunitarios, en especial el 

Tratado de Lisboa como acuerdo más reciente y las iniciativas de consulta pública 

emprendidas por la Comisión Europea como los libros verdes o los libros blancos. 

II. En el segundo grupo se encuentran los mecanismos directos de control y transparencia 

sobre el lobbying, donde pueden enmarcarse tanto el Registro de transparencia de la 

Unión Europea como las normas establecidas por la Comisión y el Parlamento Europeo 

sobre la obligación de difundir la huella legislativa. Ahora bien, debe tenerse en cuenta 

que la consideración de las anteriores iniciativas como mecanismos de control solo es 

posible gracias a el establecimiento de medidas de condicionalidad o sanción sobre los 

mecanismos de transparencia. 

Por último, se ha podido observar que la respuesta de la Unión Europea a este fenómeno se 

entiende dentro la concepción bidireccional de influencia política. Esto implica que el sistema de 

control y transparencia que será expuesto a continuación no solo va dirigido a los grupos de 

presión, sino también a los representantes políticos y los miembros o personal laboral de las 

instituciones. En cualquier caso, podría sintetizarse que, mientras las medidas contenidas en el 

primer grupo se centran fundamentalmente en los grupos de presión, las medidas del segundo 

grupo establecen su perímetro sobre todos los actores y aspectos que participan el ejercicio de su 

actividad. 
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4.1 Grupo I: iniciativas de transparencia sobre los grupos de presión 

El Libro Blanco de la Gobernanza Europea [COM (2001) 428], publicado en julio de 2001, 

representa una de las primeras acciones adoptadas por la Comisión Europea en búsqueda de un 

diseño más abierto y democrático sobre el proceso de toma de decisiones. A través de esta 

propuesta se buscó acercar la elaboración de las políticas europeas al ciudadano, fomentando la 

vía de la democracia regional y local, pero también implicando a la sociedad civil y las 

organizaciones que la representan. Así, la Comisión Europea consideró que la aplicación de una 

reforma institucional permitiría “analizar de una forma mucho más crítica las presiones de las 

instituciones y grupos de interés en favor de nuevas iniciativas políticas” (p.28). Del mismo modo, 

la aplicación de esta propuesta lograría “abrir el proceso de elaboración de las políticas de la 

Unión Europea con el fin de asociar a un mayor número de personas y organizaciones en su 

formulación y aplicación” (p.2). 

A pesar de que el Libro Blanco no menciona de forma directa y explícita la actividad de los grupos 

de presión, sí que comienza a tenerlos en consideración y señala: “estas normas reducirían los 

riesgos de que los dirigentes se limitaran a considerar un único aspecto de la cuestión o de que 

algunos grupos gocen de un acceso privilegiado debido a intereses sectoriales o nacionales…” (p. 

14). No obstante, el Libro Verde sobre una iniciativa europea en favor de la transparencia [COM 

(2006) 194], presentado por la Comisión Europea el 3 de mayo del 2006, sí que es elaborado 

como una de las primeras iniciativas en búsqueda de promover un marco regulatorio estructurado 

para las actividades de los grupos de presión. Previamente, el 4 de abril de ese mismo año, también 

había sido aprobada una Resolución del Parlamento Europeo por la que se instaba a la Comisión 

Europea a desarrollar una reforma del Reglamento 1049/2001 [P6-TA (2006) 122]. 

A través de esta reforma el Parlamento Europeo busca mejorar la base de aplicación de dicho 

Reglamento, que estaba dirigido a garantizar la transparencia y el acceso público a la información 

contenida en los documentos oficiales de las tres principales instituciones europeas; Parlamento, 

Consejo y Comisión. Finalmente, la propuesta fue positivamente considerada por la Comisión 

para la reforma del Reglamento 1049/2001, cuya primera medida en el marco de dicho proceso 

fue la publicación oficial del Libro Verde sobre acceso del público a los documentos de las 

Instituciones de la Comunidad Europea [COM (2007) 185] el 18 de abril de 2007. Esta última 

iniciativa se concibió como una consulta pública para evaluar la política de acceso a los 

documentos oficiales y, si bien no se centró en la participación de los grupos de presión, su 

desarrollo forma parte del mismo proceso de apertura. 

En este sentido, la anterior Resolución aprobada por el Parlamento Europeo [P6-TA (2006) 122], 

partía del Informe con recomendaciones destinadas a la Comisión sobre el acceso a los 

documentos de las instituciones [P6-A (2006) 052], cuyo ponente fue Michael Casman, 



 

 

49 
Máster en Comunicación Política y Empresarial 

europarlamentario británico que dedicó gran parte de su trabajo a la lucha por los derechos 

humanos. Entre las recomendaciones que el Parlamento propuso a la Comisión cabe destacar la 

Recomendación 5 sobre las modalidades de acceso de los ciudadanos a los documentos, donde se 

planteaba el desarrollo de un único punto de acceso claro y estructurado, definiendo unas normas 

comunes para el archivo de documentos. La clave es que el Parlamento Europeo empieza a abogar 

por la adopción de acuerdos interinstitucionales para ofrecer mecanismos de acceso cohesionados 

a la ciudadanía en términos de transparencia. Como resultado, el Libro Verde sobre acceso del 

público a los documentos de las Instituciones de la Comunidad Europea planteó en su consulta si 

el establecimiento de un régimen de acceso único aportaría mayor claridad a la ciudadanía. 

El anteriormente mencionado Libro Verde sobre una iniciativa europea en favor de la 

transparencia [COM (2006) 194], se constituye como el principal proceso de referencia en la 

descripción de los grupos de presión dentro de la UE y, además, representa uno de los pocos 

documentos en mencionar explícitamente dicho término hasta el momento. Este documento 

delimita la acción de los grupos de presión como “todas las actividades que se realicen con el 

objetivo de influir en los procesos de elaboración de políticas y de toma de decisiones de las 

instituciones europeas” (Art. 1, apartado II). En consecuencia, los miembros de los grupos de 

presión o lobistas serán delimitados como “las personas que realizan tales actividades, trabajando 

en organizaciones diversas tales como consultorías especializadas en asuntos públicos, bufetes de 

abogados, ONG, grupos de reflexión, grupos de presión en empresas (“representantes internos”) 

o asociaciones profesionales” (Art. 1, apartado II). 

Como puede observarse, la definición planteada por la Comisión Europea en esta consulta ya 

preveía la posibilidad de que los grupos de presión se constituyan bajo diversas fórmulas y 

tipologías. Además, en sintonía con la línea argumentativa del marco teórico, este documento de 

consulta también destaca en su apartado II la actividad de los grupos de presión como una 

actividad legítima y necesaria en el sistema democrático, destacando su papel para contribuir a la 

labor de las instituciones europeas, ejerciendo como canal transmisor de las necesidades de 

determinados grupos de interés.  

En el momento de publicación de este Libro Verde, el control de la conducta entre las relaciones 

de los grupos de presión y la Comisión Europea se basaba en un sistema de autorregulación, donde 

las organizaciones podían optar por la adopción voluntaria de códigos de conducta. Si bien este 

sistema era valorado de forma positiva, también fue identificado como uno de los puntos de 

actuación necesarios, pues solo los consultores -y no todos los empleados del grupo de presión- 

se adherían a estos códigos. Precisamente, se indicará como “además del control externo de los 

contactos con los grupos de presión, las normas de integridad constituyen otro elemento esencial 

para la transparencia de la actividad de los grupos de presión” (Art. 3.1, apartado II), mencionando 
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el carácter de obligatoriedad dotado al código de conducta propio del Parlamento Europeo en ese 

momento. 

A pesar de ello, la Comisión consideró que en primera instancia sería más adecuado apostar por 

un sistema de autorregulación reforzado que por un modelo obligatorio de control de conducta. 

Aplicando el marco teórico pluralista, esta política de autocontrol no resultaría nociva, siempre y 

cuando las instituciones desarrollaran un entorno de competencia profundamente equilibrado, 

donde todos los grupos tuvieran la oportunidad de acceder a las instituciones y de expresar sus 

puntos de vista de manera transparente como vía ordinaria. Un planteamiento que es considerado 

por la Comisión al señalar que “… no existen unas condiciones equitativas en la actividad de los 

grupos de presión, porque el sector empresarial puede invertir más recursos financieros en esta 

actividad” (Art. 2, apartado II).  

De una forma u otra, el valor a posteriori de este Libro Verde no solo reside en su delimitación 

de la actividad del lobby, sino en su desarrollo de una amplia base para el resto de las iniciativas 

relacionadas con las políticas de transparencia. En esta línea, el documento expone con claridad 

la necesidad de constituir un entorno seguro para que las instituciones y los actores puedan 

mantener una relación cercana y fructífera, delimitando las prácticas que constituyen formas 

inadecuadas o ilegales de ejercer presión. En realidad, esta visión acerca de un proceso de diálogo 

continuo entre instituciones y sociedad civil también puede observarse en normativas previas 

como el Tratado de la Unión Europea: 

Las instituciones darán a los ciudadanos y a las asociaciones representativas, por los 

cauces apropiados, la posibilidad de expresar e intercambiar públicamente sus opiniones 

en todos los ámbitos de actuación de la Unión. Las instituciones mantendrán un diálogo 

abierto, transparente y regular con las asociaciones representativas y la sociedad civil 

(Art. 11). 

Posteriormente, en el año 2008, el Parlamento Europeo aprobará una Resolución sobre el 

desarrollo del marco para las actividades de los grupos de interés en las instituciones europeas 

[P6-TA (2008) 197]. Esta resolución también representa un punto reseñable de cara a las políticas 

de control y transparencia en la Unión Europea, especialmente por su reconocimiento de un 

aumento en la actividad de los grupos de interés en el entorno comunitario, ligado a la ampliación 

de poderes del Parlamento Europeo. Como consecuencia, la Resolución del Parlamento reconoce 

que “los grupos de interés desempeñan un papel esencial en el diálogo abierto y pluralista en que 

se basa un sistema democrático” (p. 1), al tiempo que subrayaba la necesidad de que los 

representantes de la sociedad civil gocen de una igualdad de acceso generalizada a las 

instituciones. 
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Asimismo, el Parlamento valorará positivamente la propuesta de la Comisión contenida en el 

Libro Verde en favor de la transparencia del año 2006, de cara a establecer un marco más 

estructurado para las actividades de los grupos de interés. En cualquier caso, lo más relevante es 

que el Parlamento se muestra de acuerdo con la definición planteada sobre la representación de 

intereses de los grupos de presión. Conviene recordar, además, que en aquel momento el 

Parlamento Europeo ya contaba con un sistema de registro para grupos de interés vigente desde 

el año 1996. Por ende, el Parlamento instó tanto a la Comisión como al Consejo -que todavía no 

se había pronunciado al respecto- a que se estableciera un registro común de transparencia, así 

como un código de conducta, que incluyera categorías diferenciadas en función de los intereses 

que representara cada organización. 

Como parte de la evaluación de la consulta del Libro Verde del año 2006, la Comisión Europea 

también había publicado en marzo de 2007 un Comunicado denominado Seguimiento del Libro 

Verde "Iniciativa europea en favor de la transparencia" [COM (2007) 127]. En este documento 

se afirmaba que la Comisión abriría su propio registro a los representantes de intereses en la 

primavera de 2008 y que, un año después, efectuaría una revisión del sistema. Pues bien, la 

Comisión Europea puso en marcha su propio registro electrónico de grupos de interés en junio de 

2008. En el marco de esta iniciativa se invitó a registrarse a todos los representantes de grupos de 

interés dedicados a influenciar los procesos de formulación de las políticas públicas y decisiones 

adoptadas por las instituciones europeas. 

Tras ello, la Comisión Europea presentó en octubre de 2009 otro Comunicado denominado 

Iniciativa europea en favor de la transparencia: el Registro de grupos de interés, un año después 

[COM (2009) 0612]. Este documento formaba parte de la revisión del sistema de transparencia 

tras un año del funcionamiento del Registro, calificado como un éxito en términos generales, a 

pesar de que dos subcategorías de operadores, los bufetes de abogados y los grupos de reflexión, 

quedaban fuera del ámbito de aplicación del Registro. Asimismo, este seguimiento destacó la 

preferencia por parte de las organizaciones no gubernamentales a que el mecanismo de registro 

fuera de carácter obligatorio, sin embargo, la Comisión decidió seguir apostando por las posibles 

bondades de un sistema autorregulado. 

A pesar de este rechazo, en el Comunicado ya se empezó a fijar los cimientos de futuras iniciativas 

basadas en la cooperación interinstitucional de una forma más explícita. En este sentido, se 

reconoció el trabajo que la Comisión y el Parlamento Europeo habían comenzado a abordar desde 

el mes de abril de 2009 por establecer un registro común. Por otra parte, ante la natural demora 

que el cumplimiento íntegro de este objetivo iba a suponer, se decidió crear una web de acceso 

conjunta a modo de ventanilla única, donde los ciudadanos pudieran acceder a una visión general 

sobre el reparto de influencia en el proceso de toma de decisiones entre las instituciones europeas. 
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Por todo ello, no es de extrañar que el Tratado de Lisboa consolide la concepción planteada en 

resoluciones previas, señalando como “las instituciones mantendrán un diálogo abierto, 

transparente y regular con las asociaciones representativas y la sociedad civil” y “con objeto de 

garantizar la coherencia y la transparencia de las acciones de la Unión, la Comisión Europea 

mantendrá amplias consultas con las partes interesadas” (Art. 8 B). Actualmente, el Parlamento 

Europeo (2023, 1 de julio) sigue recalcando en su página web el rol esencial de los grupos de 

interés, indicando como su actividad “se trata de un componente legítimo y necesario del proceso 

de toma de decisiones con vistas a garantizar que las políticas de la Unión reflejen las necesidades 

reales de los ciudadanos”. 

En este punto, parece volver a constatarse que el trabajo propuesto en el Libro Verde sobre una 

iniciativa europea en favor de la transparencia representa la principal referencia en la descripción 

exhaustiva del lobbying, además de un punto de inflexión para abordar su regulación. 

Posteriormente, en el año 2011, se firmó el Acuerdo entre el Parlamento Europeo y la Comisión 

Europea relativo al establecimiento de un Registro de transparencia para las organizaciones y las 

personas que trabajan por cuenta propia que participan en la elaboración y aplicación de las 

políticas de la Unión Europea [DO L 191, 22.7.2011]. A través de este acto se acordó la creación 

de un Registro de transparencia común, inspirado en los sistemas de registro que ya habían puesto 

en marcha el Parlamento y la Comisión en 1996 y 2008. 

El anterior Acuerdo podría considerarse un avance en términos cualitativos, pues en el marco del 

Registro se decidirá incluir un código de conducta y un mecanismo de denuncia, así como, las 

medidas aplicables en caso de incumplimiento de dichas normas. Respecto al ámbito de 

aplicación sobre el Registro, el Acuerdo entre el Parlamento y la Comisión decidió abarcar todas 

las actividades “realizadas con objeto de influir directa o indirectamente en los procesos de 

elaboración o aplicación de las políticas y de toma de decisiones de las instituciones de la 

Unión…” (Art. 8). Asimismo, este mecanismo sería aplicable independientemente del canal o 

medio utilizado, por ello, se nombra a la “subcontratación, medios de comunicación, contratos 

con intermediarios profesionales, grupos de reflexión, «plataformas», foros, campañas e 

iniciativas populares” (Art.8). 

Un factor que podría ser determinante para identificar las posibles carencias en las medidas de 

regulación del lobbying es que, según este Acuerdo, no procede la inscripción de los Gobiernos 

de terceros países, organizaciones gubernamentales internacionales o misiones diplomáticas. Esta 

exclusión también sería aplicada a las actividades de asesoramiento jurídico y profesional, junto 

con los interlocutores sociales como representantes del diálogo social, es decir, a sindicatos y 

patronal en el marco de su función institucional. En realidad esta última disposición guarda cierto 

sentido, pues los actores del diálogo social ya gozan de organismos consultivos particulares para 
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interactuar con los poderes públicos en la Unión Europea, el Comité Económico y Social Europeo, 

de la misma forma que las autoridades locales y regionales cuentan con el Comité de las Regiones. 

Por último, también quedarían fuera del ámbito de aplicación de este Registro los partidos 

políticos, las iglesias y las comunidades religiosas, no obstante, sí que debían inscribirse en el 

mismo todos los organismos, oficinas, asociaciones o redes jurídicas que estos actores utilicen 

para ser representados ante las instituciones de la Unión Europea. Por lo tanto, se da a entender 

que, por ejemplo, las asociaciones que representen de forma colectiva a las regiones, los think 

tanks o las fundaciones de pensamiento directamente asociadas a la estructura de un partido 

político, sí que debían inscribirse en el Registro de transparencia siempre que buscaran influir en 

el proceso de toma de decisiones de la Unión Europea. En cualquier caso, conviene recordar que 

en este Acuerdo del año 2011 se continuaba sin imponer un parámetro de obligatoriedad sobre el 

Registro. 

El 1 de enero de 2012 entraría en vigor una reforma del Reglamento Interno del Parlamento 

Europeo, ligada a ciertas modificaciones relativas a el Código de conducta de los diputados al 

Parlamento Europeo en materia de intereses económicos y conflictos de intereses [P7-TA (2011) 

0540]. Esta norma establece los principios generales de conducta que los eurodiputados debían 

seguir, como la actuación desinteresada, en sintonía con los valores de integridad, diligencia, 

honradez o el respeto de la reputación del Parlamento. Además, el Parlamento Europeo elaboró 

un conjunto de propuestas dirigidas a la Comisión, principalmente enfocadas a garantizar un 

mayor escrutinio y acceso a la información relevante para el público. 

En el año 2013 se inició un proceso de revisión del Registro de transparencia, que en septiembre 

de 2014 tendría como resultado la aprobación del Acuerdo entre el Parlamento Europeo y la 

Comisión Europea, relativo al Registro de transparencia sobre organizaciones y personas que 

trabajan por cuenta propia que participan en la elaboración y aplicación de las políticas de la 

Unión Europea [DO L 277, 19.9.2014]. Como principal novedad de cara a la delimitación de los 

grupos de presión, esta reforma introduce la siguiente aclaración: 

Se entenderá por «influir directamente» influir por comunicación o contacto directos con 

las instituciones de la Unión o por cualquier otra acción de seguimiento de este tipo de 

actividades, y se entenderá por «influir indirectamente» influir mediante la utilización de 

vectores intermedios, tales como los medios de comunicación, la opinión pública, 

conferencias o actos sociales, dirigidos a las instituciones de la Unión (Art.7). 

Tras la puesta en marcha del nuevo Registro de transparencia en el año 2015, el 28 de septiembre 

de 2016 fue presentada la Propuesta de Acuerdo interinstitucional sobre un Registro de 

Transparencia obligatorio [COM (2016) 0627]. Las negociaciones para la consolidación de este 

Acuerdo no serían ni mucho menos sencillas, no debe olvidarse que hasta aquel momento la 
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Comisión Europea había sido partidaria de un sistema autorregulado, sin embargo, esta propuesta 

reconocerá la necesidad de imponer un mecanismo de obligatoriedad para que determinadas 

interacciones estuvieran supeditadas a la inscripción previa en el Registro. El 15 de diciembre de 

2020 finalizarían las negociaciones y se llegaría a un Acuerdo transaccional sobre un Registro de 

transparencia obligatorio. 

Finalmente, el consenso general llegaría mediante la publicación del Acuerdo Interinstitucional, 

de 20 de mayo de 2021, entre el Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión Europea y la 

Comisión Europea sobre un Registro de transparencia obligatorio (AIRTO) [DO L 207, 

11.6.2021]. Este Acuerdo sustituyó la regulación previa referente al año 2014 y puso en vigencia 

la obligatoriedad del Registro de transparencia a partir del día 1 de julio de 2021. A los efectos 

de este Acuerdo se entenderá por representante de intereses “toda persona física o jurídica, o 

grupo, asociación o red formal o informal, que participe en actividades incluidas” (Art. 2). Así, 

las actividades contempladas como acción de los grupos de interés o grupos de presión serán:  

las actividades realizadas por representantes de intereses con el objetivo de influir en la 

formulación o la ejecución de políticas o legislación, o en los procesos de toma de 

decisiones de las instituciones firmantes u otras instituciones, órganos y organismos de la 

Unión… (Art. 3). 

Además, entre las actividades contempladas como actividad de lobbying se comprenderán las 

siguientes acciones: 

a) La organización de reuniones u otros actos que supongan un contacto con las instituciones 

de la Unión. 

b) La participación o contribución de consultas, audiencias u otras iniciativas similares 

c) La organización de campañas de comunicación, plataformas o redes sobre la Unión 

Europea. 

d) La confección y difusión de documentos de posicionamiento, documentos relativos a 

políticas públicas, enmiendas, encuestas, estudios de opinión y otros materiales similares 

en el marco de la Unión Europea. 

Respecto a las actividades excluidas de la obligatoriedad de registro, aplicables en la actualidad, 

se mantienen aquellas acciones que ya eran contempladas en normativas previas y, en especial, la 

relativa a la injerencia de países extranjeros. En este sentido, el Acuerdo señalará como actividad 

no contemplada aquellas procedentes de “autoridades públicas de terceros países, incluidas sus 

misiones diplomáticas y embajadas, excepto cuando dichas autoridades estén representadas por 

entidades jurídicas, oficinas o redes sin estatuto diplomático o estén representadas por un 

intermediario” (Art. 4). 
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A continuación se mostrará la cronología de los principales avances e hitos normativos, aprobados 

durante las tres últimas décadas, en favor de la transparencia y la regulación de la actividad del 

lobbying dentro de la Unión Europea: 

▪ 1996. Establecimiento de un sistema de registro en el Parlamento Europeo. 

▪ 2001. Libro Blanco sobre la Gobernanza Europea [COM (2001) 428]. 

▪ 2001. Reglamento 1049/2001 relativo al acceso del público a los documentos del 

Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión [DO L 145, 31.5.2001]. 

▪ 2006. Informe con recomendaciones destinadas a la Comisión sobre el acceso a los 

documentos de las instituciones [P6-A (2006) 052]. 

▪ 2006. Resolución del Parlamento Europeo con recomendaciones destinadas a la Comisión 

sobre el acceso a los documentos de las instituciones [P6-TA (2006) 122]. 

▪ 2006. Libro Verde sobre una iniciativa europea en favor de la transparencia [COM (2006) 

194]. 

▪ 2007. Comunicado de la Comisión Europea sobre el Seguimiento del Libro Verde 

"Iniciativa europea en favor de la transparencia" [COM (2007) 127]. 

▪ 2007. Libro Verde sobre acceso del público a los documentos de las Instituciones de la 

Comunidad Europea [COM (2007) 185]. 

▪ 2008. Resolución del Parlamento Europeo sobre el desarrollo del marco para las 

actividades de los grupos de interés en las instituciones europeas [P6-TA (2008) 197]. 

▪ 2008. Aprobación del Registro de grupos de interés por la Comisión Europea. 

▪ 2009. Comunicado de la Comisión Europea sobre la Iniciativa europea en favor de la 

transparencia: el Registro de grupos de interés, un año después [COM (2009) 0612]. 

▪ 2011. Acuerdo entre el Parlamento Europeo y la Comisión Europea relativo al 

establecimiento de un Registro de transparencia para las organizaciones y las personas 

que trabajan por cuenta propia que participan en la elaboración y aplicación de las 

políticas de la Unión Europea [DO L 191, 22.7.2011]. 

▪ 2012. Reforma del Reglamento del Parlamento Europeo ligada a ciertas modificaciones 

relativas a el Código de conducta de los diputados al Parlamento Europeo en materia de 

intereses económicos y conflictos de intereses [P7-TA (2011) 0540]. 

▪ 2013. Proceso de revisión del Registro de transparencia. 
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▪ 2014. Acuerdo entre el Parlamento Europeo y la Comisión Europea relativo al Registro 

de transparencia sobre organizaciones y personas que trabajan por cuenta propia que 

participan en la elaboración y aplicación de las políticas de la Unión Europea [DO L 277, 

19.9.2014]. 

▪ 2015. Puesta en marcha del nuevo Registro de transparencia. 

▪ 2016. Propuesta de Acuerdo interinstitucional sobre un Registro de Transparencia 

obligatorio [COM (2016) 0627]. 

▪ 2021. Acuerdo Interinstitucional entre el Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión 

Europea y la Comisión Europea sobre un Registro de transparencia obligatorio [DO L 

207, 11.6.2021]. 

4.2 Grupo II: iniciativas de control y transparencia sobre el lobbying 

La regulación de la actividad de los grupos de presión constituye una de las principales 

problemáticas en el marco de la intermediación de intereses para cualquier sistema político. Si 

bien puede exponerse la existencia de numerosos motivos para respaldar un aumento en el control 

del lobbying, también sería positivo remarcar que -en términos mayoritarios- esta actividad 

persigue la influencia efectiva en la formulación de políticas públicas y procesos concretos, 

adoptando una conducta profesionalizada y no necesariamente opaca. Precisamente, esta es una 

de las razones por las que para Villoria et al. (2015) la regulación del lobbying debe adquirir bases 

normativas, constitucionales y estatutarias muy sólidas; la noción de soberanía popular recogida 

en normativas como la Constitución Española implica el desarrollo de mecanismos de 

participación y acceso a los poderes públicos dentro de una democracia representativa. 

Desde una perspectiva teórica, el control del Estado sobre los grupos de presión era necesario 

para subsanar las desigualdades de acceso al poder y favorecer una competencia justa entre una 

amplia afluencia de grupos de interés. En la práctica y bajo un contexto como el de la democracia 

europea, este factor se ve especialmente acrecentado por la dimensión contenida alrededor de la 

transparencia, cuyo objetivo será paliar los problemas de desafección ciudadana. En este punto, 

el Acuerdo Interinstitucional, de 20 de mayo de 2021, entre el Parlamento Europeo, el Consejo 

de la Unión Europea y la Comisión Europea sobre un Registro de transparencia obligatorio 

conforma la iniciativa regulatoria de la que, formalmente, emana el principal mecanismo de 

transparencia del lobbying en la Unión Europea. 

Según los datos oficiales del Registro, actualmente, la Unión Europea cuenta con la presencia de 

12.491 grupos de interés, además, algunos estudios específicos como el de Europe Corporate 

Observatory (2018) o The Economist (2021) estiman la presencia de unos 25.000 lobistas 



 

 

57 
Máster en Comunicación Política y Empresarial 

residiendo en Bruselas. La gran mayoría de estas entidades representan los intereses de empresas 

y asociaciones comerciales -46,2%-, mientras que el segundo grupo más extenso está conformado 

por organizaciones, plataformas y redes no gubernamentales -27,6%-. Los sindicatos y 

asociaciones profesionales -7,8%- se encuentran por delante de los think tanks y consultorías 

profesionales, que tan solo representan un 4,5% y un 4,3% respectivamente. En suma, el 66,4% 

de los inscritos declara promover sus propios intereses o los intereses colectivos de sus miembros, 

el 28,4% no representa intereses comerciales y tan solo un 5,2% fomentaría los intereses de sus 

clientes.  

 

En términos de recursos y nivel de influencia, actualmente se observa un dominio de la industria 

química y farmacéutica, junto con las empresas de la industria tecnológica-digital procedentes de 

los Estados Unidos. Precisamente, entre las diez empresas que mayor presupuesto invierten para 

desarrollar su actividad de influencia se encuentra Google, que también es la segunda entidad que 

Tipo de organización Nº de grupos % 

Organizaciones, Plataformas y redes no gubernamentales y similares 3445 27,58 

Empresas y grupos 3121 24,99 

Asociaciones comerciales y empresariales 2645 21,18 

Sindicatos y asociaciones profesionales 972 7,78 

Grupos de reflexión e instituciones de investigación 562 4,50 

Consultorías profesionales 543 4,35 

Otras organizaciones, entidades públicas o mixtas 470 3,76 

Instituciones académicas 316 2,53 

Asociaciones y redes de autoridades públicas 152 1,22 

Trabajadores por cuenta propia 133 1,06 

Bufetes de abogados 85 0,68 

Organizaciones que representan a las iglesias y las comunidades religiosas 45 0,36 

Entidades, oficinas o redes establecidas por terceros países 2 0,02 

Número total de grupos de interés 12.431 

Tabla 3. Número de grupos de interés registrados en la Unión Europea según el tipo de organización, a 

fecha del 15/08/23. Fuente: elaboración propia a partir de datos del Registro de transparencia. 
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más encuentros ha mantenido con la Comisión Europea -al menos desde que se publican los datos- 

con un total de 338, solo por detrás de la organización patronal europea BusinessEurope, con un 

total de 407 reuniones. A pesar de esta profunda extensión del corporate lobbying, la organización 

que mayor presupuesto dedicó durante el último ejercicio fiscal a influir en las instituciones 

europeas fue una consultoría profesional con sede en Bélgica, Fleishman-Hillard. 

 

 

Tras una década de la puesta en funcionamiento de este mecanismo, con el fin de promover y 

reforzar una cultura común de transparencia, las instituciones europeas han tratado de consolidar 

la funcionalidad del Registro común de transparencia mediante el establecimiento de medidas de 

condicionalidad. En teoría este concepto implica que, aunque en la práctica el registro continúa 

siendo voluntario, el acceso y la realización de determinadas actividades por parte de los 

representantes de intereses solo será posible si estos se encuentran registrados de forma previa. 

Según establece el Artículo 5 del AIRTO, las instituciones firmantes adoptarán y aplicarán 

medidas de condicionalidad o medidas complementarias de transparencia sobre las bases de sus 

competencias de organización interna. 

Como norma general, el Registro requerirá de la presentación de una solicitud a los grupos de 

interés que participen en actividades comprendidas según el AIRTO, cuya información será 

posteriormente dispuesta a dominio público en virtud del principio de conformidad descrito en su 

Artículo 6. La información específica que las entidades deben aportar se encuentra contenida en 

el Anexo II de dicha norma y será evaluada por la Secretaría, constituida como un organismo 

Organización Sede principal Inversión 

Fleishman-Hillard Bélgica 10.170.000€ 

Consejo Europeo de la Industria Química (CEFIC) Bélgica 10.000.000€ 

Meta Platforms Ireland Limited y sus subsidiarias Irlanda 8.000.000€ 

FTI Consulting Belgium Estados Unidos 7.835.000€ 

Apple Inc. Estados Unidos 7.000.000€ 

Burson Cohn & Wolfe Sprl Bélgica 6.525.000€ 

Insurance Europe Bélgica 6.000.000€ 

Bayer AG Alemania 6.000.000€ 

Google Estados Unidos 5.500.000€ 

Shell Companies Reino Unido 5.500.000€ 

Tabla 4. Principales grupos de presión en la Unión Europea en términos de gasto a fecha del 01/09/2023 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de LobbyFacts (2023) 
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operativo encargado de gestionar el funcionamiento del Registro y compuesto por los jefes de 

unidad o responsables de los asuntos de transparencia en las instituciones firmantes. Por encima 

de la Secretaría se encontrará el Consejo de Administración del Registro, que está configurado 

como una presidencia rotatoria anual por los Secretarios Generales de cada institución. 

El Consejo de Administración no solo velará por el cumplimiento del Acuerdo Interinstitucional, 

sino que, según el Artículo 13, también aprobará un informe anual sobre el funcionamiento del 

Registro durante el año precedente. En el plano de la investigación, este informe anual supone 

una gran aportación para el estudio de datos a gran escala, pues el análisis estadístico habilitado 

a través de este mecanismo de transparencia reúne ciertas carencias. A pesar de que el Registro 

pone a disposición de los ciudadanos la información detallada que es aportada por cada entidad, 

estos datos no pueden ser obtenidos de forma conjunta. Sobre la práctica, los datos publicados en 

dichos informes acerca de la evolución anual del Registro terminan constituyendo la principal 

fuente oficial de transparencia a nivel macro. 

A este respecto, cabe destacar la labor de recopilación que es realizada por organizaciones 

independientes como Corporate Europe Observatory o LobbyControl, que habilitan un estudio 

más accesible de los datos proporcionados por el propio Registro de transparencia y, sobre todo, 

permiten una descarga longitudinal de los mismos. Así, puede filtrase la información por periodos 

temporales específicos. Por ejemplo, según el registro de Lobbyfacts -gestionado por las dos 

anteriores organizaciones-, a fecha de 1 de enero de 2023, la inversión en costes de lobbying 

abordada por la consultora Fleishman-Hillard todavía era de 7.6 millones de euros, lo que 

representaría una inversión cercana a los 3 millones de euros durante el primer semestre del año. 

La información que el Registro puede ofrecer a nivel estadístico no es mucho más extensa, pero 

también puede destacarse su exposición acerca de la evolución en el número de grupos de interés 

en la Unión Europea desde el año 2011, momento en el que entró en funcionamiento este 

mecanismo. En este sentido, parece observarse un descenso relativamente reciente en el número 

de grupos de presión tras la entrada en vigor del AIRTO en el año 2021, específicamente, se 

produjo un decrecimiento de 1624 entidades en el Registro entre el 18 de marzo y el 18 de abril 

de 2022. Esta tendencia implica que en cuestión de un mes el número total de grupos de presión 

registrados en la Unión Europea descendió un 11,9%.  

Como se mostrará en la Figura 4, el Registro de transparencia de la Unión Europea solo ofrece 

una muestra de los datos de evolución desagregados hasta el mes de agosto de 2021, sin embargo, 

la tendencia no parece mostrar grandes cambios cercanos a dicho periodo. Otra de las causas más 

plausibles para explicar el decrecimiento del registro en marzo de 2022 podría encontrarse en las 

consecuencias políticas y económicas de la Guerra de Ucrania, que había dado comienzo unas 

semanas antes con la invasión rusa del 24 de febrero. En esta línea, el artículo de Andrino et al. 
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(2022) relata de forma muy clara las distintas sanciones que la Unión impuso a Rusia y, 

especialmente, a su sector empresarial desde el mes de febrero. 

En cualquier caso, este escenario no puede ser validado con certeza, ya que según con las datos 

puestos a disposición por Lobbyfacts, durante el primer semestre del año 2022 no se manifestó 

ninguna alteración en el número de grupos de presión con sede de origen en Rusia. En realidad, 

la prohibición de entrada y el ejercicio del lobbying a empresas rusas en las tres principales 

instituciones europeas se produjo de forma oficial a lo largo del mes de junio, de tal forma que, a 

día 1 de agosto de 2022, se deja de observar la existencia de entidades rusas en el registro de 

Lobbyfacts. Además, la desaparición de estos grupos del ecosistema europeo solo habría tenido 

un impacto marginal en términos estadísticos, puesto que a lo largo de todo el año anterior no se 

había constatado más de una docena de organizaciones procedentes de dicho país. 

Según el Informe anual sobre el funcionamiento del Registro de transparencia (2022), las causas 

de este decrecimiento son bastante claras: 

El Registro de transparencia ha crecido de forma sostenida en tamaño desde su creación 

como base de datos pública y conjunta del Parlamento Europeo y de la Comisión Europea 

hasta el actual sistema obligatorio tripartito. Sin embargo, tras la aplicación del nuevo 

AII, esta tendencia se ralentizó. En particular, la transición y el aumento de los controles 

de admisibilidad dieron lugar a un descenso considerable en el número total de 

declarantes, de 13.366 a 12.425 a finales de 2022. (p. 15). 

Figura 4. Grupos de interés registrados en la Unión Europea según categoría profesional desde 2011 

hasta 2021 Fuente: Extraído de Registro de transparencia 
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En relación con la información solicitada a los grupos de interés del registro de transparencia, en 

la Tabla 4 puede observarse como dentro de las disposiciones relacionadas con los posibles 

vínculos de los declarantes con las instituciones europeas, se incluye la declaración de las 

propuestas legislativas sobre las que buscan el desarrollo de su influencia. Si bien esta 

característica podría representar un valioso mecanismo para el estudio específico de las 

organizaciones que participan en la elaboración de políticas públicas concretas, la codificación de 

los datos por parte del Registro impide abordar una investigación de este estilo. Retomando el 

ejemplo de Fleishman-Hillard, puede observarse la afiliación a un total de 97 iniciativas 

legislativas, algunas de ellas de reciente publicación como la Propuesta de Directiva de la 

Comisión Europea sobre la presentación de declaraciones medioambientales. 

 

Información general 

Nombre, dirección, número de teléfono, dirección de correo 

Forma de la entidad 

Intereses representados 

Conformidad con el código de conducta 

Responsable legal 

Tiempo dedicado por cada integrante a las actividades comprendidas por el 

Registro 

Organizaciones de las que sea miembro o afiliado el declarante 

Pertenencia o afiliación a redes y asociaciones pertinentes 

Vínculos con las 

instituciones de la Unión 

Propuestas legislativas, políticas o iniciativas de la Unión objeto de las 

actividades incluidas. 

Pertenencia a grupos de expertos de la Comisión y a otros foros y 

plataformas apoyados por la Unión 

Pertenencia o apoyo a intergrupos y otras actividades de agrupación no 

oficiales organizadas en los locales del Parlamento Europeo, o participación 

en tales intergrupos o actividades 

Nombres de las personas que tienen autorización de acceso a los locales del 

Parlamento Europeo 

Información financiera 

Los declarantes, incluidos los intermediarios, declararán el importe y el 

origen de las subvenciones de la Unión que contribuyan a sufragar sus costes 

de funcionamiento 

Los intermediarios declararán en el Registro los clientes en cuyo nombre se 

lleven a cabo actividades incluidas 

Los clientes actuales que no cubra el ejercicio financiero cerrado más 

reciente se declararán en el Registro por separado con su nombre 

Tabla 5. Información solicitada a los declarantes del Registro de transparencia. Fuente: elaboración propia a partir 

del Acuerdo Interinstitucional de 20 de mayo de 2021.  
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En el apartado de la difusión de información financiera es necesario aclarar que el AIRTO plantea 

una distinción en función del tipo de intereses que represente el declarante. Mientras que aquellas 

organizaciones que representen intereses comerciales se adhieren a las disposiciones expuestas 

en la Tabla 4, el resto de organizaciones deberán declarar: su presupuesto total para el ejercicio 

financiero cerrado más reciente, las principales fuentes de financiación y su categoría de 

procedencia, además del importe de cada contribución recibida que exceda del 10% de su 

presupuesto total, si las contribuciones son superiores a 10.000 euros. Recientemente, esta 

difusión de información financiera ha sido objeto de discusión entre las instituciones europeas y 

las organizaciones no gubernamentales. 

El 4 de mayo de 2023, unas 230 organizaciones pertenecientes a la sociedad civil, incluidas 

Amnistía Internacional o Humans Right Watch, firmaron una carta conjunta dirigida a la 

presidenta de la Comisión Europea rechazando los planes para crear una ley que estableciera el 

registro de organizaciones financiadas con fondos extranjeros (Transparencia Internacional, 

2023b). Esta propuesta formaba parte del paquete de medidas en defensa de la democracia 

anunciado por Von der Leyen durante su discurso sobre el Estado de la Unión ante el Parlamento 

de la UE en septiembre, siendo rechazada por las ONG debido a la posible restricción que podría 

ejercer sobre actores que defienden la democracia y reciben financiamiento extranjero. No 

obstante, esta propuesta podría tener implicaciones favorables para el control de los grupos de 

presión que actúan bajo la tutela de Estados extranjeros. 

Sea como fuere, la realidad es que la publicación de este conjunto información al rededor del 

Registro representa únicamente un mecanismo de transparencia más que un verdadero principio 

de control a la actividad de los grupos de presión. En consecuencia, podría afirmarse que ante una 

ausencia de las medidas de condicionalidad, el Registro de transparencia de la Unión Europea 

quedaría incapacitado para ejercer algún tipo de control efectivo sobre los grupos de presión. 

4.2.1 Medidas de condicionalidad sobre el Registro de transparencia de la UE 

La reforma aplicada en virtud del AIRTO constituye la principal respuesta de las instituciones a 

la necesidad de combinar la aplicación de medidas restrictivas a los grupos de presión con un 

aumento de la transparencia. Una confluencia de acciones que surge del carácter bidireccional 

que adquiere el lobbying en la Unión Europea, por ello, los mecanismos de control desarrollados 

en el marco de la condicionalidad terminarían afectando tanto a los representantes de intereses 

como a los sujetos institucionales. A continuación se mostrará, a modo de resumen, el soporte 

normativo que cada institución dota a las principales medidas de condicionalidad: 

Limitación de las reuniones de los responsables de la toma de decisiones únicamente a aquellos 

representantes de intereses que formen parte del Registro: 
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a) Parlamento Europeo: el Artículo 11, apartado 2 del Reglamento Interno de la cámara 

sostiene que los diputados deberían adoptar la práctica sistemática de reunirse únicamente 

con representantes que formen parte del Registro. 

b) Comisión Europea: el Artículo 7 de la Decisión, de 31 de enero de 2018, relativa a un 

Código de Conducta de los Miembros de la Comisión Europea [DO C 65/06, 21.2.2018] 

establece que los miembros de la Comisión y sus respectivos gabinetes solo se reunirán 

con individuos o entidades registradas. Este principio también es respaldado por el 

apartado V del Comunicado de la Presidencia a 1 de diciembre de 2019 The Working 

Methods of the European Commission [P (2019) 2]. 

c) Consejo Europeo: actualmente no dispone de ninguna norma donde se declare esta 

medida de condicionalidad. En cualquier caso, como se ha mostrado en el apartado 

teórico, el ejercicio directo de influencia sobre los ministros es un tipo de influencia poco 

accesible para la mayor parte de entidades. 

Limitación de las reuniones del personal de las instituciones únicamente a aquellos representantes 

de intereses que formen parte del Registro: 

a) Parlamento Europeo: el soporte de medida surge de una interpretación normativa previa 

a la creación del propio Registro común entre las tres instituciones. El Código de buena 

conducta aprobado por la Mesa el 7 de julio de 2008 relativo a las obligaciones de los 

funcionarios y agentes del Parlamento Europeo establece en su apartado I la obligación 

de actuar con independencia a los grupos de presión y no aceptar instrucciones de ninguna 

organización ajena a su institución. Como consecuencia, se hace mención al sistema de 

acreditaciones y autorizaciones expresas procedente del Estatuto de los funcionarios de 

las Comunidades Europeas. 

b) Comisión Europea: medida respaldada tanto por el Código de conducta como por el 

apartado V del Comunicado anteriormente mencionados. 

c) Consejo de la UE: el Artículo 3 de la Decisión del Consejo de 6 de mayo de 2021 relativa 

a la reglamentación de los contactos entre la Secretaría General del Consejo y los 

representantes de intereses [DO L 207, 11.6.2021] indica como las reuniones estarán 

supeditadas a la inscripción previa. 

Restricción a la composición y participación de representantes de intereses en grupos, actos y 

sesiones informativas de las instituciones ligada a la inscripción previa:  

a) Parlamento Europeo: el Artículo 35, apartado 5 del Reglamento Interno sostiene que solo 

los representantes de intereses que formen parte del registro de transparencia podrán 
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participar en las actividades de los intergrupos u otras agrupaciones no oficiales 

organizadas en las dependencias del Parlamento. Medida también apoyada por la reciente 

Decisión de la Mesa, de 12 de junio de 2023, sobre la Reglamentación relativa a la 

participación de representantes de intereses en actos celebrados en los locales del 

Parlamento. 

b) Comisión Europea: el Artículo 8 de la Decisión de la Comisión, de 30 de mayo de 2016, 

relativa al establecimiento de normas horizontales sobre la creación y el funcionamiento 

de los grupos de expertos de la Comisión indica que los miembros de tipo “b” y “c”, 

contenidos en el Artículo 7, solo formarán parte de los grupos de expertos a condición de 

su registro previo. Así, los representantes generales de stakeholders o miembros de tipo 

“b”, junto con los miembros de tipo “c” u organizaciones en el sentido amplio de la 

palabra, incluidas empresas, asociaciones, ONG, sindicatos, universidades, institutos de 

investigación, despachos de abogados y consultorías estarán ligadas a esta 

condicionalidad. 

c) Consejo de la UE: los Artículos 4 y 5 de la Decisión de 6 de mayo de 2021 anteriormente 

mencionada supeditan la participación en actividades del Consejo a la inscripción previa. 

Inclusión de los representantes de intereses en listados de correo para la notificación de procesos 

de audiencia, consulta pública u otra serie de actividades relacionadas con la elaboración de 

políticas públicas: 

a) Parlamento Europeo: medida respaldada por la Decisión de la Mesa de 4 de julio de 2016, 

relacionada con la notificación sobre las actividades de las comisiones del Parlamento a 

través del Registro [PE-8/BUR/PV/2016-7]. 

b) Comisión Europea: el Capítulo VII del documento de trabajo del personal de la Comisión 

relativo a el establecimiento de directrices para la consulta a las partes interesadas [SWD 

(2017) 350], establece que una de las vías para identificar de forma correcta los 

stakeholders adecuados para una determinada consulta es a través del uso y elaboración 

de listas de distribución con entidades del Registro. 

Acceso a las dependencias de las instituciones de la Unión: 

a) Parlamento Europeo: el Artículo 123 del Reglamento Interno limita la expedición de 

tarjetas de acceso al Parlamento Europeo a las entidades y representantes inscritos en el 

Registro de transparencia, que deberán respetar las obligaciones establecidas por el 

AIRTO. Además, se prohíbe la entrega de tarjetas de acceso a aquellos individuos del 

entorno de un diputado cuya actividad profesional entre en el ámbito de aplicación del 
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Acuerdo. El Registro de transparencia incluye una lista alfabética de las personas u 

organizaciones con acreditaciones de acceso al Parlamento Europeo.  

b) Consejo de la UE: el Artículo 6 de la Decisión de 6 de mayo de 2021 limita el acceso a 

las dependencias del Consejo mediante la obtención de tarjetas nominativas de acceso 

temporal, vinculadas a la inscripción previa en el Registro de transparencia. 

Las consecuencias materiales que el incumplimiento o la violación de estas medidas de 

condicionalidad pueda tener sobre los representantes de intereses tienen un carácter 

administrativo y no se contempla la imposición de sanciones legales o económicas. En este 

sentido, según se establece en el Anexo III del AIRTO, la Secretaría del Registro podrá emprender 

una investigación sobre la base de una denuncia de un tercero o por iniciativa propia. Así, cuando 

la Secretaría exprese la inadmisibilidad de un declarante podrá emprender las siguientes acciones: 

cancelar su inscripción del Registro, prohibir que el representante de intereses vuelva a solicitar 

su inscripción durante un periodo máximo de dos años o publicar la medida adoptada en el sitio 

web del Registro. 

En el caso de que la Secretaría concluya en su informe acerca de la investigación que el declarante 

no hubiera observado el Código de conducta, contenido en el Anexo 1 del Acuerdo, se adjuntarán 

instrucciones para subsanar la incidencia en un plazo de veinte días desde la recepción de la 

notificación. Con el objetivo de evitar un contacto desleal entre los grupos de interés y los poderes 

públicos, el Código de conducta menciona algunas disposiciones ligadas a el ejercicio de un 

lobbying deshonesto a través de presiones indebidas. A pesar de ello, este código deontológico 

solo está dirigido a los declarantes del Registro, es decir, los representantes de intereses. Por lo 

tanto, los responsables de la toma de decisiones y el resto de miembros del Parlamento Europeo, 

la Comisión o el Consejo se guiarán por las normas de conducta particulares en cada institución. 

En relación con la protección a la independencia de los representantes políticos en códigos de 

conducta pueden destacarse varios documentos. Por ejemplo, el Código de conducta de los 

diputados al Parlamento Europeo en materia de intereses económicos y conflictos de intereses 

anexo al Reglamento Interno, que establece en su Artículo 6 la prohibición a los representantes 

de intereses de hacer uso de las facilidades que pudieran haber obtenido durante el ejercicio de su 

mandato. En el caso de la Comisión Europea, esta disposición se encuentra mucho más 

desarrollada. Según el Código de Conducta de los Miembros de la Comisión Europea [DO C, 

65/7, 21.2.2018], los antiguos miembros no podrán ejercer presión sobre personal de la Comisión 

relacionado con asuntos en los que hubieran tenido implicación durante un período de dos años 

tras el cese en sus funciones (Art. 11). 

En resumen, el Registro de transparencia de la Unión Europea se conforma como una base de 

datos en la que se delimita a los representantes de intereses que participan en la elaboración de 
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políticas públicas y el proceso de toma de decisiones. Para ello, este mecanismo de transparencia 

cuenta con tres herramientas o componentes principales: un sitio web público en el que se 

dispondrá de toda la información acerca de las entidades, un código de conducta que regula la 

interactuación entre las partes y un mecanismo de denuncia a disposición de cualquier ciudadano. 

Además, se desarrollará una dimensión de control complementaria a través del establecimiento 

de medidas de condicionalidad. 

4.2.2 Publicación de la huella legislativa en el Parlamento y la Comisión Europea 

Desde un punto de vista material, existen otros mecanismos de transparencia relacionados con el 

lobbying que son ajenos al Registro, como la huella legislativa, que pueden resultar igualmente 

válidos para analizar el impacto de la regulación sobre los grupos de presión. A pesar de que, el 

sitio web del Registro menciona en su sección de condicionalidad y medidas complementarias de 

transparencia la publicación de reuniones con representantes de intereses, el acceso a esta 

información solo es posible a través de la documentación proporcionada por cada una de las 

instituciones. Esto se debe a que la finalidad principal del Registro, según se muestra en su página 

web, reside en “mostrar qué intereses están representados a escala de la UE, por quién y en nombre 

de quién, así como los recursos dedicados a estas actividades de representación de intereses 

(incluido el apoyo financiero, las donaciones, el patrocinio, etc.)”  

La huella legislativa constituye un paso ulterior a nivel analítico respecto a el Registro de 

transparencia, ya que el objetivo de este mecanismo reside en delimitar los procesos concretos 

sobre los que los representantes de intereses actúan. Sobre la práctica, no existe un criterio común 

para la confección de una huella legislativa, sino que las instituciones se guían en base a sus 

propios parámetros. Por ejemplo, el Parlamento Europeo establece en su Reglamento Interno que:  

los diputados deberían publicar en línea la lista completa de las reuniones programadas 

con representantes de intereses que entren dentro del ámbito de aplicación del Acuerdo 

interinstitucional. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4, apartado 6, del anexo I, 

los ponentes, los ponentes alternativos y los presidentes de comisión publicarán en línea, 

para cada informe, la lista completa de las reuniones programadas con representantes de 

intereses que entren dentro del ámbito de aplicación del Acuerdo interinstitucional (Art. 

11.3). 

Además, la Decisión de la Mesa de 4 de julio de 2016 relativa a la aplicación del Acuerdo 

Interinstitucional sobre el Registro de transparencia introduce el concepto de huella legislativa 

voluntaria para adjuntar a los informes u opiniones, tanto de carácter legislativo como no 

legislativo. Por ende, la huella legislativa de los miembros del Parlamento Europeo solo adquiere 

un carácter de obligatoriedad sobre los individuos que participan en la elaboración del informe de 
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opinión sobre una propuesta legislativa, es decir, el porcentaje de individuos sujetos a esta norma 

será especialmente bajo teniendo en cuenta la existencia de 703 eurodiputados. Por otro lado, la 

información acerca de las reuniones mantenidas con grupos de interés es publicada de manera 

individualizada en las páginas de perfil de cada uno de los parlamentarios y no forma parte del 

Registro de transparencia.  

Según un estudio elaborado por Transparencia Internacional (2022), entre junio de 2019 y julio 

de 2022 fueron publicadas un total de 28.344 reuniones entre representantes de intereses y los 

miembros del Parlamento Europeo. No obstante, se detectaron grandes contrastes en este análisis, 

ya que la difusión de la huella legislativa parecía estar condicionada por la variable territorial; el 

90% de los eurodiputados procedentes de Estados nórdicos como Suecia, Finlandia o Dinamarca 

publicaron información acerca de sus reuniones, mientras que en referencia a países del sur de 

Europa como Chipre o Grecia esta cifra no logró superar el 20%. El porcentaje de eurodiputados 

españoles que publicaron sus reuniones durante ese periodo de tiempo se encuentra en torno al 

54%, por debajo de la media de otros países del entorno como Portugal -62%-, Francia -62%-, 

Bélgica -67%- o Alemania -76%-. 

A continuación, se presentará una figura que muestra el nivel de cumplimiento de la huella 

legislativa voluntaria por parte de 267 diputados en el Parlamento Europeo, según datos 

disponibles hasta el 15 de agosto de 2023. Para esta representación gráfica, los individuos han 

sido agrupados en función del grupo político al que pertenecen y organizados en base a dos 

categorías o clases analíticas: 

• Clase A: se incluye a los eurodiputados que han publicado información sobre sus 

reuniones a lo largo de toda la legislatura o, como mínimo, durante el año 2023. 

• Clase B: se incluye a los eurodiputados que no han publicado ningún tipo de información 

acerca de sus reuniones a lo largo de toda la legislatura.  

La decisión de dicotomizar y presentar los hallazgos obtenidos a través de estas dos categorías 

reside en evitar los posibles sesgos que se hubieran generado a consecuencia de que no todos los 

diputados comenzaron su mandato en el mismo año. En cualquier caso, en el Anexo III de este 

trabajo se mostrará el listado completo de los eurodiputados analizados para este estudio, así 

como, su pertenencia a una de las anteriores categorías, género y grupo político.  
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Figura 5. Publicación de información acerca de las reuniones con representantes de intereses según la 

pertenencia del eurodiputado al grupo político. Fuente: elaboración propia 

 

En términos generales, el nivel de cumplimiento observado a través de los resultados obtenidos 

es considerablemente alto, 195 de los 267 eurodiputados publicaron información acerca de las 

reuniones que han mantenido con grupos o representantes de interés en el ejercicio de sus 

funciones. Esto supone que desde el inicio de la legislatura, un 72,78% de los representantes del 

Parlamento Europeo han decidido adherirse a la normativa voluntaria de difusión de la huella 

legislativa. Ahora bien, si estos datos son agrupados en función del grupo político se podrá 

observar que las dos formaciones de corte ultraconservador o cercanos al euroescepticismo, 

Identidad y Democracia (ID) y los Conservadores y Reformistas (ECR) son aquellos que muestran 

un menor nivel de difusión de información, con un 24,2% y un 53,3% respectivamente. Por su 

parte, el grupo de los No Adscritos (NA) se encontraría en unos valores cercanos con el 40,9%. 

Los tres grupos políticos mayoritarios dentro del Parlamento Europeo, la Alianza Socialista de 

Progresistas y Demócratas (S&D) -94,8%-, el Partido Popular Europeo (EPP) -70,2%- y Renew 

Europe (RE) -87,8%- muestran un alto nivel de cumplimiento, especialmente en el caso de los 

socialistas que solo se encontrarían detrás del grupo de Los Verdes/Alianza Libre Europea 

(GRE/EFA), donde se ha observado un nivel de cumplimiento plenamente íntegro. Así, los datos 

parecen indicar un tendencia a la difusión a partir de esta variable política, ya que otro grupo de 

carácter progresista como el Grupo Confederal de la Izquierda Unitaria Europea-Izquierda Verde 

Nórdica (GUE/NGL) se muestra en torno al 83,3%. Por otro lado, no parecen mostrarse grandes 

diferencias en términos de género; mientras que el porcentaje entre los hombres es del 70,81%, 
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prácticamente idéntico a la media global, entre las mujeres es ligeramente superior con un 

76,42%. 

 

Figura 6. Publicación de información acerca de las reuniones con representantes de intereses según el 

país de procedencia del eurodiputado. Fuente: elaboración propia 

 

Por último, no se han observado grandes contrastes o tendencias en función de la variable 

territorial, que ha mostrado un nivel medio de cumplimiento del 77,4%, destacando únicamente 

el bajo porcentaje de los eurodiputados búlgaros -25%-. En un principio, estas series de resultados 

no pueden ser directamente comparados con los del estudio abordado por Transparencia 

Internacional, ya que no ha sido planteado sobre el mismo periodo temporal. No obstante, ambos 

resultados muestran de forma muy clara que la variable relacionada con el grupo político adquiere 

un papel relevante sobre la huella legislativa. En suma, a pesar de que este mecanismo sea 

voluntario en el Parlamento Europeo, su alto grado de cumplimiento por parte de los 

eurodiputados parece generar las bases para un ecosistema de transparencia.  

Ahora bien, dada la falta de obligación a seguir unos criterios específicos sobre el tipo de 

información publicada, no todos los eurodiputados serán igual de exhaustivos en su labor 

recopilatoria. Mientras que en algunos casos solo se presentará información básica acerca de la 

reunión, como el nombre del representante, la fecha y el lugar, en otros casos se podrá llegar a 

encontrar información de peso como el procedimiento legislativo específico sobre el que ha 

versado el encuentro. Sea como fuere, el Parlamento Europeo tiene un extenso camino por 

recorrer hasta alcanzar los estándares de la Comisión Europea, que como se mostrará a 

continuación, es mucho más estricta en la difusión de la huella legislativa. 
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Presidencia 2019 2020 2021 2022 2023 Total 

Úrsula von der Leyen 1 30 20 20 9 80 

Vicepresidencias 2019 2020 2021 2022 2023 Total 

Frans Timmermans – Pacto Verde Europeo 5 123 75 57 33 293 

Věra Jourová - Valores y Transparencia 2 86 48 39 31 206 

Margrethe Vestager - Competencia 11 48 32 33 33 157 

Valdis Dombrovskis - Comercio 2 53 43 20 21 139 

Margaritis Schinas - European Way of Life 3 37 39 34 22 135 

Maroš Šefčovič - Relaciones Institucionales y Administración 1 21 9 12 13 56 

Dubravka Šuica - Democracia y Demografía 0 9 10 13 3 35 

Josep Borrell Fontelles - Alto Representante 1 3 1 0 3 8 

Resto de comisarios 2019 2020 2021 2022 2023 Total 

Thierry Breton - Mercado Único 1 150 132 83 56 442 

Nicolas Schmit - Empleo y Derechos Sociales 8 95 70 68 31 272 

Mairead McGuinness - Estabilidad Financiera, Servicios 

Financieros y Unión de los Mercados de Capitales 
0 20 147 74 18 259 

Kadri Simson - Energía 3 67 52 35 43 200 

Virginijus Sinkevičius - Medioambiente, Océanos y Pesca 2 63 45 37 26 173 

Janusz Wojciechowski - Agricultura 0 37 29 33 40 139 

Didier Reynders - Justicia 0 52 33 20 15 120 

Adina Vălean - Transporte 1 60 32 19 7 119 

Stella Kyriakides - Sanidad y Seguridad Alimentaria 0 83 22 6 5 116 

Jutta Urpilainen - Asociaciones Internacionales 1 25 27 31 5 89 

Johannes Hahn – Programación Financiera y Presupuestaria 2 14 27 23 21 87 

Ylva Johansson - Asuntos de Interior 1 31 15 19 7 73 

Paolo Gentiloni - Asuntos Económicos y Monetarios 0 34 5 17 14 70 

Helena Dalli - Igualdad 1 27 20 12 5 65 

Olivér Várhelyi - Política de Vecindad y Adhesión 0 9 13 15 11 48 

Elisa Ferreira - Cohesión y Reformas 0 16 10 5 3 34 

Janez Lenarčič - Gestión de Crisis 1 14 8 7 3 33 

Tabla 6. Número de reuniones mantenidas anualmente por la Comisión Europea a fecha de 15/08/2023. 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Comisión Europea 
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Según se estableció en las Decisiones de la Comisión 2014/838/UE y 2014/839/UE, de 25 de 

noviembre de 2014, los miembros de la Comisión Europea deberán hacer pública la información 

relativa a todas las reuniones que mantengan ellos mismos y los miembros de sus gabinetes con 

entidades o representantes de intereses. Además, esta información es puesta a disposición de la 

ciudadanía en los perfiles de cada uno de los comisarios europeos, pudiendo acceder a un archivo 

específico si así se desea. Como consecuencia, en las Tabla 6 se ha mostrado el número de 

reuniones que los comisarios europeos han mantenido a lo largo de su mandato, destacando en 

amarillo el año en el que se observa un mayor número de encuentros. 

A nivel global y a fecha de 15 de agosto de 2023, puede observarse que tanto en el grupo general 

de comisarios, como entre aquellos que ocupan una cartera con rango de vicepresidencia, el año 

2020 fue aquel en el que más reuniones llevaron a cabo con grupos de interés, concretamente para 

19 de 27 comisarios. Durante ese mismo año se registró un total de 1207 encuentros con 

representantes de intereses, lo que supone en torno al 35,2% de todas las reuniones que han tenido 

lugar a lo largo de la legislatura. Si a la anterior cifra se le suman los datos registrados durante el 

año 2021 -28,1%-, en solo dos años habrían tenido lugar 63,3% de las reuniones. Esta dinámica 

podría estar especialmente determinada por un aumento de los encuentros en formato telemático 

a razón de la pandemia de la Covid-19. 

En términos competenciales destacan por encima del resto los comisarios Thierry Breton, Frans 

Timmermans, Věra Jourová, Nicolas Schmit y Mairead McGuinness, todos ellos relacionados 

con la gestión de políticas económicas, financieras o de regulación medioambiental, lo que genera 

un alto impacto sobre las empresas. El dominio de las anteriores competencias sobre la 

intermediación de intereses resulta bastante lógico, según los datos del Registro de transparencia 

el 46,2% de los grupos de interés representaba los intereses comerciales de empresas u otros 

grupos comerciales. Si este conjunto de datos es analizado de manera individualizada, podrá 

observarse otra serie de variables más allá del número anual de encuentros registrados. En este 

sentido, se decidió emprender un análisis particular sobre las tendencias mostradas por el 

comisario de Mercado Único, Thierry Breton.  

En términos generales, destaca el elevado porcentaje de reuniones mantenidas a través de un 

formato telemático, que alcanza el 59,95% y representa un total de 265 sobre los 442 encuentros 

registrados. La mayor parte de estas reuniones a través de formato telemático se agruparon en dos 

años específicos, 2020 y 2021, registrando un total de 232 encuentros. Sobre el número general 

de reuniones, se han detectado un total de 297 entidades o agrupaciones de entidades distintas, lo 

que implica que mantuvo una media de 1,5 encuentros con cada una de ellas. Intel Corporation 

fue la organización con la más reuniones matuvo -10-, seguida por Google -6-, Bundesverband 

der Deutschen Industrie e.V -6-, BUSINESSEUROPE -6- o Airbus -5-. 
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Presidencia 2019 2020 2021 2022 2023 Total 

Úrsula von der Leyen 15 204 153 147 115 634 

Vicepresidencias 2019 2020 2021 2022 2023 Total 

Frans Timmermans - Green Deal 17 591 515 433 203 1759 

Margrethe Vestager - Competencia 4 255 256 273 213 1001 

Valdis Dombrovskis - Comercio 9 147 205 177 135 673 

Věra Jourová - Valores y Transparencia 5 103 127 128 68 431 

Margaritis Schinas - European Way of Life 3 73 55 48 42 221 

Dubravka Šuica - Democracia y Demografía 0 69 61 33 20 183 

Maroš Šefčovič - Relaciones Institucionales y Administración 1 29 3 40 44 117 

Josep Borrell Fontelles - Alto Representante 0 26 11 12 18 67 

Resto de gabinetes 2019 2020 2021 2022 2023 Total 

Thierry Breton - Mercado Único 1 226 348 270 176 1021 

Mairead McGuinness - Estabilidad Financiera  0 64 310 260 145 779 

Nicolas Schmit - Empleo y Derechos Sociales 8 182 132 121 75 518 

Adina Vălean - Transporte 2 188 128 102 90 510 

Kadri Simson - Energía 5 119 123 121 121 489 

Janusz Wojciechowski - Agricultura 1 147 86 109 87 430 

Virginijus Sinkevičius - Medioambiente, Océanos y Pesca 4 143 118 111 52 428 

Jutta Urpilainen - Asociaciones Internacionales 4 92 97 96 51 340 

Didier Reynders - Justicia 2 140 71 48 44 305 

Stella Kyriakides - Sanidad y Seguridad Alimentaria 0 64 45 56 43 208 

Paolo Gentiloni - Asuntos Económicos y Monetarios 0 85 41 33 13 172 

Ylva Johansson - Asuntos de Interior 0 57 51 43 11 162 

Janez Lenarčič - Gestión de Crisis 1 60 31 21 13 126 

Johannes Hahn – Programación Financiera y Presupuestaria 1 35 27 27 31 121 

Elisa Ferreira - Cohesión y Reformas 0 43 31 27 18 119 

Helena Dalli - Igualdad 1 39 13 42 19 114 

Olivér Várhelyi - Política de Vecindad y Adhesión 0 10 6 14 18 48 

Tabla 7. Número de reuniones mantenidas anualmente por la Comisión Europea a fecha de 15/08/2023, 

gabinetes de los comisarios. Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Comisión Europea 
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Si bien es cierto que la información expuesta en la Tabla 6 podría resultar adecuada para esbozar 

un esquema general acerca de los comisarios que adquieren mayor relevancia en la intermediación 

de intereses, la realidad es que como se apuntaba en el marco teórico, la mayor parte del trabajo 

en la Comisión Europea tiene lugar en las instancias inferiores. Por ello, si se observa la Tabla 7 

podrá percatarse de que el número de encuentros anuales mantenido anualmente por los gabinetes 

de los comisarios es notablemente superior al de los propios comisarios europeos. En este caso, a 

fecha de 15 de agosto de 2023, se registraron un total de 10.976 reuniones entre los gabinetes y 

los representantes de intereses. 

De igual modo que sucedía anteriormente, el 56,75% de las reuniones totales se agruparon entre 

los años 2020 y 2021, denotando una clara influencia de la pandemia sobre el aumento de la 

intermediación entre la Comisión Europea y los representantes de intereses. En este caso, además 

de los comisarios de mercado único, comercio y estabilidad financiera, vuelve a cobrar especial 

relevancia el gabinete del comisario del Pacto Verde Europeo, Frans Timmermans, que de forma 

individual representaría el 16% de todas las reuniones con los gabinetes de los comisarios. 

Asimismo, 1207 de los 1759 encuentros mantenidos por este gabinete específico fueron a través 

de un formato telemático, ya sea por videoconferencia o por llamada de teléfono.  

En términos de dominio, se ha registrado una media de 1,7 encuentros con un total 1014 entidades 

o grupos de entidades, destacando por encima del resto las siguientes organizaciones y su número 

de encuentros: European Federation for Transport and Environment -30-, Third Generation 

Environmentalism Ltd -18-, Climate Action Network Europe -15-, Stichting Imagine Foundation 

-14-, Shell Companies -13- o Institute for European Environmental Policy -13-. La mayor parte 

de estas entidades se constituyen como organizaciones no gubernamentales, sin embargo, entre 

ellas también se encuentran grandes compañías petroleras o grupos empresariales relacionados 

con la fabricación de vehículos de transporte. No obstante, la Comisión no proporciona 

información directa acerca de cuál es la misión u objetivos generales de estas organizaciones, por 

lo tanto, este apartado quedaría disperso en el Registro de transparencia. 

Como consecuencia de la forma en la que la Comisión Europea codifica estos datos, no es posible 

obtener conclusiones certeras a cerca de cuales fueron los temas tratados durante las reuniones. 

Esto se debe a que los datos son introducidos de forma manual y no siguen un patrón específico 

para ser codificados, por ejemplo, varios encuentros que hayan tratado sobre un mismo proceso 

legislativo pueden estar registrados de distinta forma. En cualquier caso, en el archivo 

proporcionado por la Comisión puede observarse con frecuencia la repetición de varias iniciativas 

específicas como aquellas relacionadas con la reforma del mercado eléctrico o el marco de la 

propuesta legislativa para crear sistemas alimentarios sostenibles. 
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Más adelante se abordará la limitación que este factor ha supuesto para la investigación, pero 

independientemente de ello, este sistema de registro acerca de la huella legislativa en la Comisión 

Europea supone un verdadero retroceso en términos de transparencia. A pesar de que los 

miembros de esta institución parecen guiarse por unos altos estándares y publican toda la 

información requerida según la normativa específica, su acceso y tratamiento carece de 

operatividad e impide establecer grandes conclusiones. De igual forma, esta dinámica era también 

constatada en la difusión de la huella legislativa por los diputados del Parlamento Europeo, de 

manera que lo que es constituido como un mecanismo de transparencia se acaba reduciendo a una 

simple y poco accesible recopilación de datos. 

En resumen, se puede concluir que la Unión Europea ha establecido un sistema de supervisión y 

transparencia del lobbying que es asimétrico y, en ciertos aspectos, incompleto. Aunque las 

normativas que regulan a los grupos de presión otorgan mayor importancia a la dimensión 

relacionada con transparencia, los mecanismos que las respaldan en la práctica son frágiles o 

necesitan ser revisados. Asimismo, esta situación se manifiesta de forma paralela en los principios 

que rigen el control de los grupos de presión, los cuales carecen de un verdadero poder coercitivo 

para garantizar su cumplimiento.   

5. DISCUSIÓN 

En el mes de diciembre de 2022, la integridad de las instituciones de la Unión Europea se vio 

gravemente afectada por la publicación de un escándalo de corrupción de Catar en el Parlamento 

Europeo. El denominado, Qatargate, no solo ha representado uno de los mayores casos de 

corrupción acontecidos en el entorno europeo, sino que su principal mecanismo de actuación se 

produjo a través del ejercicio del lobbying por parte de regímenes autoritarios. Una situación que, 

además, no es nueva; Corporate Europe Observatory (2015) ya había denunciado años antes la 

concurrencia de esta dinámica en Bruselas, resaltando el papel de los grupos de presión, las 

agencias de relaciones públicas y los bufetes de abogados en la organización de estrategias de 

influencia en nombre de Estados como Nigeria, Rusia, Kazajistán o Azerbaiyán. 

Más allá de las implicaciones políticas y estratégicas que este suceso pudiera haber tenido en 

relación a la posición condicionada del Parlamento Europeo ante la situación de los derechos 

humanos en Catar, este caso ha puesto en relieve la búsqueda de influencia por parte de terceros 

Estados mediante el soborno de activos europeos. Según confesó Francesco Giorgi, compañero 

de la eurodiputada y vicepresidenta del Parlamento, Eva Kaili, él formó parte de una organización 

financiada por Catar y Marruecos para ejercer presión sobre asuntos europeos (Gil, 2022). Por 

ello, organizaciones como Transparencia Internacional (2023a) concluyen que este suceso pone 
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de manifiesto un problema no abordado de forma amplia en la discusión sobre los grupos de 

presión: 

No solo las empresas, sino también los Estados extranjeros pueden querer influir en la 

adopción de decisiones públicas de otros Estados. Sin duda, no se trata de cuestiones 

diplomáticas, como se las intenta presentar, sino de hechos que van mucho más allá 

utilizando el soborno como medio para lograr los objetivos pretendidos (p.15). 

El estudio de caso elaborado por Quintana (2023) ha revelado como las estrategias de 

comunicación de los grupos de presión muestran una tendencia a filtrarse en el discurso mediático, 

de tal manera que acaba influyendo en la forma en la que los medios describen a estas entidades. 

Así, el relato o la narrativa acerca del Qatargate también habría sufrido un proceso de framing, 

siendo expuesto por la mayoría de los medios de comunicación como un fenómeno de corrupción 

anómalo en la Unión Europea. En cualquier caso, como recoge el artículo de Sanhermelando 

(2022), la Presidenta de la Comisión Europea respondió firmemente a este suceso, señalando 

como las acusaciones contra la vicepresidenta del Parlamento Europeo eran “muy graves y 

preocupantes. Se trata de la confianza de la gente en nuestras instituciones, que requiere los 

estándares más elevados de independencia e integridad” (Párr. 3). 

Como consecuencia de los anteriores hechos, la Comisión Europea presentó durante el 8 de junio 

de 2023, una propuesta de acuerdo para el establecimiento de normas éticas comunes a través de 

un órgano interinstitucional específico, el denominado EU Ethics Body, cuya creación ya había 

sido planteado al inicio de la legislatura en 2019. Sobre el papel, este nuevo mecanismo de control 

establecerá estándares aplicables a todos los sujetos del entorno institucional europeo, es decir, 

buscará fomentar un comportamiento ético y transparente de forma coordinada por primera vez 

en la historia europea. Según ha sido establecido en el tercer apartado de la propuesta publicada 

por la Comisión [COM (2023) 311], el nuevo organismo cumplirá tres funciones principales: 

desarrollar normas mínimas comunes aplicables a todas las instituciones y sus miembros, 

fomentar la revisión de los criterios éticos y promover la cooperación interinstitucional en 

materias relacionadas con la conducta de sus miembros. 

Asimismo, la Comisión propone el establecimiento de ocho normas o estándares comunes que 

tienen como objetivo Respecto a la cuestión específica de los grupos de presión o la relación entre 

los representantes de intereses y los sujetos institucionales cabe destacar dos de estos principios. 

Por un lado, se plantea la necesidad de desarrollar criterios mínimos, además de ampliar y 

estandarizar todas las medidas de condicionalidad y transparencia que se contemplan en el 

Acuerdo Interinstitucional por el que se crea el Registro de transparencia obligatorio. Por otro 

lado, se propone la creación de estándares regulatorios relacionados con la actividad posterior al 

mandato de los miembros institucionales, es decir, prevenir la fuga de información privilegiada, 
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el ejercicio de competencia desleal o el conflicto general de intereses mediante un fenómeno de 

puertas giratorias. 

A pesar de que la propuesta contempla el futuro desarrollo de normas para el seguimiento y la 

evaluación del comportamiento ético, la realidad es que el impacto que este nuevo mecanismo 

pueda ejercer sobre la actividad del lobbying se prevé bastante escaso, al menos a corto plazo. 

Como ha publicado recientemente Fox (2023), el nuevo organismo ético solo contará con tres 

empleados en plantilla y un presupuesto inicial de 600.000€, proveniente de las sumas de dinero 

requisadas en el proceso judicial del Qatargate. De igual modo, tampoco debe olvidarse que la 

propuesta publicada por la Comisión Europea todavía debe ser aprobada por el Consejo y el 

Parlamento, que según las informaciones de Rankin (2023) o Gwyn (2023) valora de forma 

insatisfactoria el documento provisional. 

En un principio, este organismo tampoco contará con capacidad o poderes coercitivos, ya que 

estos son atribuidos por los Tratados a instituciones específicas, en particular al Tribunal de 

Justicia de la UE como un tribunal independiente. Además, esta facultad entraría en conflicto con 

otros organismos de control como la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude y la Fiscalía 

Europea. En el año 2006, este problema ya fue identificado como una de las principales líneas de 

actuación por el Libro Verde sobre una iniciativa en favor de la transparencia, señalando como 

un modelo realista consistiría en “un sistema de control y sanciones que deberá aplicarse en caso 

de registro incorrecto y/o infracción del código de conducta” (p.10). Todo ello plantea un 

escenario en el que, ante la falta de acuerdo entre los actores involucrados, el sistema de control 

y transparencia del lobbying seguiría sin abordar algunas de sus mayores debilidades.  

5.1 Valoración de la hipótesis según los indicadores analizados  

Durante el desarrollo de esta investigación, se ha constatado la presencia de notables disparidades 

en el diseño concebido por las instituciones europeas para lograr una adecuada intermediación de 

intereses, al mismo tiempo que buscan establecer un conjunto de criterios destinados al control y 

la transparencia de los grupos de presión. En términos generales, la definición de las actividades 

constitutivas del lobbying y, más precisamente, la delimitación de las actividades exentas del 

requisito de registro emerge como una de las principales deficiencias de este sistema. Así, esta 

situación ha creado un contexto en el que la regulación actual no logra ejercer una protección 

efectiva de la democracia europea frente a la interferencia de terceros estados en el proceso 

legislativo. 

A pesar de que el Artículo 4 del AIRTO contempla como actividad sujeta a la normativa vigente 

aquella que sea realizada por entidades jurídicas, oficinas, redes o intermediarios en 

representación de terceros países, esta disposición resulta insuficiente para prevenir que los 
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grupos de presión actúen al servicio de intereses extraeuropeos. En un principio, la participación 

extranjera no tendría por qué ser perjudicial para la democracia, el conflicto surge cuando los 

grupos de presión actúan en nombre de actores que no adoptan los mismos criterios éticos 

definidos por la propia Unión Europea, como es el caso de los regímenes autoritarios. Este 

escenario es difícil de abordar desde una perspectiva ajena a la política exterior, pero logra 

evidenciar que el sistema de control del lobbying se encuentra incompleto. 

Desde un punto de vista exclusivamente relacionado con el diseño del sistema regulatorio, no 

puede considerarse de forma inequívoca y concisa que la normativa europea constituya un 

ejemplo de sistema de alta regulación. En primer lugar, el AIRTO no establece un criterio de 

registro verdaderamente obligatorio para los grupos de presión. Si bien las medidas de 

condicionalidad representan un gran avance para limitar el ejercicio de ciertas actividades en el 

contacto con las instituciones, sobre la práctica, siguen existiendo incentivos para actuar fuera de 

los cauces oficiales. La ausencia de posibles consecuencias o sanciones con rangos legales ante 

el incumplimiento de las medidas de condicionalidad hacen que el Registro de transparencia de 

la Unión Europea continúe sin ser vinculante. En otras palabras, los grupos de presión que 

presenten una declaración incompleta o que simplemente actúen sin estar registrados no estarían 

incurriendo en una infracción legal. 

En segundo lugar, los criterios de difusión de información financiera establecidos sobre los 

potenciales declarantes del Registro de transparencia ejercen una discriminación positiva sobre 

las entidades que no representan intereses comerciales, generando otro punto de conflicto sobre 

la normativa. Las regulaciones del lobbying que obligan a todas las entidades involucradas a 

registrar y divulgar información operativa, pueden imponer una carga administrativa 

desproporcionada entre los grupos de la sociedad civil, que suelen tener recursos limitados. Por 

ejemplo, la Ley de Lobby del Reino Unido de 2014 requiere que las organizaciones benéficas se 

registren como promotores no afiliados si superan ciertos umbrales de gasto durante los periodos 

electorales. Como se indica desde Transparencia Internacional (2023b) esta regulación ha 

reducido la capacidad de las organizaciones con fines sociales para representar a sus beneficiarios 

y ha desviado recursos significativos hacia el cumplimiento normativo en lugar de sus actividades 

centrales. 

El problema es que, según la normativa europea actual, las organizaciones no gubernamentales 

que sean financiadas por terceros estados pueden actuar como sus intermediarios y posibilitar que 

ejerzan presiones poco éticas sobre los representantes europeos sin consecuencias jurídicas, tal y 

como ha sucedido con el Qatargate. Este conflicto específico sí que es abordado en otros sistemas 

como el de Estados Unidos, donde la Ley de Registro de Agentes Extranjeros requiere que todos 

los políticos de terceros países y sus representantes de intereses se registren y detallen su trabajo 

con los legisladores de EE. UU., incluidos cualquier contrato formal y tarifas, en un sitio web de 
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acceso público. Además, desde un punto de vista de la competencia, las organizaciones que si 

representan intereses comerciales se pueden ver perjudicadas por el papel dominante que pueden 

alcanzar las ONG ante la falta de supervisión. Por lo tanto, bajo el criterio de los indicadores I y 

II el sistema europeo no puede ser considerado de regulación alta. 

En tercer lugar, se ha podido constatar una acusada falta de criterios o grados mínimos de 

estandarización en las normas de conducta y transparencia que los miembros que forman parte de 

las instituciones europeas deben seguir en su mandato. Esta ausencia de criterios comunes 

produce una grave disparidad en la manera en la que el lobbying puede desarrollarse dentro de la 

Unión Europea. Así, mientras que el Consejo se erige como una institución prácticamente opaca, 

la Comisión se guía por unos principios éticos aparentemente más desarrollados y trata de 

instaurar un ecosistema de transparencia a lo largo de su cadena de mando. Por otro lado, se 

encuentra la incongruencia del Parlamento Europeo, que tras la reforma del Tratado de Maastricht 

adquiere un papel de peso sobre el proceso legislativo y sus activos políticos se convierten en 

objetivos potencialmente similares a los de la Comisión, sin embargo, las normas de conducta por 

las que el Parlamento se guía no contemplan los mismos principios. 

Precisamente, este último factor se encuentra fuertemente relacionado con un alto grado de 

exposición ante el desarrollo de conflictos de intereses o escenarios de puertas giratorias. A pesar 

de que la Comisión Europea contempla un periodo lógico de enfriamiento o reflexión de dos años, 

esta disposición no ha sido observada en ningún otro código de conducta relativo al Parlamento 

Europeo, y mucho menos en el Consejo. Ahora bien, que la normativa contemple disposiciones 

dirigidas a prevenir los conflictos de intereses no garantiza o se traduce de forma sistemática en 

su cumplimiento por parte de los actores involucrados. Un ejemplo ilustrativo es el caso de Neelie 

Kroes, ex vicepresidenta de la Comisión y ex comisaria de Competencia y Agenda Digital, quien 

aparentemente obvió el período de reflexión de 18 meses -posteriormente extendido a dos años- 

en el año 2016 para actuar en favor de una empresa privada como Uber, de tal manera que ha sido 

vinculada al caso de corrupción mencionado al inicio de este trabajo (Jiménez, 2022). 

Como se ha expuesto al inicio de este apartado, en teoría, la respuesta que la Comisión Europea 

ha planteado para subsanar esta deficiencia institucional es el EU Ethics Body. No obstante, su 

estructura competencial seguiría sin abogar por la implementación de verdaderos mecanismos 

coercitivos que habiliten la imposición de sanciones. Además, la propuesta de la Comisión 

Europea para la creación de dicho organismo no aborda la extensión de los estándares éticos sobre 

el personal de las instituciones. Por lo tanto, los grupos de presión podrían seguir ejerciendo su 

influencia los activos institucionales sin enfrentar repercusiones por el incumplimiento de una 

conducta ética, al igual que el propio personal europeo, que tampoco estaría sujeto a sanciones 

legalmente vinculantes. En consecuencia, si la respuesta de la Unión Europea ante los grupos de 
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presión es valorada específicamente en términos de control, el estado de los indicadores III y IV 

dista de ser una normativa propia de un sistema de alta regulación. 

En el plano de la transparencia también se han observado grandes contrastes, especialmente en 

cuanto a la funcionalidad de los mecanismos que emanan de las normativas previas. Bajo esta 

dimensión se ha podido constatar una alta predisposición por parte de los actores involucrados a 

acercar el proceso de lobbying a la ciudadanía, por ello, se puede valorar en sentido positivo la 

profundidad de la información proporcionada tanto por los representantes de intereses como por 

los representantes institucionales. Más allá de que resulte imperativo lograr que esta labor de 

transparencia se adhiera a las actividades del Consejo de la UE, la información publicada por el 

Registro de transparencia, el Parlamento Europeo y, sobre todo, la Comisión Europea, permitiría 

a los ciudadanos tener conocimiento acerca de los contactos entre las instituciones y los grupos 

de interés, así como, la naturaleza y características de estos últimos. 

A pesar de que el anterior indicador pueda enmarcarse dentro de un sistema de alta regulación, la 

noción referente a la capacidad de seguimiento ciudadano sobre estos procesos debe expresarse 

en términos condicionales. En este sentido, debe recordarse que según las propias instituciones 

europeas la transparencia en el ámbito de los grupos de presión debe estar relacionada con la 

capacidad institucional de mantener un diálogo abierto y regular con las asociaciones 

representativas y la sociedad civil, es decir, los ciudadanos deben tener acceso efectivo a las 

singularidades del procedimiento legislativo. El estado de este factor se muestra claramente 

deficiente; el alto nivel de difusión acerca de la huella legislativa en el Parlamento y la Comisión 

se vuelve infructífero ante una mala política de gestión de los datos. 

En este sentido, mientras que el estado de los indicadores V y VI puede instaurarse dentro de los 

estándares de un sistema de regulación alta, las características del indicador VII continúan 

mostrando una serie de deficiencias integrales más propias de sistemas incompletos. Uno de los 

aspectos más comunes que se han observado a lo largo de la investigación es el alto grado de 

dispersión de la información, es decir, a pesar de existir un Registro de transparencia común que 

ofrece la posibilidad de establecer un banco de datos unificado, gran parte de la información se 

encuentra en apartados específicos de otros sitios webs. Este factor no solo dificulta la labor de 

investigación, sino que puede generar confusión a la hora de plantear una búsqueda sobre 

información específica. 

En primera instancia, el seguimiento activo sobre un actor o representante concreto es posible, 

sin embargo, cuando se trata de aplicar este propósito bajo una perspectiva a gran escala, el rastreo 

pasa a ser materialmente inaccesible. Por ejemplo, si un ciudadano quisiera tener conocimiento 

acerca de los grupos de presión o representantes de intereses que han participado a lo largo de 

todo el procedimiento de aprobación de una política pública específica, donde se incluye el 
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contacto con los representantes políticos y el personal laboral de las instituciones, no tendría 

acceso directo a dicha información. Asimismo, en el hipotético caso de que hubiera logrado 

detectar los mecanismos donde se recopila dicha información a través de un examen 

individualizado, no podría compilar los datos en un formato accesible o la codificación de estos 

sería errónea. 

En esta misma línea, resulta especialmente alarmante el caso de la Comisión Europea, donde el 

nivel de cumplimiento referente a la obligación de publicar la huella legislativa no solo es íntegro, 

sino que además los datos anexados a cada una de las reuniones son altamente relevantes, sin 

embargo, la ausencia de un criterio único sobre su recopilación impide su estudio en profundidad. 

Además, teniendo en cuenta que la Comisión Europea es el organismo que mayor nivel de 

influencia recibe por parte de los grupos de presión, no puede considerarse que las instituciones 

estén llevando a cabo una intermediación de intereses completamente abierta más allá de un plano 

teórico o potencial. 

Por todo ello, el sistema europeo de regulación de los grupos de presión debe enmarcarse en un 

ideal de tipo medio, dónde se desarrolla una base constitutiva sólida, pero no termina de ser 

acompañada por mecanismos que logren materializar los objetivos de las normativas. De igual 

forma, la falta de profundidad constatada en el estado de cinco de los siete indicadores 

establecidos, así como, la incapacidad de protección ante el lobbying encubierto de terceros 

estados validaría la hipótesis de este trabajo: el sistema institucional de la Unión Europea no logra 

desarrollar un sistema de control y transparencia exhaustivo sobre la actividad de los grupos de 

presión, sino que los avances aplicados en esta materia presentan lagunas que lo hacen ser 

inefectivo. 

6. CONCLUSIONES 

Los campos de la teoría organizacional y la sociología organizativa hacen uso del término 

isomorfismo institucional para describir el proceso mediante el cual las organizaciones tienden a 

adoptar estructuras, prácticas, rutinas y comportamientos similares debido a la presión o la 

influencia externa del entorno en el que operan. En un sentido más específico, el isomorfismo de 

tipo coercitivo describe un escenario en el que el desarrollo de una organización se ha producido 

como resultado de los procesos de influencia formal e informal generadas por otras entidades de 

las cuales la organización es dependiente. A lo largo del presente trabajo se ha podido constatar 

como una de las características fundamentales en la actividad de las instituciones europeas es el 

desarrollo de un alto grado de permeabilidad a las demandas procedentes de la sociedad civil y el 

mundo empresarial. 
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La delimitación y análisis sobre las normas que ejercen un control sobre los grupos de presión en 

el entorno europeo ha posibilitado la identificación de un sistema de regulación de carácter 

asimétrico y condicionado por diversos factores, entre ellos lo que podría ser sintetizado como un 

proceso consciente de isomorfismo institucional. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que la 

falta de legitimidad democrática o accountability asociada a la Unión, sustentada en la teoría de 

autores como Moravcsik (2004), junto con la necesidad de complementar los recursos propios 

con capital intelectual procedente de actores extrainstitucionales, identificada por Coen y 

Richardson (2009) o Bouwen (2011), han desarrollado una relación de intercambio de bienes 

entre sujetos interdependientes. Asimismo, las particulares características del reparto 

competencial y la división de poderes entre las principales instituciones europeas han acabado 

determinando la forma en la que los grupos de presión se relacionan con la Unión Europea. 

Como resultado de este contexto, se ha observado que las principales características del sistema 

europeo de regulación de los grupos de presión guardan una mayor vinculación con las demandas 

de apertura institucional y las necesidades materiales de sus organizaciones internas, que con la 

búsqueda de un verdadero control sobre estos grupos. Por ende, el proceso de isomorfismo 

institucional se habría producido como respuesta a la influencia ejercida por los ciudadanos y los 

grupos de presión, pero al mismo tiempo, la Unión Europea modulaba su grado de permeabilidad 

siendo consciente de las limitaciones que las instituciones sufren para alcanzar sus propios 

objetivos. Además, todo ello puede enmarcarse bajo un proceso paralelo de rigidez institucional 

o path dependency, en el que los cambios introducidos por las reformas de los Tratados han 

condicionado el rediseño posterior del sistema regulatorio de los grupos de presión. 

En relación con lo anterior, surgen determinadas implicaciones desde el punto de vista de la 

igualdad de acceso a las instituciones. Si bien se ha corroborado como la Unión Europea decide 

abogar por un modelo de intermediación de intereses pluralista -véanse el Libro Verde sobre una 

iniciativa en favor de la transparencia o el Tratado de Lisboa-, la ausencia de un sistema 

regulatorio profundamente desarrollado ha generado un ecosistema más propicio a la 

proliferación del corporate lobbying. Además, en virtud de los Tratados constitutivos, la 

integración de las asociaciones representativas debe conformar una de las premisas fundamentales 

para reflejar la visión de los ciudadanos en las políticas públicas. En este sentido, algunas de las 

deducciones planteadas por Sartori (1995), ya sostenían que un sistema donde no existiera la 

competencia entre grupos o dicha competencia quedara reducida a la acumulación de recursos, es 

decir, que no estuviera basado en la igualdad, no podía ser considerado como pluralista.  

En un principio, el anterior escenario no puede ser asociado íntegramente a la Unión Europea, por 

ejemplo, se ha observado como las organizaciones no gubernamentales se imponen a las 

organizaciones del sector empresarial en materias como el Pacto Verde Europeo. No obstante, la 

constatada falta de criterios comunes entre las instituciones puede inducir a el dominio de los 
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national champions en el Consejo o de las corporaciones multinacionales en la Comisión 

Europea. Así, desde que los datos empiezan a ser registrados, solo puede encontrarse una entidad 

que no represente intereses comerciales –WWF European Policy Programme- entre las diez 

organizaciones que más encuentros han mantenido con altos cargos de la Comisión Europea 

(LobbyFacts, 2023). La cuestión fundamental es que este contexto vendría impuesto por una 

cultura política de regulación mínima, donde se han desarrollado acciones dirigidas a la 

normativización del lobbying que, sin embargo, no han sido fortalecidas con poderes o 

mecanismos de coerción. 

En consecuencia, el sistema regulatorio de los grupos de presión termina careciendo de una 

capacidad efectiva para garantizar la plena integración de todos los actores en el sistema político, 

entendida como el acceso equitativo a las instituciones. De igual forma, este escenario se repite 

desde el punto de vista del control y la transparencia, donde se ha observado una gran influencia 

de la asimetría institucional. Mientras que la Comisión Europea impone reglas estrictas para evitar 

los conflictos de intereses y garantizar la monitorización de la actividad de sus miembros, el 

Parlamento Europeo y, especialmente, el Consejo de la Unión Europea deben seguir avanzando 

en la consecución de un modelo de intermediación de intereses sólido y abierto a la ciudadanía. 

Asimismo, esta característica representaría una de las mayores incongruencias en el sistema 

regulatorio del lobbying.    

A pesar de que, como forma de legitimación de su sistema político, las instituciones de la Unión 

Europea deciden otorgar una mayor relevancia a la dimensión de la transparencia, no existe un 

patrón homogéneo entre las medidas que se aplican en el triángulo institucional acerca de esta 

cuestión. Sobre la práctica, este factor acaba generando una acusada falta de capacidad de 

seguimiento sobre el proceso legislativo. Si a la anterior variable se le suma a una débil 

configuración de estándares éticos o imposición de códigos deontológicos sobre los 

representantes institucionales, junto con la omisión de sanciones legalmente vinculantes sobre el 

incumplimiento del Acuerdo Interinstitucional que introduce un sistema de registro obligatorio, 

se desarrolla un sistema de regulación de los grupos de presión incompleto o no exhaustivo. 

En el año 1736, el célebre político y pensador estadounidense Benjamin Franklin introdujo el 

proverbio “the rotten apple spoils his companion” (1914, p.61) para señalar como la influencia 

negativa de un sujeto podía afectar a un grupo o entorno completo. En realidad, esta reformulación 

procedía del refrán popular utilizado en el mundo anglosajón “one bad apple can spoil the barrel”, 

que en la actualidad ha derivado en un uso completamente opuesto a través de la expresión “a few 

bad apples” (Cunningham, 2020). Esta última expresión es comúnmente empleada en el plano de 

la corrupción para indicar como el comportamiento de unos pocos sujetos no puede ser 

considerado como una conducta representativa de todo un conjunto o sistema. 
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Si bien existen ciertas carencias en relación a la efectividad de sus mecanismos, durante las dos 

últimas décadas se han realizado grandes avances en términos de transparencia, especialmente en 

relación a el registro activo de los grupos de interés. Asimismo, se ha constatado una alta 

predisposición por parte de los representantes europeos a continuar fortaleciendo este proceso de 

apertura. El problema es que, en términos de control, las reformas aplicadas continúan siendo 

insuficientes para garantizar que los grupos de presión actúen de forma ética y en concordancia 

con los ideales de pluralismo asumidos por las propias instituciones. Además, las líneas de 

actuación propuestas para futuras reformas como el EU Ethics Body continuarían sin resolver 

algunas de las principales carencias en este sistema, al menos desde la interpretación de los 

indicadores anteriormente analizados. 

En conclusión, si el Qatargate o los casos de corrupción relacionados con el lobbying en el 

entorno europeo simplemente han representado una de esas pocas manzanas podridas y no 

representan una conducta extrapolable a gran escala es una cuestión debatible. No obstante, lo 

que parece menos discutible es que, actualmente, el barril o sistema que aguarda a los grupos de 

presión se encuentra gravemente debilitado y que dichas manzanas podrían contagiar al resto, 

dando lugar a un fenómeno de corrupción sistémica en el lobbying a nivel europeo o en respuesta 

al título de este trabajo, one bad apple can spoil the barrel. 

6.1 Limitaciones y prospectivas 

Durante el desarrollo de la investigación se ha tratado de establecer un equilibrio entre el 

desarrollo de la técnica cualitativa y aquella referente a la dimensión cuantitativa, sin embargo, la 

naturaleza de los objetivos planteados y, sobre todo, las dificultades a la hora de acceder a datos 

comparables a gran escala han representado un gran limitación sobre este trabajo. Como se ha 

expuesto con anterioridad, los datos referentes a la difusión de la huella legislativa en la Comisión 

Europea representan, potencialmente, una de las informaciones más idóneas para estudiar la 

participación de los grupos de presión en los procesos legislativos y su análisis focalizado podría 

representar la base de futuras líneas de investigación.  

Ahora bien, según la Comisión Europea recopila la información, no cuantifica dentro del número 

de reuniones mantenidas con una organización específica aquellas en las que también hubiera 

otras entidades. Por lo tanto, es muy probable que el número total de reuniones llevadas a cabo 

con altos cargos de la Comisión Europea por las organizaciones citadas en el apartado 4.2.2 sea 

ligeramente superior al que se ha descrito.  

En el plano cualitativo, se han afrontado ciertas dificultades a la hora de delimitar de forma 

eficiente todas las normativas que ejercen algún tipo de efecto sobre alguna de las dos 

dimensiones regulatorias del lobbying, el control y la transparencia. La ejecución de este proceso 
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ha requerido de un alto consumo de tiempo durante el desarrollo de la investigación ante la escasez 

de estudios homólogos y actualizados que pudieran servir de referencia. Asimismo, a pesar de 

que el presente trabajo pueda representar de gran ayuda en cuanto a la recopilación de la normativa 

europea, futuras líneas de investigación podrían plantear el ejercicio un estudio comparado con 

legislación a nivel nacional, como la de Estados Unidos o Reino Unido. 

Por otro lado, como se ha indicado en el apartado de metodología, la imposibilidad de obtener un 

listado completo de los eurodiputados del Parlamento Europeo en un formato accesible y que 

permitiera su aleatorización podría haber introducido sesgos en la muestra, especialmente en 

cuanto a una representatividad equitativa de los países de procedencia. En este sentido, podría ser 

recomendable que futuros estudios acerca de la difusión de la huella legislativa en el Parlamento 

Europeo se planteen sobre el total de los 703 eurodiputados. En términos generales, la forma en 

la que la información se archiva o codifica por parte de las instituciones europeas ha representado 

la principal limitación sobre la investigación. 

Por último, futuros estudios podrían explorar el impacto que la propuesta de estandarización de 

las normas de conducta o el EU Ethics Body puedan generar sobre la categorización acerca de la 

profundidad o suficiencia del sistema regulatorio de los grupos de presión, para lo que también 

podría ser conveniente ampliar el listado de indicadores enfocados a la medición específica de la 

variable de control. De igual forma, podría tratar de ampliarse las vinculaciones específicas de 

los miembros implicados en el Qatargate y el papel ejercido por la organización no 

gubernamental implicada en la trama de corrupción, lo cual resaltaría de una forma más ilustrativa 

las debilidades o carencias de la normativa referente al lobbying. 
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Anexo I. Personal funcionarial dentro de la Comisión Europea 

 

Fuente: extraído de Comisión Europea (24 de abril de 2023). 
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Anexo II. Indicadores de medición del Consejo de Europa sobre el sistema de regulación 

de los grupos de presión  

  

 Lowly  Regulated 
Systems  

Medium Regulated 
Systems  

Highly  Regulated 
Systems  

Registration 
regulations  

Rules on individual 

registration, but few 

details required  

Rules on individual 

registration, more details 

required  

Rules on individual 

registration are  

extremely rigorous  

Targets  of  
Lobbyists 

Defined  

Only members of the 

legislature and staff  

Members of the 
legislature and staff; 

executive and staff; 
agency heads and  

public servants/officers. 

Members of the 
legislature and staff; 

executive and staff; 
agency heads and  

Public servants/officers. 

Spending 

disclosure  
No rules on individual 

spending disclosure, or 

employer spending 

disclosure  

Some regulations on 

individual spending 

disclosure; none on 

employer spending 

disclosure  

Tight regulations on 

individual spending 

disclosure, and 

employer spending 

disclosure  

Electronic 

filing  
Weak on-line 

registration and 

paperwork required  

Robust system for on-

line registration, no 

paperwork  

necessary  

Robust system for on-

line registration, no 

paperwork  

necessary  

Public access  List of lobbyists 

available, but not 

detailed, or updated 

frequently  

List of lobbyists 
available, detailed, and 
updated  

frequently  

List of lobbyists and their 
spending  

disclosures available, 

 detailed, and 

 updated  

frequently  

Enforcement  Little enforcement 

capabilities invested in 

state agency  

In  theory  state 

agency  possesses 

enforcement capabilities, 

though infrequently used  

State agency can, and 

does, conduct 

mandatory reviews  

/audits   

Revolving 

door provision  
No cooling off period 

before former legislators 
can  

register as lobbyists  

There is a cooling off 

period before former 
legislators can  

register as lobbyists  

There is a cooling off 

period before former 
legislators can  

register as lobbyists  

 

Fuente: extraído de Council of Europe (2011). 
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Anexo III.  Difusión de la huella legislativa por los miembros del Parlamento Europeo  

Nombre País Género Grupo Político Clase A Clase B 

Magdalena Adamowicz Polonia M EPP 1 
 

Asim Ademov Bulgaria H EPP 
 

1 

Isabella Adinolfi Italia M EPP 
 

1 

Matteo Adinolfi Italia H ID 
 

1 

Alex Agius Malta H S&D 1 
 

Mazaly Aguilar España M ECR 1 
 

Clara Aguilera España M S&D 1 
 

Alviina Alametsä Finlandia M GRE/EFA 1 
 

Joao Albuquerque Portugal H S&D 1 
 

Alexander Alexandrov Bulgaria H EPP 
 

1 

François Alfonsi Francia H GRE/EFA 1 
 

Atidzhe Alieva -Veli Bulgaria M RE 1 
 

Abir Al-Shlani Suecia M RE 1 
 

Catherine Amalric Francia M RE 
 

1 

Andris Ameriks Letonia H S&D 1 
 

Christine Anderson Alemania M S&D 1 
 

Rasmus Andresen Alemania H ID 1 
 

Barry Andrews Irlanda H GRE/EFA 1 
 

Mathilde Androuët Francia M ID 
 

1 

Marc Angel Luxemburgo H S&D 1 
 

Gerolf Annemans Bélgica H ID 
 

1 

Andrus Ansip Estonia H RE 1 
 

Attila Ara-Kovács Hungría H S&D 1 
 

Maria Arena Bélgica M S&D 1 
 

Pablo Arias España H EPP 1 
 

Pascal Arimont Bélgica H EPP 
 

1 

Batosz Arlukowicz Polonia H EPP 
 

1 

Konstantinos Arvanitis Grecia H GUE/NGL 1 
 

Anna-Michelle 

Asimakopoulou 

Grecia M EPP 1 
 

Manon Aubry Francia M GUE/NGL 1 
 

MargreteAuken Dinamarca M GRE/EFA 1 
 

Petras Austrevicius Lituania H RE 1 
 

Carmen Avram Rumanía M S&D 1 
 

Malik Azmani Países Bajos H RE 1 
 

Laura Ballarín España M S&D 
 

1 

Marek Balt Polonia H S&D 1 
 

Jordan Bardella Francia H ID 
 

1 

Katarina Barley Alemania M S&D 1 
 

Pietro Bartolo Italia H S&D 1 
 

Traian Basescu Rumanía H EPP 
 

1 
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Alessandra Basso Italia M ID 1 
 

José Ramón Bauzá España H RE 1 
 

Nicolas Bay Francia H NA 
 

1 

Gunnar Beck Alemania H ID 
 

1 

Nicola Beer Alemania M RE 1 
 

 Tiziana Beghin Italia M NA 1 
 

Aurélia Beigneux Francia M ID 
 

1 

Marek Belka Polonia H S&D 1 
 

François-Xavier Bellamy Francia H EPP 
 

1 

Adrian-Dragis Benea Rumanía H S&D 1 
 

Brando Beniffei Italia H S&D 1 
 

Isael Benjumea España M EPP 1 
 

Monika Benová Eslovaquia M S&D 1 
 

Hildegard Bentele Alemania M EPP 1 
 

Tom Berendsen Países Bajos H EPP 1 
 

Lars Patrick Berg Alemania H ECR 
 

1 

Stefan Berger Alemania H EPP 1 
 

Erik Bergkvist Suecia H S&D 1 
 

Sergio Berlato Italia H ECR 1 
 

Alexander Bernhuber Austria H EPP 1 
 

Robert Biedron Polonia H S&D 1 
 

Adam Bielan Polonia H ECR 1 
 

Stéphane Bojoux Francia H RE 1 
 

Izaskun Bilbao España M RE 1 
 

Vladimir Bilcik Eslovaquia H EPP 1 
 

Dominique Bilde Francia M ID 
 

1 

Gabriele Bischoff Alemania M S&D 1 
 

Benoit Biteau Francia H GRE/EFA 1 
 

Malin Björk Suecia M GUE/NGL 1 
 

Vasile Blaga Rumanía H EPP 
 

1 

Hynek Blasko Chequia H ID 
 

1 

Vilija Blinkeviciuté Lituania M S&D 
 

1 

Michael Bloss Alemania H GRE/EFA 1 
 

Andea Bocskor Hungría M NA 
 

1 

Damian Boeselager Alemania H GRE/EFA 1 
 

Ioan-Rares Bogdan Rumanía H EPP 
 

1 

Franc Bogovic Eslovenia H EPP 1 
 

Anna Bonfrisco Italia M ID 
 

1 

Paolo Borchia Italia H ID 1 
 

Biljana Borzan Croacia M S&D 1 
 

Marc Botenga Bélgica H GUE/NGL 1 
 

Vlad-Marous Botos Rumanía H RE 1 
 

Geert Bourgeois Bélgica H ECR 1 
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Gilles Boyer Francia H RE 1 
 

Karolin Braunsberger-

Reinhold 

Alemania M EPP 1 
 

Mercdes Bresso Italia M S&D 1 
 

Patrick Breyer Alemania H GRE/EFA 1 
 

Milan Brglez Eslovenia H S&D 1 
 

Saskia Bricmont Bélgica M GRE/EFA 1 
 

Joachim Stanislaw Polonia H ECR 
 

1 

Annika Bruna francia M ID 
 

1 

Sylvie Brunet Francia M RE 
 

1 

Markus Buchheit Alemania H ID 1 
 

Daniel Buda Rumanía H EPP 
 

1 

Udo Bullmann Alemania H S&D 1 
 

Delara Burkhardt Alemania M S&D 1 
 

Martin Buschmann Alemania H NA 
 

1 

Cristian -Solviu Busoi Rumanía H EPP 1 
 

Reinhard Butikofer Alemania H GRE/EFA 1 
 

Jorge Buzadé España H ECR 
 

1 

Jerzy Buzek Polonia H EPP 1 
 

Marco Campomenosi Italia H ID 1 
 

Jordi Cañas España H RE 1 
 

Pascal Canfin Francia H RE 1 
 

Damien Careme Francia H GRE/EFA 1 
 

Isabel Carvalhais Portugal M S&D 1 
 

Maria da Graça Carvalho Portugal M EPP 1 
 

David Casa Malta H EPP 1 
 

Massimo Casanova Italia H ID 
 

1 

Daniel Caspary Alemania H EPP 
 

1 

Fabio Massimo Castaldo Italia H NA 1 
 

Pilar del Castillo España M EPP 1 
 

Anna Cavazzini Alemania M GRE/EFA 1 
 

Susanna Ceccardi Italia M ID 
 

1 

Sara Cerdas Portugal M S&D 1 
 

Catherine Chabaud Francia M RE 1 
 

Patricia Chagnon Francia M ID 
 

1 

Mohammed Chahim Países Bajos H S&D 1 
 

Leila Chaibi Francia M GUE/NGL 1 
 

Dita Charanzová Chequia M RE 1 
 

Olivier Chastel Bélgica H RE 1 
 

Caterina Chinnici Italia M EPP 1 
 

Asger Christensen Dinamarca H RE 1 
 

Ilana Cicurel Francia M RE 1 
 

Wlodzmierz Cimoszewicz Polonia H S&D 1 
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Angelo Ciocca Italia H ID 1 
 

Dacian Ciolos Rumanía H RE 
 

1 

Tudor Ciuhodaru Rumanía H S&D 
 

1 

Christophe Clergeau Francia H S&D 1 
 

Deirdre Clune Irlanda M EPP 1 
 

Carlos Coelho Portugal H EPP 
 

1 

Nathalie Colin-Oesterlé Francia M EPP 1 
 

Ana Collado Jiménez España M EPP 
 

1 

Gilbert Collard Francia H NA 
 

1 

Lara Comi Italia M EPP 1 
 

Antoni Comín i Oliveres España H NA 1 
 

Rosanna Conte Italia M ID 1 
 

David Cormand francia H GRE/EFA 1 
 

Ignazio Corrao Italia H GRE/EFA 1 
 

Beatrice Covassi Italia M S&D 1 
 

Andrea Cozzolino Italia H NA 
 

1 

Corina Cretu Rumanía M S&D 1 
 

Katalin Cseh Hungría M RE 1 
 

Clarán Cuffe Irlanda H GRE/EFA 1 
 

Josianne Cutajar Malta M S&D 1 
 

Ryszard Czarnecki Polonia H ECR 
 

1 

Jakop Dalunde Suecia H GRE/EFA 1 
 

Clare Daly Irlanda M GUE/NGL 1 
 

Rosa D'amato Italia M GRE/EFA 1 
 

Arnaud Danjean Francia H EPP 1 
 

Nicola Danti Italia H RE 1 
 

Maria Angela Danzi Italia M NA 1 
 

Gianantonio Da Re Italia H ID 
 

1 

Marie Dauchy Francia M ID 
 

1 

Ivan David Chequia H ID 
 

1 

Elisabetta de Blasis Italia M ID 1 
 

Ilan de Basso Suecia H S&D 1 
 

Paolo de Castro Italia H S&D 1 
 

Jeremy Decerle Francia H RE 1 
 

Gwendoline Delbos-Corfield Francia M GRE/EFA 1 
 

Andor Deli Hungría H NA 1 
 

Karima Deli Francia M GRE/EFA 1 
 

Filip de Man Bélgica H ID 
 

1 

Salvatore de Meo Italia H EPP 1 
 

Özlem Demirel Alemania M GUE/NGL 
 

1 

Anna Deparnay-Grunenberg Alemania M GRE/EFA 1 
 

Tamás Deutsch Hungría H NA 
 

1 

Geoffroy Didier Francia H EPP 
 

1 
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Martina Dlabajová Chequia M RE 1 
 

Klára Dobrev Hungría M S&D 1 
 

Christian Doleschal Alemania H EPP 1 
 

Anna Júlia Donáth Hungría M RE 1 
 

Francesca Donato Italia M NA 
 

1 

Herbert Dorfmann Italia H EPP 1 
 

Jaroslaw Duda Polonia H EPP 1 
 

Lena Düpont Alemania M EPP 1 
 

Estrella Durá España M S&D 1 
 

Pascal Durand Francia H S&D 1 
 

Lucia Duris Nischolsonová Eslovaquia M RE 1 
 

Angel Dzhambazki Bulgaria H ECR 
 

1 

Matthias Ecke Alemania H S&D 1 
 

Christian Ehler Alemania H EPP 1 
 

Bas Eickhout Países Bajos H GUE/NGL 1 
 

Cyrus Engerer Malta H S&D 1 
 

Cornelia Ernst Alemania M GUE/NGL 1 
 

Enging Eroglu Alemania H RE 
 

1 

Rosa Estaràs España M EPP 
 

1 

Agnès Evren francia M EPP 1 
 

Georghe Falca Rumanía H EPP 1 
 

Laurence Farren Francia M RE 1 
 

Markus Ferber Alemania H EPP 1 
 

José Manuel Fernandes Portugal H EPP 1 
 

Jonás Fernández España H S&D 1 
 

Giuseppe Ferrandino Italia H RE 1 
 

Laura Ferrara Italia M NA 1 
 

Nicolaus Fest Alemania H ID 
 

1 

Carlo Fidanza Italia H ECR 1 
 

Pietro Fiocchi Italia H ECR 1 
 

Frances Fitzgerald Irlanda M EPP 1 
 

Like Ming Flanagan Irlanda H GUE/NGL 1 
 

Valter Flego Croacia H RE 
 

1 

Anna Fotyga Polonia M ECR 
 

1 

Loucas Fuorlas Chipre H EPP 1 
 

Emmanouli Fragkos Grecia H ECR 
 

1 

Tomasz Frankowski Polonia H EPP 1 
 

Cindy Franssen Bélgica M EPP 1 
 

Romeo Franz Alemania H GRE/EFA 1 
 

Daniel Freund Alemania H GRE/EFA 1 
 

Heléne Fritzon Suecia M S&D 1 
 

Niels Fuglsang Dinamarca H S&D 1 
 

Mario Furore Italia H NA 1 
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Michael Gahler Alemania H EPP 1 
 

Kinga Gál Hungría M NA 
 

1 

Malte Gallée Alemania M GRE/EFA 1 
 

Lina Gálvez España M S&D 1 
 

Claudia Gamon Austria M RE 1 
 

Giana Gancia Italia M ID 
 

1 

Ibán García del Blanco España H S&D 1 
 

José Manuel García Margallo España H EPP 
 

1 

Isabel García España M S&D 1 
 

Iratxe García España M S&D 1 
 

Eider Gardiazabal España M S&D 1 
 

Jean-Paul Garraud Francia H ID 
 

1 

Matteo Gazzini Italia H ID 
 

1 

Alexandra Geese Alemania H GRE/EFA 1 
 

Jens Geier Alemania M S&D 1 
 

Chiara Gemma Italia H ECR 1 
 

Giorgos Georgiou Chipre M GUE/NGL 
 

1 

Alexis Georgoilis Grecia H NA 1 
 

Helmut Geuking Alemania H EPP 1 
 

Vlad Gheorghe Rumanía H RE 1 
 

Paola Ghidoni Italia M ID 
 

1 

Dino Giarrusso Italia H NA 
 

1 

Jens Gieseke Alemania H EPP 1 
 

Suncana Glavak Croacia M EPP 1 
 

Andreas Glueck Alemania H RE 1 
 

Rapháel Glucksmann Francia H S&D 1 
 

Charles Goeren Luxemburgo H RE 1 
 

Mónica Silvana España M S&D 1 
 

Nicolás González España H S&D 1 
 

Sandro Gozi Francia H RE 1 
 

Marcel de Graaff Países Bajos H NA 
 

1 

Valentino Grant Italia H ID 
 

1 

Maria Grapini Rumanía M S&D 1 
 

Markéta Gregorová Chequia M GRE/EFA 1 
 

Catherine Griset Francia M ID 
 

1 

Bart Groothuis Países Bajos H RE 1 
 

Klemen Groselj Eslovenia H RE 1 
 

Christophe Grudler Francia H RE 1 
 

Claude Gruffat Francia H GRE/EFA 1 
 

Elisabetta Gualmini Italia M S&D 1 
 

Francisco Guerreiro Portugal H GRE/EFA 1 
 

Bernard Guetta Francia H RE 1 
 

Sylvie Guillaume Francia M S&D 1 
 



 

 

105 
Máster en Comunicación Política y Empresarial 

José Gusmao Portugal H GUE/NGL 1 
 

Márton Gyöngyösi Hungría H NA 
 

1 

Eniko Györi Hungría M NA 1 
 

András Gyürk Hungría H NA 
 

1 

Anja Haga Países Bajos M NA 
 

1 

Svenja Hahn Alemania M RE 1 
 

Henrike Han Alemania M GRE/EFA 1 
 

Roman Haider Austria H ID 
 

1 

Robert Hajsel Eslovaquia H S&D 1 
 

Teuvo Hakkarainen Finlandia H ECR 1 
 

Andrzej Halicki Polonia H EPP 
 

1 

Christophe Hansen Luxemburgo H EPP 1 
 

Martin Häusling Alemania H GRE/EFA 1 
 

 


